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RESUMEN 

La presente investigación centra su análisis de estudio en un caso concreto: el 

conflicto internacional que ha suscitado la anexión de Crimea a la Federación Rusa, tomando 

en cuenta que en la actualidad existe un debate respecto al alcance del derecho a la 

autodeterminación de los pueblos a la luz de las teorías de secesión frente al derecho 

internacional. 

En ese sentido, el estudio de caso a través de una investigación cualitativa permite 

entender que los acontecimientos de acciones secesionistas aparecieron en el periodo 

comprendido entre 2014 a 2022 y han conducido a la separación de Crimea y de otros 

territorios del Dombás del territorio ucraniano, produciendo una serie de tensiones que siguen 

manifestándose en la actualidad y agravando el conflicto entre Rusia y Ucrania. 

Este conflicto internacional, como lo muestra la presente investigación sigue 

generando una compleja situación frente a la autodeterminación sometida a la injerencia 

extranjera de Rusia y a posibles agresiones armadas que implicarían una fragmentación del 

derecho internacional frente al tema de la secesión de Estados. 

 

Palabras clave: secesión, nacimiento y extinción de Estados, autodeterminación 

externa, independencia, realismo político, separación de Estados, procesos de colonización 

y postcoloniales, legalidad, no agresión, integridad territorial.  
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ABSTRACT 

This research focuses its study analysis on a specific case: the international conflict 

that has led to the annexation of Crimea to the Russian Federation, taking into account that 

nowadays there is a debate regarding the scope of the right to self-determination of peoples 

in light of the theories of secession vis-à-vis international law. 

In this regard, the case study built on qualitative research permits to understand that 

the events of secessionist actions appeared in the period from 2014 to 2022 - that have led to 

the separation of Crimea and other Dombas territories from the Ukrainian territory-, have 

produced a series of tensions that are still manifest and that continue to aggravate the conflict 

between Russia and Ukraine. 

This international conflict, as this research shows, continues to generate a complex 

situation regarding self-determination created by the foreign interference of Russia and armed 

aggression that would imply a fragmentation of international law on regard of secession of 

States. 

 

Keywords: secession, birth and extinction of states, external self-determination, 

independence, political realism, separation of States, colonization and post-colonial 

processes, legality, non-aggression, territorial integrity. 
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CAPÍTULO I.  ASPECTOS GENERALES 

1.1 Introducción 

La presente investigación implicará el análisis del conflicto internacional que ha 

suscitado la anexión de Crimea a la Federación Rusa, tomando en cuenta que en la 

actualidad existe un debate respecto al alcance del derecho a la autodeterminación de los 

pueblos a la luz de las teorías de secesión frente al derecho internacional. 

Este debate encuentra una problemática crucial frente a la cuestión de que el derecho 

de autodeterminación que prácticamente se consolidó como respuesta al anticolonialismo 

dentro de las relaciones internacionales, hoy en día sirve más bien como figura de tensión 

entre la autonomía y el separatismo.  

Si bien la autodeterminación dentro de la teoría política del republicanismo 

democrático se refiere a la composición natural de las naciones como entidades políticas que 

deciden darse una composición orgánica, social y funcional a la cual se someten, no es 

menos cierto que su formulación y reconocimiento jurídico-constitucional e internacional ha 

marcado ciertas tensiones. 

La propia supervivencia de Ucrania como Estado democrático ha estado vinculada al 

análisis del punto de vista político en que probablemente existe una incompatibilidad entre la 

constitucionalización del derecho de autodeterminación en contextos no coloniales con la 

inducción del factor étnico o cultural sobre la representación política (entendida ésta como 

soberanía).  

De allí que las dimensiones del derecho a la autodeterminación pueden abarcar la 

libre decisión de la condición política de los Estados, así como su composición social o cultural 

y el grado de desarrollo económico. Para efectos de esta investigación, el análisis de las 

acciones secesionistas en Ucrania versa sobre la legitimidad o ilegitimidad de éstas al tratar 

de responder al principal foco de interés de los teóricos (Pavkovic y Radan, 2007): quién 

desde un punto de vista político y legal tiene derecho a la secesión y por qué. 

Este análisis resulta crucial para poder determinar si la secesión en el caso concreto 

de estudio (secesión de Crimea y su anexión a la Federación Rusa) contempla un derecho 

primario, es decir algo con lo cual los nacionales de Ucrania se sienten identificados desde 

una mayor o menor cercanía a Occidente o a Rusia, ligado por sus valores étnicos o culturales 

y sin la necesidad de tener que justificar su posición o decisión, o en su defecto, ésta puede 

ser considerada como un remedio ante circunstancias en las que grupos humanos necesitan 

separarse de un cierto territorio por circunstancias que pueden estar afectando su identidad, 

sus derechos e incluso su desarrollo y autonomía (Pérez-Lozano, 2021). 
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Entre las teorías que sostienen que la secesión debe verse como un derecho primario, 

se encuentra el plebiscitarismo que señala que la permanencia de los Estados y su 

supervivencia depende del consentimiento de sus ciudadanos, lo cual dota de legitimidad a 

su composición orgánica, social y funcional (Philpott, 1998). Asimismo, el adscriptivismo 

sustenta que la secesión como derecho primario debe estar sujeta a ciertas restricciones y 

ser concedida solamente a ciertos grupos que compartan características comunes (idioma, 

historia, tradiciones, institucionalidad, etc.) pues éstas les dotan a aquellos de identidad 

común (Margalit y Raz, 1990). 

Otros autores (Buchanan, 2007) defienden la teoría remedialista en la que la secesión 

debe ser vista como un remedio, pues consideran que la permanencia o legitimidad de un 

Estado no dependen del consentimiento, sino de la capacidad y voluntad de mantener altos 

estándares de justicia y de respeto a los derechos humanos entre sus ciudadanos. 

Esta investigación mantendrá una posición ecléctica entre el plebiscitarismo y el 

remedialismo, alejándose del adscriptivismo por considerar que deben analizarse y 

describirse los efectos derivados de las acciones secesionistas en Ucrania para determinar 

si en efecto vale situar al conflicto internacional en los albores de una secesión sin límites, o 

si en su caso ésta debe tener ciertas limitaciones en entornos que van más allá de los intentos 

independentistas ligados a procesos de descolonización.   

Ese vacío político y jurídico en el alcance de la autodeterminación puede explorarse 

en la manera cómo la autodeterminación también ha sido extrapolada a otros contextos como 

el de Crimea, pues la legitimidad o ilegitimidad de la autodeterminación externa sugiere un 

vacío de interpretación en el derecho internacional y por lo tanto, crea un alto riesgo de 

fragmentación. 

1.2 Planteamiento de la problemática 

1.2.1 Situación problemática 

El derecho a la autodeterminación suscita en la actualidad un interés de 

transcendental magnitud para el derecho internacional. Como señalan algunos autores 

(Ordóñez Maldonado, 2020), el derecho de autodeterminación de los pueblos suscita uno de 

los mayores problemas internacionales con mayor relevancia después de la Segunda Guerra 

Mundial por el impacto que tiene en relación con los sujetos de derecho internacional, la 

geopolítica mundial y el propio derecho internacional. 

Su relación, por tanto, con la creación y extinción de los Estados radica en mirar esta 

problemática de gran complejidad desde el óbice de que, en la actualidad, siguen 

manifestándose separaciones de Estados de manera no pacífica y violenta, incluso sin contar 



3 

 

con el consentimiento del Estado predecesor del cual se produce la fragmentación o 

separación.  

La finalidad de esos procesos en el ámbito internacional genera entonces una posible 

consecuencia hacia lo que autoras como López Martín (2018) catalogan como «el resultado 

secesionista en la creación de un nuevo Estado en lo que antes era una parte del territorio de 

otro que ahora se ve separado» pero que, a su entender, «lo que cambia sustancialmente es 

la forma o proceso de generación del mismo (…) [esto] supone una diferencia esencial en lo 

que se refiere a su fundamentación jurídica, a su legalidad y, sobre todo, a sus consecuencias 

respecto del objetivo de convertirse en Estado o adherirse a otro ya preexistente» (ibid. p. 

77). 

Por ello se pretende investigar cuál es la legitimidad o ilegitimidad del derecho a la 

autodeterminación en torno a las acciones secesionistas, habida cuenta de que en la doctrina 

existen al menos tres teorías distintas: i) aquella que rechaza la aplicación de la 

autodeterminación en cualquier caso, salvo en circunstancias que tengan que ver con 

descolonización; ii) aquella que se limita a supuestos excepcionales o remediales producto 

de que cierta región o minoría podría estar sufriendo agravios a su desarrollo o cierta 

vulneración de derechos u obstaculización al desarrollo étnico, cultural o de cualquier otro 

tipo; y, iii) aquella que mira a la autodeterminación como un derecho humano que debe gozar 

de plena aplicabilidad, debiendo beneficiar progresivamente a las minorías nacionales. 

Así, se analizará que ante la falta de características claras de la legitimidad de la 

secesión, el caso de Crimea viene demostrando que el término «secesión» ha sido utilizado 

de manera ambigua, pues “la razón no es otra que la de paliar la agresividad del propósito 

secesionista de los nacionalismos regionales, razón por la que se acude a veces al término 

‘autonomía’ como si equivaliera a ‘autarchía’ y a ‘autodeterminación’, lo que se hace con el 

mismo fin de disminuir la agresividad del propósito político” (Ayuso, 2020. p. 106). 

1.2.2 Situación proyectada 

Existen autores (Albuquerque, 2000) que consideran que el derecho internacional 

público prevé el reconocimiento a un Estado cuando éste reúne todos los elementos 

constitutivos. Sin embargo, otros autores (Salmón, 2018) advierten también que la falta de 

interpretación jurídica respecto a la obligación de reconocer a un nuevo Estado o gobierno 

genera vacíos respecto de la existencia propia de los Estados, entendiéndose que la 

existencia de un Estado es independiente de su reconocimiento por otro sujeto de derecho 

internacional. 

Siendo entonces que la existencia o desaparición de un Estado se constituye en una 

cuestión factual o, de hecho, hay quienes sostienen que (Salamanca Aguado, 2012) aunque 
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un Estado no haya sido reconocido, tiene derecho al respeto de su soberanía territorial, así 

como de sus otros atributos. 

Esto frente al caso de estudio (secesión de Crimea y su anexión a la Federación Rusa) 

podría implicar desde las teorías que consideran a la secesión como un derecho primario de 

los grupos nacionales disidentes, que la autodeterminación sea considerada como una 

circunstancia sobre la cual impera el consentimiento de sus ciudadanos aún a riesgo de la 

propia estabilidad y permanencia del Estado.  

Borja (2019), ilustra muy bien esta situación cuando hace notar que bajo el 

plebiscitarismo y el adscriptivismo el fenómeno secesionista en Crimea se dio bajo presiones 

de la Federación Rusa. La península de Crimea (incluidas las ciudades de Crimea y 

Sebastopol) declararon su independencia de Ucrania mediante decisión de su órgano 

parlamentario regional el 11 de marzo de 2014.  

Esto implicó la integración política y territorial de estas demarcaciones geográficas a 

Rusia. La teoría del plebiscitarismo demuestra que la decisión independentista fue ratificada 

cinco días después por los ciudadanos crimeos en un plebiscito, en el cual el 96,77 por ciento 

de los votantes se pronunció por la independencia nacional y la inserción de Crimea como 

provincia de Rusia, y que los grupos nacionalistas prorrusos generaron incidencia hacia 

adscribir sus intereses mayoritarios en la consolidación de la separación de los territorios de 

Crimea y Sebastopol de Ucrania.  

Desde la teoría realista de las relaciones internacionales a la que se adscribe esta 

investigación, se ha de advertir que ésta permitirá una descripción detallada del fenómeno 

acaecido en Crimea en torno a tres consideraciones fundamentales esbozadas por algunos 

autores (Pérez de Armiño, 2015) que sostienen que la secesión como derecho primario en el 

caso de estudio devienen de una visión pesimista de la naturaleza humana, caracterizada por 

el egoísmo y la búsqueda del interés y seguridad particulares de Rusia hacia el control de 

Ucrania. 

Esto permite analizar, a su vez, que desde el realismo ofensivo existe “un entorno 

internacional anárquico e incierto en el que todos los Estados pueden ser agresores y, por 

ello, solo pueden confiar en sí mismos para lograr su seguridad. Para alcanzarla deben 

acaparar todo el poder relativo (comparado con el de otros Estados) posible y, si pueden, la 

hegemonía regional e incluso global, recurriendo a la guerra cuando genere más ganancias 

que pérdidas” (Mearsheimer, 2001. pp. 140-162, 337-346). 

Claramente el caso de estudio permitirá advertir que, desde la mirada del realismo 

ofensivo, las relaciones de poder entre Estados dentro del sistema internacional son de tipo 

anárquicas y conflictivas, pues impera la posición estatocéntrica en la que se ve que Rusia y 
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Ucrania son actores claves dentro de las relaciones internacionales, pero quizá uno de ellos 

debe garantizar su seguridad mediante la acumulación de poder. 

Ese posicionamiento de seguridad frente a la autodeterminación en la secesión 

acaecida en Crimea permite ubicar a la investigación en la perspectiva realista de que Rusia 

trata de posicionarse como referente de la seguridad y para ello requiere disponer de 

capacidades militares disuasorias con las que pueda producir una incidencia mayor en las 

acciones secesionistas. 

Sin embargo, pese al enfoque realista desde el que se ubica esta investigación, el 

análisis de los hechos fácticos del caso permitirá ver si el carácter sucesorio de los Estados, 

puede o no ser excluyente tomando en cuenta disposiciones jurisprudenciales de tribunales 

internacionales (CIJ, 2010) que establecen que cuando el control sobre el territorio adjudicado 

a un nuevo Estado es producto de la vulneración del derecho internacional, habría que prever 

algún tipo de limitación o exclusión al carácter sucesorio o secesionista. 

Esta exclusión, muy probablemente, generará un análisis importante al tomar en 

cuenta que frente al vacío que existe en la interpretación de la autodeterminación en la 

secesión de Estados, el aparecimiento de un nuevo Estado o su extinción total dependerán 

de la capacidad que tenga el derecho internacional para oponer o no principios de resistencia. 

Se configura entonces, con ayuda de las teorías de la secesión (plebiscitarismo y 

remedialismo) y de las teorías realistas de las relaciones internacionales (realismo ofensivo y 

neorrealismo) el análisis de que el fenómeno de lo acontecido en Crimea y su anexión a la 

Federación Rusa en el periodo 2014-2022 parte desde dos variables: i) las limitaciones de la 

autodeterminación externa en la secesión de Estados; y, ii) los principios fundamentales de 

protección y permanencia de los Estados. 

Bajo la óptica del realismo neoclásico, por ejemplo, hay quienes sostienen (Schweller, 

1994) que el comportamiento exterior de los Estados tiene como punto de partida la 

distribución de poder en el sistema, pues en esta imperan factores nacionales particulares en 

los que juegan tanto la estructura e instituciones nacionales, como los procesos políticos 

internos, ideologías, ambiciones y visión de los líderes. El grado de cohesión social de los 

grupos nacionales motiva también a que algunos Estados adopten estrategias internacionales 

perturbadoras y agresivas.  

En el estudio de caso concreto, la investigación se basará en esbozar un análisis 

desde el hecho de que las teorías realistas (realismo ofensivo y neorrealismo) permiten 

comprender que la secesión en el derecho internacional se muestra como una de las formas 

de sucesión de Estados en que las relaciones de poder y el interés de cada Estado prevalece 

por una cuestión de supervivencia natural y hegemonía global dentro del sistema 
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internacional, ante lo cual el egoísmo es recurrente y como bien describen ciertos autores 

(Salmón, 2018), el Estado predecesor sigue existiendo; sin embargo, el nuevo Estado surge 

por medios violentos producto de efectos militares disuasivos y del acaparamiento del poder 

a cualquier precio. Lo que importa son las ganancias que la situación puede generar más que 

las pérdidas que se puedan evitar. 

Sin embargo, ciertos autores (Ruiz Rodríguez, 1998) sostienen que no es lo mismo 

reconocer jurídicamente el «derecho de autodeterminación» que «autodeterminarse» ya que 

lo primero, en su definición clásica puede contemplar la posibilidad de secesión, pero es 

evidente que el derecho internacional guarda cierto silencio respecto a la licitud de la 

secesión, y ese vacío de interpretación supone el análisis sobre si deben existir o no 

limitaciones frente a este fenómeno, algo que esta investigación se encargará de dilucidar. 

Si bien puede existir un vacío de interpretación de la autodeterminación y de la 

secesión en el derecho internacional, hay autores (Christakis, 2014) que defienden la idea de 

que un vacío de interpretación no es sinónimo de neutralidad. En principio, sostienen que el 

orden jurídico internacional protege la permanencia de los Estados.  

Consecuentemente, siendo que las limitaciones a las acciones secesionistas en 

Crimea son por definición ambiguas, resulta imprescindible analizar dichas acciones de cara 

a su relación con los principios fundamentales de protección y permanencia de los Estados, 

derivados del propio derecho internacional.  

Inclusive, la generalidad de la Resolución 2625 (XV)1 de la Asamblea General de 

Naciones Unidas podría interpretarse en el sentido de que toda declaración de independencia 

bajo el derecho a la autodeterminación está legitimada, lo cual aumenta el riesgo de que de 

manera errónea se crea que toda acción secesionista está justificada. 

De esa manera, la relación entre las limitaciones a la autodeterminación en la secesión 

de Estados y los principios fundamentales de protección y permanencia de los Estados frente 

al derecho internacional tiene una influencia central frente a la noción de seguridad colectiva. 

Con ello, se puede comprender de mejor manera el fenómeno de la secesión acaecido 

en Crimea e indagar respecto a lo que ciertos autores (Acosta Sánchez, 2004) consideran 

como la primacía del principio de integridad territorial en el derecho internacional. Esta 

 
1 Dicha Resolución establece que: “ninguna de las disposiciones de los párrafos precedentes se 
entenderá en el sentido de que autoriza o fomenta cualquier acción encaminada a quebrantar o 
menospreciar, total o parcialmente, la integridad territorial de Estados soberanos e independientes que 
se conduzcan de conformidad con el principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación 
de los pueblos antes descritos y estén, por tanto dotados de un gobierno que represente a la totalidad 
del pueblo perteneciente al territorio, sin distinción por motivo de raza, credo o color”. 
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primacía parece prevalecer incluso sobre los procesos de autodeterminación, al menos en 

aquellos territorios no coloniales. 

Al cuestionar entonces el efecto de las acciones secesionistas frente al derecho 

internacional, prima facie se ha de advertir que no se puede considerar a Crimea como un 

pueblo colonial. Esto puede resultar interesante en el análisis que hará la investigación 

respecto a si los derechos de Crimea como parte de Ucrania han sido o no violados o 

limitados. 

Habrá que desentrañar, por tanto, los efectos positivos o negativos de una tendencia 

que va acrecentándose en la actualidad, “basada en la errónea creencia de que los pueblos 

gozan de un derecho ilimitado o absoluto de secesión. Una creencia no solo infundada sino, 

además, y, sobre todo, peligrosa porque si cada grupo humano pretendiese tener derecho a 

alcanzar el estatuto de Estado, la fragmentación no conocería límite alguno y la paz quedaría 

seriamente amenazada” (Carrillo Salcedo, 2013. pp. 21-22). 

En consecuencia, el autor de esta investigación problematizará la cuestión de falta de 

interpretación respecto a las limitaciones de la autodeterminación externa en la secesión de 

Estados frente al derecho internacional, desde la teoría realista de las relaciones 

internacionales. Hará hincapié, por tanto, en que el conflicto internacional que suscita la 

secesión de Crimea y su anexión a la Federación Rusa parte del análisis de que los Estados 

actúan como unidades racionales en un mundo conflictivo que se describe así mismo como 

una mesa de bolas de billar en que imperan los intereses egoístas de cada uno por 

salvaguardar su seguridad nacional. 

Por tanto, el estatocentrismo y la seguridad nacional desde la anarquía y el 

intervencionismo extranjero armado son algunos de los elementos que el realismo muestra 

alrededor del caso de estudio. Estos elementos permiten comprender a priori que la anexión 

de Crimea a Rusia podría responder a una cuestión de maximización del poder a través de 

la autodeterminación y la secesión en la que la supervivencia de los Estados entra en un 

ambiente hostil. 

Este análisis desde el realismo político permitirá también al autor de la investigación 

situar la problemática del caso de estudio en la falta de interpretación de las limitaciones a la 

autodeterminación frente al derecho internacional, haciendo ver que quizá la secesión de 

Estados puede constituir un escenario en el cual como bien señalan ciertos autores (Barbé, 

1995), la amenaza es constante y el militarismo también. De esa manera, términos en 

constante antagonismo como guerra y paz; estrategia y diplomacia; y, alianzas militares y 

armamentismo pueden generar un impacto respecto a la tan anhelada seguridad colectiva 

que busca la sociedad internacional frente a este tipo de conflictos internacionales. 
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El caso de estudio, precisamente, desde la teoría desde la cual se basa esta 

investigación (realismo político) muestra una imagen del mundo que se sustenta desde este 

paradigma (Barbé, 1995) como aquel formato de relaciones internacionales que se mueve en 

una especie de mesa de bolas de billar, en que hay Estados como Rusia que pueden 

presentarse como impenetrables y en conflicto constante o choque con otros, rechazando la 

idea de comunidad. 

Este rechazo también se ve en los grupos disidentes que fomentan la separación de 

territorios de un Estado predecesor a un Estado sucesor, incluso mediate el empleo de 

medios violentos. Aquí el caso de estudio se asemeja a una mesa de bolas de billar en la que 

impera la anarquía, puesto que “el espacio está abierto y en este las bolas no se ajustan en 

sus movimientos a normas establecidas” (Barbé, 1995. p. 62) 

Posiblemente, esa esfera anárquica que ilustra muy bien el realismo político permitirá 

analizar frente al caso en estudio, que la falta de interpretación del derecho internacional 

respecto de las limitaciones a la autodeterminación en la secesión de Estados puede deberse 

a lo que ciertos autores (Koskenniemi, 2020) denominan la falta de aplicación de normas que 

no logran diferenciar la política hegemónica normal con el equilibrio de poder. Por tanto, las 

zonas grises en el derecho son una oportunidad para la manipulación política, como es el 

caso de Crimea.  

Esta falta de interpretación o vacío jurídico frente al derecho internacional hará que la 

presente investigación analice el impacto de la autodeterminación y las acciones 

secesionistas dentro de la seguridad colectiva, misma que como insiste el realismo político 

(Rosenberg, 1994), descansa en la confianza de los participantes, pero en ausencia de 

confianza y frente a escenarios de anarquía, puede parecer tan racional para los Estados 

anteponer el interés propio antes que velar por el interés común que les resulta frágil y muchas 

veces hasta incierto.  

Esa responsabilidad egoísta en la que emerge la secesión del caso de estudio plantea 

un análisis crítico sobre la responsabilidad con la que actúan tanto Ucrania como Rusia frente 

a este conflicto internacional.  

1.2.3 Formulación del problema 

A raíz de lo anteriormente esbozado, la presente investigación intentará responder a 

la siguiente pregunta: 

¿Cuáles son los efectos que las limitaciones a las acciones secesionistas y a la 

autodeterminación externa ejercen sobre los Estados frente al derecho internacional a 

partir del caso Crimea? (2014-2022). 
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1.3 Justificación 

El abordaje de estas teorías permitirá influir aún más en el debate en torno a la licitud 

o ilicitud de declaraciones de independencia como la ocurrida en el caso de la anexión de 

Crimea a la Federación Rusa, puesto que permitirán a su vez evaluar si éstas han sido 

efectuadas o no a través de acciones ilícitas como la utilización de la fuerza armada o por 

medio de una violación grave de normas de derecho internacional, sobre todo de naturaleza 

imperativa o de «jus cogens» internacional que puedan comprometer o tener un impacto 

directo en el concepto de seguridad colectiva planteado por Naciones Unidas. 

Por tanto, la relevancia y actualidad del tema a investigar radica en el aporte 

significativo que hará respecto a analizar y describir cuál ha sido el vacío de interpretación 

del derecho de autodeterminación tanto en el derecho internacional como en las teorías de la 

secesión. 

Así también, el tema a investigar tiene una implicación práctica conducente al análisis 

que los juristas e internacionalistas deberían hacer en torno a la conformidad al derecho 

internacional de la acción secesionista y en este caso en particular (Crimea 2014-2022) frente 

a la directa relación de esta acción con la participación rusa en el conflicto. 

Efectivamente, se discutirán los efectos que tiene la prohibición de la Carta de 

Naciones Unidas respecto del recurso a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad 

territorial o la independencia política de cualquier Estado. 

El valor teórico que entraña la presente investigación radica en poder analizar los 

problemas jurídicos y políticos en torno a la autodeterminación y la estrecha relación con las 

teorías realistas de las relaciones internacionales. Esto permitirá analizar posturas de rechazo 

a la existencia de un derecho de secesión o de un derecho de autodeterminación o 

independencia a favor de entidad alguna dentro del territorio de un Estado soberano. 

Se beneficiará la discusión del reconocimiento o no reconocimiento de las acciones 

secesionistas en el derecho internacional, logrando así aportar en el análisis respecto a la 

visión tradicional de la seguridad en las relaciones internacionales desde los enfoques 

realistas, especialmente el realismo estructural ofensivo y el realismo neoclásico.  

Finalmente, se intentará demostrar que las limitaciones a las acciones secesionistas 

y a la autodeterminación externa favorecen la permanencia de los Estados frente al derecho 

internacional y atenúan la fragmentación estatal que deviene en casos de intervenciones 

extranjeras o agresiones armadas. 
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1.4 Delimitaciones 

1.4.1 Delimitación Temática 

La investigación estará enfocada en el marco del Derecho Internacional Público y de 

las teorías de las Relaciones Internacionales, más específicamente en lo concerniente a los 

conflictos internacionales, las teorías realistas y el enfoque de seguridad en el ámbito 

internacional. 

1.4.2 Delimitación Temporal 

La investigación tomará en cuenta un periodo de tiempo de ocho años (2014-2022), 

considerando que los acontecimientos de acciones secesionistas aparecieron en ese periodo 

y han conducido a la separación de Crimea del territorio ucraniano, produciendo una serie de 

tensiones que siguen manifestándose en la actualidad y agravando el conflicto entre Rusia y 

Ucrania, generando así una compleja situación frente a la autodeterminación sometida a la 

injerencia extranjera de Rusia y a posibles agresiones armadas que implicarían una 

fragmentación del derecho internacional frente al tema de la secesión de Estados. 

1.4.3 Delimitación Espacial 

La investigación analizará los hechos más relevantes en la secesión de Crimea del 

territorio de Ucrania y su anexión a la Federación Rusa. 

1.5 Objetivos 

1.5.1 Objetivo General 

Explicar los efectos que las limitaciones a las acciones secesionistas y a la 

autodeterminación externa ejercen sobre los Estados frente al derecho internacional a partir 

del caso Crimea (2014-2022). 

1.5.2 Objetivos Específicos 

 Analizar el concepto de autodeterminación externa y de secesión de Estados en su 

relación con las limitaciones frente al derecho internacional, a través de las teorías del 

plebiscitarismo y del remedio de la secesión y las teorías realistas de las relaciones 

internacionales.  

 Determinar los vacíos de interpretación y justificación de la secesión frente al derecho 

internacional en caso de violación grave de normas de derecho internacional.  

 Establecer criterios para evidenciar los efectos potenciales a nivel jurídico y político que 

pueden operar en el caso Crimea frente a las obligaciones internacionales dentro un 

Estado democrático, funcional y moderno. 
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1.6 Hipótesis 

Las limitaciones a las acciones secesionistas y a la autodeterminación externa 

favorecen la permanencia de los Estados frente al derecho internacional y atenúan la 

fragmentación estatal que deviene en casos de intervenciones extranjeras o agresiones 

armadas. 

1.7 Enfoque de la investigación 

La investigación será de tipo cualitativo, puesto que a través de la técnica de teoría 

fundamentada se analizarán conceptos como la autodeterminación y la secesión de Estados 

desde las teorías de creación y extinción de Estados que plantea el derecho internacional. 

Asimismo, la descripción y explicación de lo acontecido en Crimea tanto como estudio de 

caso y como fenómeno dentro del derecho internacional y de las relaciones internacionales, 

permitirá comprender que la relación entre la variable “limitaciones a la autodeterminación en 

la secesión de Estados” y aquélla que instituye los “principios fundamentales de protección y 

permanencia de los Estados” frente al derecho internacional, tiene una influencia central 

frente a la noción de seguridad colectiva dentro de los conflictos internacionales. 

Esta noción resulta sumamente importante en el estudio del caso planteado, pues 

será analizada desde las teorías realistas de las relaciones internacionales, mismas que 

permitirán una descripción detallada del fenómeno acaecido en Crimea en torno a tres 

consideraciones fundamentales frente a las acciones secesionistas: i) una visión pesimista 

de la naturaleza humana, caracterizada por el egoísmo y la búsqueda del interés y seguridad 

particulares; ii) una concepción del sistema internacional como anárquico y conflictivo; y, iii) 

una posición estatocéntrica, que considera al Estado como actor esencial de las relaciones 

internacionales y como referente de la seguridad, que aquél tiene que garantizarse a sí mismo 

mediante la acumulación de poder, ejerciéndolo desde un enfoque material y militar. 

1.8 Método de la investigación 

Para cumplir con el objetivo general y los objetivos específicos propuestos para esta 

investigación, la misma utilizará el método teórico bibliográfico a partir de un estudio de caso 

(secesión en Crimea en 2014-2022 y su anexión a Rusia). Asimismo, comprenderá el 

establecimiento de un análisis vehemente sobre el concepto de secesión desde un punto de 

vista diacrónico o cronológico.  

Se intentará, por tanto, analizar el efecto de las acciones secesionistas acaecidas en 

Crimea desde cuestiones que pueden asediar a la propia teoría de la creación y extinción de 

los Estados a la luz del derecho internacional, tomando en consideración perspectivas 

históricas y filosóficas sobre la autodeterminación de los Estados y la relación que existe entre 
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separatismo y nacionalismo derivado de factores culturales o de aproximaciones histórico-

demográficas que los crimeos sientan con respecto a Rusia y que demarquen una cierta 

cercanía hacia dicho país o un distanciamiento provocado por la adhesión cada vez más 

próxima de Ucrania hacia la Unión Europea y los postulados de Occidente. 

1.9 Instrumentos utilizados 

Se hará uso de la revisión documental con el propósito de sustentar la base teórica. 

Entre los documentos esenciales para el desarrollo de una respuesta ante el fenómeno sujeto 

de estudio, se hará hincapié a los hitos de la transformación del pensar científico respecto al 

principio de autodeterminación de los pueblos y su relación con aquellos principios del 

derecho internacional que instituyen un cierto umbral de protección hacia la permanencia e 

integridad de los Estados. Otro factor por considerar será el atestiguamiento en función del 

caso de estudio de la reacción propia que ha tenido en la población de Crimea y en la 

comunidad internacional aquella posibilidad de evaluar ciertas limitaciones a la 

autodeterminación en acciones secesionistas que pudiesen poner en riesgo la unidad 

territorial de los Estados, su soberanía y personalidad jurídica internacional. 

Este análisis, entonces, dará la posibilidad de presentar nuevas pautas que 

revaloricen los aspectos fundamentales de las propiedades teóricas que giran en torno al 

concepto de autodeterminación y secesión de Estados. 

A partir de ese análisis, las fuentes de información que se utilizarán serán de carácter 

secundario, puesto que para comprender mejor las causas de las acciones secesionistas y 

su impacto frente a principios derivados del derecho internacional resulta imprescindible 

acudir a revistas especializadas en materia de relaciones internacionales y negociación de 

conflictos. También se acudirá a libros que detallen las características de la 

autodeterminación externa frente a la secesión de Estados y documentos que puedan dar 

cuenta de cómo la anexión de Crimea a Rusia ha generado cierta fragmentación en el 

derecho internacional y ha puesto a la comunidad internacional a repensar el concepto de 

seguridad colectiva para el aseguramiento de la protección y permanencia de los Estados.  

Este método investigativo derivado del acervo documental frente al caso en mención 

permitirá la revisión de información relevante respecto a los principios fundamentales de 

derecho internacional, como son: la prohibición de la fuerza armada, la igualdad de derechos 

y la no intervención. 

Siendo entonces que esta investigación posee un enfoque cualitativo como ya se ha 

explicado en líneas anteriores, la misma parte de la interpretación y comprensión de 

conceptos como: autodeterminación, integridad territorial de los Estados, secesión, 

efectividad de la separación y legalidad de la fragmentación.  
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Por tanto, la recolección de información que sustente qué efectos podrían tener en el 

caso de estudio de esta investigación las limitaciones a la autodeterminación externa frente 

al derecho internacional al tratar de romper cierta neutralidad frente a acciones secesionistas 

en relación con los principios fundamentales de protección y permanencia de los Estados, 

partirá desde la subjetividad del investigador al interpretar las fuentes bibliográficas 

consultadas, describiendo y explicando los diversos sucesos concatenados dentro de la 

problemática o del fenómeno a ser estudiado. 

De esa manera, se realizará la revisión de documentos y fuentes bibliográficas como 

técnica de recolección de datos. Existe entonces una gran cantidad de documentación 

bibliográfica y documental en torno al tema de la secesión de Estados y también una gran 

cantidad de estudios respecto al impacto de las acciones secesionistas en la integridad 

territorial de los Estados. 

Además, el entramado teórico que deja entrever el concepto de la autodeterminación 

frente a la separación de territorios o de Estados, ha generado la aparición de documentos 

que siguen causando un gran debate jurídico y político, cuya información y aporte servirá para 

demostrar que la legitimidad o ilegitimidad de ésta dependerá de la compatibilidad que exista 

entre la acción secesionista en Crimea con  las  normas  fundamentales  del  derecho  

internacional,  pues  la violación a dichas normas conduciría a una obligación de no reconocer 

dicha acción que impide la consolidación de la situación en el ámbito internacional. 

La técnica que se utilizará para el análisis de los datos recogidos será la de 

categorización según la importancia y pertinencia de la información recolectada desde una 

mirada crítica hacia las principales teorías sobre la legalidad o efectividad de la secesión de 

Estados y sobre las teorías realistas de las relaciones internacionales, pues esto ayudará a 

comprender mejor el alcance de la no obligación en el reconocimiento de acciones 

secesionistas que hayan sido producto de intervenciones extranjeras injustificadas o de 

agresiones armadas. 

Es así como el análisis teórico de las limitaciones a la autodeterminación en la 

secesión de Estados (como variable dependiente del problema de investigación planteado 

para la presente investigación) permitirá comprender que esa presunción sobre la efectividad 

de la secesión resulta cuando menos paradójica dada la posibilidad de proponer la prohibición 

de una reacción ante la violación de una norma o principio de derecho internacional. 
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CAPÍTULO II.  MARCO TEÓRICO - El principio de autodeterminación de los pueblos en 
el derecho internacional 

2.1 El principio de autodeterminación de los pueblos en el derecho internacional 

En el ámbito internacional la naturaleza del derecho a la autodeterminación de los 

pueblos sigue teniendo cuestionamientos. No se plantea tanto el hecho de que este principio 

exista como norma jurídica internacional, sino más bien si puede o no llegar a ser una norma 

imperativa de derecho internacional general como ha sido originalmente concebida.  

De hecho, cuando se habla de autodeterminación de los pueblos, inmediatamente se 

hace referencia al espíritu democrático con el que un colectivo humano se ha organizado 

dentro de las esferas territoriales o demarcación geográfica de un cierto Estado. En efecto, 

esa manera soberana de autoorganización logra determinar su destino político, cultural, 

social, histórico, económico o de cualquier otra índole y avanzar en su composición interna 

(supremacía) y en su representación externa (independencia) dando pasos de absoluta 

libertad. 

Sin embargo, este concepto todavía está inacabado en el sentido de que su 

interpretación podría generar algunos supuestos fácticos. En primer lugar, la 

autodeterminación puede estar vinculada a los deseos que tiene un colectivo humano a 

diferenciarse de otro por criterios de identidad étnica o cultural y, de esa manera, constituir 

su propio estatus político y jurídico dentro de la demarcación geográfica sobre la que se 

asienta. Este supuesto, por tanto, marca el primer cuestionamiento sobre la 

autodeterminación en el contexto internacional: la titularidad del derecho a la libre 

autodeterminación. La doble casuística que se presenta en este primer escenario comprende 

el entendimiento de la autodeterminación desde dos vertientes: una en la que el pueblo ya se 

ha organizado dentro de la jurisdicción de un cierto Estado y, otra, en la que exista un pueblo 

sin reconocimiento en la vida jurídica internacional o cuya existencia esté predeterminada a 

la no pertenencia a ningún Estado (Pereira Castañares, 2013).  

Frente a estas dos vertientes, ciertos autores (Mariño, 2005) sostienen que el ejercicio 

de la autodeterminación hacia el exterior se muestra como una forma de protección frente a 

terceros poderes –entendiéndose los ejercidos por otros Estados–, lo que implica su 

relacionamiento con el principio de no intervención en los asuntos internos del Estado de que 

se trate. En el ámbito interno, ese ejercicio se desenvuelve en la organización del pueblo 

como colectivo representado frente a su propio gobierno o régimen político2. Asimismo, el 

 
2 Veáse. MARIÑO, Fernando (2005). Derecho Internacional Público: Parte General, 4ª ed., Madrid: 
Trotta, p. 83. En dicha obra, el profesor español menciona que la autodeterminación “implicaría el 
derecho subjetivo internacional de pueblo del Estado a liberarse de la concreta opresión ilícita que 
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derecho a la autodeterminación supone la capacidad que tienen los colectivos sociales dentro 

de una determinada fracción geográfica de tomar decisiones sobre su progreso o destino, lo 

que está vinculado estrechamente con el principio de las nacionalidades respecto del cual los 

pueblos pueden tomar las riendas sobre su propio devenir social y cultural marcado por 

ideales construidos bajo un mismo sentido de identidad. 

No obstante, la aplicación del principio de autodeterminación de los pueblos no puede 

contemplarse como una cuestión de aplicabilidad específica o temporal, sino más bien a un 

proceso bajo el cual un determinado colectivo social busca decidir sobre su futuro político 

desde una perspectiva democrática y manifestándose de manera libre y sin ninguna injerencia 

(Herrero Sanz, 2021). Esa condición benigna de la autodeterminación bajo la mirada del 

derecho internacional debe responder a cuatro elementos: territorio, población, organización 

política y capacidad para mantener relaciones internacionales (ibid., 2021).  

En segundo lugar, la dimensión interna de la autodeterminación sugiere que un grupo 

de personas dentro de una determinada demarcación geográfica puede autogobernarse libre 

de cualquier injerencia u opresión externa, participando de esa manera en la vida política y 

democrática del Estado que los tutela bajo su jurisdicción, haciendo que ese reconocimiento 

entre gobierno, Estado y ciudadanos sea consentido y legítimo (López-Jacoiste Díaz, 2019).  

En tercer lugar, la autodeterminación está estrechamente ligada a la soberanía de los 

Estados y, por ende, la prohibición de cualquier forma de colonialismo marca la consolidación 

de su dimensión externa. En efecto, esa dimensión externa se manifiesta en el derecho que 

podría tener una minoría, colectivo o grupo humano para definir su estatus político, pero tal 

derecho debe recrearse desde la relación que ese grupo pueda fomentar o mantener con el 

resto de los colectivos humanos dentro de la Comunidad Internacional (Koskenniemi, 1994). 

Básicamente, entonces, la aplicación de esa dimensión externa se activaría únicamente si se 

lograse demostrar que ciertas minorías o colectivos no pueden ejercer internamente su 

derecho de representación dentro de un Estado o en sus instituciones, o si sobre ellos pesare 

una sistemática violación de derechos humanos o represión que les impida el acceso a 

servicios, derechos o cualquier otra forma de progreso social o de identidad histórica, política 

o cultural. Activar esta dimensión sin justificar quién es el legítimo titular de la aplicación de 

este principio podría generar que se adopte un uso desproporcional del mismo en el ámbito 

 
sobre él ejerce su propio gobierno. Se formularía en términos de derecho a la rebelión ante un poder 
tiránico. En el supuesto de un pueblo sin Estado, las dificultades para categorizar jurídicamente el 
sujeto son mucho mayores, dado que la personificación jurídica internacional de un pueblo en estas 
condiciones pondría en cuestión la legitimidad y la legalidad del orden político y jurídico territorial 
existente”. 
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del derecho internacional, generando así un espectro muchas veces nacionalista y excluyente 

(Pérez González, 2007). 

Es así como la autodeterminación lleva implícita ciertos sujetos activos que componen 

su titularidad. En muchas ocasiones, los vocablos “pueblo” o “colectivo” se usan 

indistintamente para mencionar la inequívoca expresión que emana de este derecho: el 

desarrollo de las colectividades y la libre elección de su destino. En efecto, cuando se habla 

de la autodeterminación frente al derecho internacional se alude, indiscutiblemente, al 

derecho colectivo de minorías insatisfechas que no se sienten representadas bajo el umbral 

de un cierto Estado por una persistente marginación, subyugación o discriminación que 

impide su cabal desarrollo dentro del tejido social.  

Sin embargo, esa máxima de la titularidad de la autodeterminación frente al derecho 

internacional también encuentra posturas contrarias. Ciertos autores (Pérez Royo, 1998) 

describen al colectivismo social de la autodeterminación como una aberración de tinte político 

que puede degenerar en fraccionamientos absurdos, incluso nacionalismos extremos. La 

suma de individuos en una cierta sociedad o en un determinado Estado no puede ser la 

definición categórica, según esta corriente, para pretender recrear una analogía entre 

autonomía y anarquía, o peor aún, entre autodeterminación y pluralismo.  

Esa corriente de fuente liberal genera una antítesis con aquella que sostiene que la 

autodeterminación (Walzer, 1997) debe asegurar una especie de integración política. Los 

individuos socialmente representados en minorías excluibles o marginadas pueden formular 

demandas de reconocimiento con el objetivo de restablecer aquella igualdad que les ha sido 

desmerecida. Asimismo, pueden eliminar la vulnerabilidad que provoca su exclusión dentro 

del tejido social, puesto que el ejercicio de la autodeterminación supondrá alcanzar la 

reivindicación de aquellos derechos fundamentales que se ha creído que solamente son de 

titularidad individual, lo que ha restado a estas minorías de personalidad jurídica (Mouffe, 

1996). 

Esos antagonismos entre la titularidad individual y colectiva de la autodeterminación 

han dado lugar a diversas teorías sobre las que se asientan las innumerables discusiones en 

torno a la legitimidad de la secesión de Estados o fraccionamiento de grupos humanos 

establecidos en tal o cual territorio. Ciertamente, «nada puede oponerse a las razones 

pragmáticas temerosas de la aplicación del derecho de secesión. Pero ello no quiere decir 

que exista una legitimidad moral para este derecho, condicionada por datos empíricos» (De 

Blas Guerrero, 1984. p. 76).  

Esta continua confrontación de ideas se genera, entre otras cosas, por la especial 

conflictividad que en torno a la autodeterminación pueden traer los nacionalismos (sobre todo 
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aquellos de índole étnico-antropológico o histórico-cultural). Una primera aproximación 

teórica, sugiere que pueden existir grupos humanos asentados en el territorio de un 

determinado Estado en búsqueda de una identidad nacional diferenciada. Esto supone la 

posibilidad de que la acción de autodeterminación puede estar ligada a deseos de 

autosostenibilidad y desarrollo que, marcados por fuertes sentimientos nacionalistas pueden 

recrear la idea de un posicionamiento del pasado cultural e histórico idílico sobre el cual se 

ha de construir el presente.  

Evidentemente, bajo esta teoría se pueden encontrar connotaciones en las que el 

espíritu solidario y libre por parte de una cierta minoría social para alcanzar su desarrollo, se 

justificaría en la visión que ésta pueda tener respecto al Estado que la contiene en su seno. 

La minoría social trata de autodeterminarse y de separarse de ese Estado al que considera 

como opresivamente dominador y por ello, paulatinamente, nace ese sentimiento de romper 

con ese yugo de sometimiento.  

En efecto, bajo esta mirada teórica, la idea de autodeterminación se ve constreñida al 

uso de los pueblos que se ven sometidos a un Estado pretendidamente opresivo contra el 

cual deben luchar. Sin embargo, en escenarios de colonización esto puede suponer una 

realidad aplicativa en cuanto se busca propiciar la libertad y el desarrollo de los pueblos, pero 

en contextos en los que no prima el efecto colonizador, dicha versión de autodeterminación 

puede degenerar en nacionalismos radicales en la que los grupos humanos empezarán a 

querer dotar a sus clanes de una identidad nacional en la que la rememoración del pasado 

subvierte la existencia del presente y doblega la supervivencia misma de los Estados (Ruiz 

Rodríguez, 1998). 

A tal radicalismo es a lo que se oponen las posturas de corte individualista y liberal, 

cuando ciertos autores (Pérez Royo, 1998) afirman que la autodeterminación vista en clave 

de derecho colectivo es un total disparate y constituye la antesala de la barbarie. Empero, 

tales posturas olvidan que la afirmación colectivista dentro de la autodeterminación encuentra 

asidero en el hecho de que, si solamente el interés individual se manifestara en el deseo de 

los pueblos por desarrollarse, entonces ciertos derechos no se verían totalmente protegidos 

y se corre el riesgo de que su titularidad sea solamente atribuible a título individual. En ese 

sentido, hace falta también colocar a la nación frente al individuo y buscar así una cierta dosis 

de uniformidad. 

Esta segunda apreciación teórica –la de la uniformidad en la autodeterminación– 

encuentra dos puntos o factores clave dentro del derecho internacional. Por un lado, dentro 

de la autodeterminación entra en juego la posibilidad de que los sujetos colectivos que quieren 

manifestarse al interno o separarse como fracción dentro de un Estado hacia lo externo, lo 
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hagan con la posibilidad de adquirir o de estar embestidos de personalidad jurídica, siempre 

que esto cumpla con los requisitos establecidos por el propio ordenamiento jurídico (Escudero 

Alday, 2001). 

Por otro lado, la uniformidad de la autodeterminación encuentra un segundo factor de 

importancia para el derecho internacional. Este tiene que ver con la existencia del sujeto 

colectivo y su representación o capacidad jurídica, puesto que, desde el entendimiento mismo 

de la voluntad colectiva, se ha de decir que ésta únicamente existe como la suma de 

voluntades individuales que se expresan de forma individual (ibid., 2001). Así entonces, la 

adquisición o no de la personalidad jurídica de las minorías sociales deja entrever una 

problemática de interpretación en el derecho internacional a la que se suma el conflicto que 

esto puede suscitar entre poblaciones o grupos humanos secesionistas y no secesionistas, 

producto del influjo social de los nacionalismos.  

En el caso que nos ocupa (anexión de Crimea a la Federación Rusa), esta complejidad 

viene marcada por el hecho de que, ante la permanente confrontación entre poblaciones 

secesionistas y no secesionistas en Ucrania, se suscitan poblaciones «atrapadas» bajo las 

expresiones nacionalistas. Ambas, «reivindican su derecho a ocupar la zona; unos 

fundamentándolo en que la mayor parte de la población desea el statu quo y otros que tanto 

histórica como geográficamente [alertan que su territorio tiene más conexiones con Rusia]» 

(Ruiz Rodríguez, 1998. p. 40). 

Dicha pluralidad cultural en Ucrania viene caracterizada por la composición 

multicultural que se asienta en su territorio. Así, «el sur y el este, zonas que 

predominantemente hablan el ruso, están pobladas por rusos, ucranianos, tártaros, griegos, 

rumanos y otras nacionalidades de la antigua URSS. El oeste y el centro son más 

homogéneos, ucranianos, aunque se encuentran minorías como la polaca, rutena, húngara, 

rumana y gitana» (Chauvier, 2019. p. 6). Concomitantemente, esa pluralidad marca una 

tercera apreciación teórica de la autodeterminación y es la que tiene que ver con la naturaleza 

cambiante de los nacionalismos.  

Estos nacionalismos, a veces extremos y otras veces endebles, pueden crear una 

ficción entre lo que se puede denominar «la relación secular entre dos o más pueblos». En 

Crimea y Sebastopol, por ejemplo, «la población rusa se siente dueña de la península a 

despecho de la soberanía nominal de Kiev» (Calabuig, 2019. p. 43) y esto genera que la 

soberanía respecto de estos territorios quede todavía en duda y sin una interpretación 

detallada por parte del derecho internacional. 

Bajo estas modulaciones teóricas, entonces, existen «tres legitimidades sin resolverse 

todavía: la legitimidad jurídica de los ucranianos, la legitimidad demográfica de los rusos y la 
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legitimidad histórica de los tártaros» (ibid., p. 48). Esas legitimades, o mejor dicho esas 

«ficciones jurídicas y políticas» quedan cubiertas bajo un velo en el cual los grupos humanos 

minoritarios dentro de un determinado Estado terminan por asimilarse como «pueblos» en 

una especie de indeterminación no solamente del vocablo, sino también de la aplicación 

práctica que tiene dentro de la Comunidad Internacional, puesto que el derecho internacional 

parece haber invertido las apreciaciones teóricas de la autodeterminación. 

Inclusive, el colectivismo por el que aboga el derecho internacional en cuanto a la 

autodeterminación queda un tanto rezagado en tanto se cambia la titularidad de los sujetos 

que sostienen su afán de ser autónomos. La titularidad cambia por completo al sostenerse 

que: 

«el derecho de autodeterminación solo lo poseen las colonias o territorios no autónomos 

que lo ejercen en la liberación colonial y, una vez obtenida esta, el derecho de 

autodeterminación cambia de naturaleza y, de ser un derecho de los pueblos, se convierte 

en un derecho del Estado ya constituido al mantenimiento de su integridad territorial, la 

cual es declarada absolutamente inviolable» (De Obieta Chalbaud, 1998. p. 48). 

De allí que, indiscutiblemente, el vocablo «pueblo» debe ser interpretado a la luz del 

derecho internacional mediante la configuración de ciertos elementos que son condición sine 

qua non para que la expresión de un grupo humano o minoría social pueda ser considerada 

como tal. Así, se entiende que la expresión «pueblo» en el derecho internacional «se predica 

sobre una población de una misma etnia condensada en una zona geográfica determinada y 

con convicciones políticas unificadas y diferentes al resto de la población de un mismo 

Estado» (Herrero Sanz, 2021. p. 20). 

Indudablemente, la disolución de la Unión Soviética y las subsiguientes secesiones 

de sus repúblicas tienen sus raíces en las tensiones entre la ideología marxista-leninista y el 

derecho a la autodeterminación nacional, con lo cual el argumento Ruso de que la anexión 

de Crimea se da por factores étnicos e históricos podría disolverse.  

La debilidad en el discurso puede reflejarse en que, aunque el marxismo clásico se 

oponía a la idea de naciones independientes, Lenin y los bolcheviques, ante la realidad 

histórica, reconocieron el derecho de los pueblos a la autodeterminación, incluso a la 

secesión. 

Sin embargo, esta postura era ambivalente. Por un lado, se buscaba la unidad de las 

clases trabajadoras y la creación de grandes Estados. Por otro, se reconocía el derecho de 

los pueblos a decidir su propio destino. Esta tensión se reflejó en la creación de la URSS, un 

estado federal que, en teoría, respetaba la autonomía de las repúblicas, pero que en la 

práctica estaba fuertemente centralizado (Miklasová, 2024). 
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La caída de la Unión Soviética demostró que las tensiones internas, basadas en 

diferencias nacionales y en la contradicción entre centralización y autonomía, eran demasiado 

profundas para ser contenidas. El reconocimiento del derecho a la autodeterminación, 

aunque inicialmente fue una herramienta para consolidar el poder bolchevique, finalmente 

condujo a la desintegración del imperio soviético. 

La Unión Soviética, a pesar de haber rechazado inicialmente el federalismo, lo adoptó 

después de la revolución. Este sistema, que permite la unión de diferentes naciones bajo un 

gobierno central, fue presentado como una etapa previa a una unidad aún mayor entre los 

trabajadores de todos los países. Sin embargo, este federalismo era más aparente que real. 

Aunque las repúblicas soviéticas tenían cierta autonomía y el derecho a separarse, en la 

práctica, el poder estaba altamente centralizado en el Partido Comunista. Las repúblicas solo 

podían tomar decisiones dentro de los límites establecidos por el gobierno central (Hilpold, 

2015). 

Con el tiempo, y especialmente con las políticas de Glasnost y Perestroika, esta 

estructura centralizada comenzó a debilitarse. Las repúblicas, que antes estaban sujetas al 

control del gobierno central, comenzaron a exigir más autonomía. Este proceso culminó con 

la disolución de la Unión Soviética en 1991, cuando las repúblicas declararon su 

independencia. 

Inclusive, desde un punto de vista histórico, si bien es cierto que el legado Imperial 

Ruso y la Centralización marcan multietnicidad y autocracia desde el siglo XVIII, no es menos 

cierto que «el Imperio ruso era un conglomerado de diversas nacionalidades bajo un régimen 

autocrático. La idea de autodeterminación era ajena a la ideología oficial, y las nacionalidades 

estaban subordinadas a la cultura y política rusas, todo lo contrario a un proceso de 

autodeterminación real que aparentemente en la actualidad Rusia pretende defender» 

(Heinsch, 2015. p. 342). 

Por otra parte, las políticas de Rusificación a lo largo del siglo XIX y principios del XX, 

no sólo que se intensificaron, sino que buscaban homogeneizar al Imperio tanto en lo cultural, 

como lingüísticamente. Esto generó resentimiento y movimientos nacionalistas en las 

periferias. 

Con la Revolución Bolchevique, aparece el dilema de la autodeterminación que poco 

a poco tomó forma de promesa, puesto que fue la Revolución de Octubre de 1917 la que 

prometió el derecho de autodeterminación para todos los pueblos, incluyendo la secesión. 

Lenin defendía la idea de que los trabajadores de todas las naciones se unirían en la lucha 

por el socialismo. Sin embargo, en la práctica, la Unión Soviética se convirtió en un estado 

altamente centralizado, donde las repúblicas soviéticas tenían una autonomía limitada. La 
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idea de la revolución mundial y la necesidad de un frente unido contra el capitalismo 

justificaron esta centralización (Miklasová, 2024). 

Posteriormente y bajo el liderazgo de Stalin, las políticas de rusificación se 

intensificaron aún más, y las repúblicas soviéticas se convirtieron en simples unidades 

administrativas. Las purgas y deportaciones masivas de minorías étnicas socavaron aún más 

la confianza en el régimen soviético. 

Con la muerte de Stalin y el ascenso de Krushchev, se inició un período de relativa 

liberalización conocido como la “desestalinización”. Se reconoció públicamente el carácter 

genocida de algunas políticas de Stalin y se prometió una mayor autonomía para las 

repúblicas soviéticas. Sin embargo, la desestalinización no significó un abandono del modelo 

centralizado. La autonomía de las repúblicas seguía siendo limitada, y el Partido Comunista 

conservaba el control absoluto del poder. 

Durante el período de Brezhnev, la economía soviética entró en una fase de 

estancamiento, lo que agravó las tensiones nacionales. Los movimientos nacionalistas se 

fortalecieron en las repúblicas bálticas y en Ucrania. 

La llegada de Gorbachov al poder y sus políticas de perestroika y glasnost intentaron 

reformar el sistema soviético, pero estos cambios solo aceleraron el proceso de 

desintegración. 

La disolución de la Unión Soviética en 1991 fue en gran medida pacífica, pero dejó 

una serie de conflictos latentes, especialmente en las regiones donde vivían minorías rusas. 

La aparición de nuevos estados independientes generó una serie de conflictos étnicos y 

territoriales, como los que se produjeron en Transnistria, Abjasia y Osetia del Sur (Natoli, 

2010). 

Esto lleva a preguntarse lo siguiente: ¿la autodeterminación supone el ejercicio de 

independencia o expresión de autonomía de aquellos pueblos que se desprenden del efecto 

colonizador para crear un Estado naciente o también supone la legitimación de la 

fragmentación de un Estado predecesor para generar otro sucesor? ¿Gozan todos los 

pueblos de la facultad de autogobierno o solamente el Estado central? ¿Pueden los 

nacionalismos generar facultades de autogobierno y control dentro de un Estado o fomentar 

la secesión aun mediante la utilización de medios violentos? 

Para responder a estas consideraciones es necesario conocer el origen del concepto 

de autodeterminación en el derecho internacional. Los siguientes apartados ayudarán al 

lector a entender que el derecho internacional no ha logrado todavía dirimir ese conflicto 

existente entre la expresión individual y colectiva del afán de autodeterminarse. Tampoco ha 
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fijado parámetros claros para los casos en que un determinado pueblo o grupo humano desee 

separarse por completo de un Estado ya reconocido por la Comunidad Internacional o en los 

casos en que ciertos pueblos o grupos humanos deseen generar competencias de 

autogobierno y control político por fuera del centralismo de Estados ya reconocidos. 

2.1.1 Origen del principio de autodeterminación de los pueblos 

El principio de autodeterminación tiene su arranque en los prolegómenos de la historia 

a partir del siglo XIV en que las tierras descubiertas en América, según las propias palabras 

de Francisco de Vittoria, le pertenecían «en justo título, a sus propios naturales. 

Consecuencia de ello era el derecho de los aborígenes a disponer por sí mismos de su propio 

territorio y de su gobierno. Esto es el principio de autodeterminación» (De Vittoria, Francisco: 

citado por Moreno Quintana, 1963. p.141). 

Este pensamiento del clásico internacionalista español del siglo XIV lleva implícita la 

idea de que la autodeterminación se ejerce sobre una porción de territorio a la cual se le 

atribuye una cierta dominación y, sobre la cual, existe una plena disposición de uso y goce. 

Esa plena disposición se expresa a lo externo en forma de independencia y se manifiesta en 

la composición con la que sus miembros ejercen el control político. Así, a través de un poder 

constituyente, componen la parte orgánica del tejido social mediante la cual de manera 

soberana forman un gobierno. 

Ya para 1776, la independencia de los Estados Unidos de Norteamérica acarrearía 

una serie de lecciones en torno a la autodeterminación, sobre todo en lo que tiene que ver 

con el derecho a buscar el propio desarrollo y a reformular el porvenir de los pueblos hasta 

que éstos gocen de permanente libertad. Algunos autores (De Obieta Chalbaud, 1998) 

sostienen que, en los albores de dicha independencia, los próceres de esta sostuvieron en 

su declaración que «tenemos por evidentes estas verdades: que todos los hombres […] están 

dotados por su Creador de ciertos derechos inalienables; […] que siempre que una forma de 

gobierno se haga destructiva de estos principios, el pueblo tiene derecho a reformarla o 

abolirla, e instituir un nuevo gobierno» (ibid., p. 132). 

Otro de los hitos históricos importantes para la consolidación del principio de 

autodeterminación y su posterior conceptualización fue la independencia de las colonias 

españolas en América en el siglo XIX. Este efecto descolonizador que emergió en la América 

hispánica y que marcó la influencia de los publicistas y juristas internacionalistas de la época, 

propugnó la aparición a la par de otro principio en la Europa de las Revoluciones. El ocaso 
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de las monarquías absolutas y el nacimiento de nuevas democracias trajo consigo la 

consolidación del denominado  «principio de las nacionalidades»3.  

El relacionamiento de este principio con el de autodeterminación se da «en la medida 

en que este último es el instrumento para conseguir los efectos que se buscan con el primero: 

si existe una nacionalidad que no constituye Estado, tiene derecho a hacerlo a través del 

ejercicio del derecho a la libre determinación» (Forno, 2003. p. 92). 

Ya en el Congreso de Londres de 1896, obreros y sindicatos de los Partidos 

Socialistas también recogieron el principio de autodeterminación como una postura frente a 

la cual los grupos humanos podían desprenderse de cualquier tipo de absolutismo. Este 

derecho apostaba entonces al desarrollo colectivo y empezaba por provocar la expansión de 

los nacionalismos; unos de carácter integrador y, otros, de corte desintegrador.  

La instrumentalización de la autodeterminación queda reseñada, entonces, en la 

declaración de dicho Congreso que señala que «está a favor del derecho completo a la 

autodeterminación de todas las naciones y expresa sus simpatías a todos los obreros de todo 

país que sufra actualmente bajo el yugo de un absolutismo militar, nacional o de otro género» 

(Lenin, 1970. p. 65). 

Si bien en esta época ya se empezaba a esbozar los primeros indicios de una doctrina 

a favor de la autodeterminación de los pueblos, no es menos cierto que los aportes de los 

publicistas europeos y la influencia del derecho americano de las naciones que se 

descolonizaron también introdujeron un cambio en la visión jurídica de este principio. Dicho 

cambio trastrocó las filigranas de lo jurídico y vertió una aproximación más política a la 

conceptualización de la autodeterminación. 

La preeminencia del derecho de autodeterminación quedó desplazada por la 

integridad territorial de los Estados ya consolidados. Esta especie de salvaguarda estaba 

ligada a la recomposición del mapa político europeo y a la aparición de las nuevas guerras 

de influencia hegemónica y de categorización de ciertos Estados como potencias mundiales. 

La imposición del realismo político, entonces, generó el génesis de la Primera Guerra 

Mundial. Un nuevo orden mundial se instauraba y con éste, la idea primigenia del derecho de 

autodeterminación perdía valor. 

 
3 Este principio engloba la idea de que, a toda composición o conformación humana, concebida 

en la forma de nación (por encontrarse elementos étnico-antropológicos y definitorios comunes como 
la lengua, la cultura, las costumbres y tradiciones, la historia, etc.) debe sucederle o corresponderle un 
Estado. Aquí ya se ve también la idea de la titularidad de la autodeterminación que viene precedida 
por el afán de los pueblos de lograr su desarrollo e independencia, pero con la connotación de que una 
vez que éstos se asientan en un nuevo Estado naciente, lo que debe prevalecer es la supervivencia 
de ese Estado. 
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Poco a poco, la idea de la autodeterminación de los pueblos como imperativo 

categórico de acción en favor del desarrollo y la autosostenibilidad, se reactivó. Los catorce 

puntos del Presidente de Estados Unidos, Woodrow Wilson, constituyeron el inicio de una 

corriente que se inclinaba hacia el respeto igualitario de los Estados y su soberanía, lo que 

incluía el respeto a la autodeterminación de sus pueblos. Sin embargo, este postulado no 

lograba todavía su maximización general dentro del derecho internacional e hizo que la Liga 

de las Naciones tratara de darle un valor convencional, mismo que se resume en el hecho de 

que: 

«El principio de autodeterminación había adquirido carácter de norma convencional 

del Derecho Internacional y fue reconocido indirectamente en el año 1920 por la 

Comisión de Juristas del Consejo de la Liga de Naciones […]. Aunque el principio de 

la autodeterminación de los pueblos –se dice en el informe de esta Comisión– ocupa 

un lugar importante en el pensamiento post-bélico, es necesario hacer constar que los 

Estatutos de la Liga de las Naciones no hacen la menor mención a dicho principio. El 

reconocimiento de este principio en determinados tratados internacionales está muy 

lejos de ser suficiente para considerarlo como una regla positiva del Derecho 

Internacional» (Starushenko, 1960. p. 176). 

Es por esa misma razón que la Sociedad de Naciones quiso incorporar este principio 

dentro del Pacto de su composición como organización internacional, pero lo hizo desde una 

interpretación con tinte más político que jurídico, buscando justificar un supuesto equilibrio 

entre la autodeterminación y el principio de integridad territorial de los Estados. Tal propuesta 

de incorporación no trascendió, pues no todos los Estados estuvieron de acuerdo.  

La causa de tal divergencia fue el desafuero que provocaría el intento de incorporar 

en el Pacto de la Sociedad de Naciones una especie de prerrogativa, misma que en contrario 

sensu a la autodeterminación de los pueblos terminaría en ser considerada un sacrilegio. Esta 

consistía en algo que los países considerados más desarrollados denominaron «la misión 

sagrada de la civilización»4 mediante la cual se les confiaba a éstos, supuestamente, el 

bienestar, tutela y desarrollo de los pueblos menos desarrollados o considerados inferiores. 

Obviamente, este supuesto categórico era totalmente opuesto al principio de 

autodeterminación que el derecho internacional público desarrollaría más adelante (López, 

2017). 

 
4 La denominada «misión sagrada de la civilización» estaba recogida en el proyecto del Pacto 

de la Sociedad de Naciones, cuyo Art. 22 disponía que “el bienestar y desarrollo de esos pueblos 
constituye una misión sagrada de civilización […] El mejor método para realizar prácticamente este 
principio consiste en confiar la tutela de esos pueblos a las naciones más adelantadas”.     
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2.1.2 Evolución del principio de autodeterminación de los pueblos en el derecho 
internacional 

Quizá el antecedente más remoto sobre la influencia del derecho internacional en el 

aparecimiento de la autodeterminación como principio lo encontramos, a todas luces, en el 

diferendo arbitral que fue sometido a la Sociedad de Naciones para que ésta resolviese la 

disputa acaecida entre Suecia y Finlandia respecto de la posesión sobre las Islas Åland.  

Este territorio que en principio le pertenecía a Finlandia, sufrió un intento secesionista 

debido a que gran parte de la población asentada sobre esa jurisdicción era en su origen o 

genealogía étnica, sueca. De hecho, «los habitantes de las islas, a través de sus 

representantes locales, solicitaron unirse al Reino de Suecia, a lo que Finlandia se negó 

alegando su soberanía sobre las islas. Ante las tensiones entre los dos Estados, el gobierno 

británico planteó el problema ante el Consejo de la Sociedad de Naciones en 1920» (ibid., 

supra, 2017).    

De manera clara la tensión no solamente era entre dos Estados (Suecia y Finlandia), 

sino también entre el enredo jurídico-político de dos principios cruzados entre sí: la 

autodeterminación de los pueblos y el respeto a la integridad territorial de los Estados. La 

falta de positivación del principio de autodeterminación en el ordenamiento jurídico 

internacional generaba indeterminación en su aplicabilidad, por lo que la supervivencia de los 

Estados y su manifestación soberana era lo que debía primar. 

Previo a la resolución por parte del Consejo de la Sociedad de Naciones en el 

diferendo arbitral por la posesión de las islas Åland, dicho organismo recurrió al análisis y 

consulta legal de la Comisión de Juristas. Dicha Comisión arguyó que el principio de 

autodeterminación era inaplicable en dicha disputa territorial, dado que no había una 

positivación y reconocimiento de éste como norma categórica dentro del derecho 

internacional. 

El análisis de la Comisión, sin embargo, sí contempló la sugerencia de que se debía 

brindar protección a las minorías dentro de la demarcación geográfica de las islas y debía 

respetarse, por ende, su integridad territorial para la conservación genealógica y étnica de los 

grupos humanos asentados en dicho lugar. Este fue un primer intento en el que la 

autodeterminación trataba de imponerse en un contexto no de colonización, sino más bien de 

fragmentación de una parte del territorio de un Estado preexistente. Para evitar tal 

fragmentación, Finlandia terminó concediendo un cierto nivel de autonomía a las islas, 

dotándoles de la posibilidad de autogobierno y de la adopción de un Parlamento (López, 

2017). 
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Esta encrucijada entre la autodeterminación y la integridad territorial de los Estados 

marcó las pautas hacia la necesidad de un reconocimiento de la autodeterminación como 

principio dentro del derecho internacional. La base de esa necesidad fue la visión de la 

Comisión de Juristas –resaltada por varios autores– que contemplaba el hecho de que: 

«Aunque el principio de que los pueblos deban poder disponer de sí mismos ocupe 

un lugar importante en el pensamiento político moderno, sobre todo después de la 

guerra mundial, conviene hacer notar que no se encuentra inscrito en el pacto de la 

Sociedad de Naciones. Y la consagración de este principio en cierto número de 

tratados internacionales no puede bastar para hacerlo considerar como una de las 

reglas positivas del derecho de gentes» (González Campos; Sánchez Rodríguez et. 

al., 1998. p. 757).    

Ese primer intento entonces por esbozar a la libre autodeterminación de los pueblos 

como principio, se la puede observar en la Carta de las Naciones Unidas de 1945. De hecho, 

dicho tratado en los Arts. 1.2 y 555 proclama a la autodeterminación como uno de los 

propósitos que la Organización de Naciones Unidas debía alcanzar a proteger, pero su 

positivación dentro del ordenamiento jurídico internacional estuvo enfocada hacia garantizar 

el propósito de los efectos descolonizadores más que a generar previsiones sobre acciones 

separatistas en Estados ya existentes (Herrero Sanz, 2021).  

El vacío de interpretación legal existente en la Carta de Naciones Unidas de 1945 

marca una serie de cuestionamientos en la que ciertos autores (Shipley, 2018) recalcan que 

las relaciones amistosas que pretendía dicho instrumento con la incorporación de la 

autodeterminación, estaba más enfocado al fomento de relaciones entre Estados coloniales 

y territorios coloniales que a una suerte de protección misma de los Estados frente a acciones 

secesionistas, lo que tampoco incluyó en manera alguna disposiciones respecto a la 

salvaguardia de los derechos de las minorías asentadas en territorios de Estados ya 

existentes. Nuevamente se impone en el orden mundial la prevalencia de la integridad de los 

Estados sobre la autodeterminación, pero tal prevalencia legitimaba incluso que las potencias 

 
5 Veáse. Carta de las Naciones Unidad (1945), San Francisco, disponible en:   

https://www.oas.org/36ag/espanol/doc_referencia/carta_nu.pdf. El Art. 1.2 menciona que “los 
propósitos de las Naciones Unidas son: […] fomentar entre las naciones relaciones de amistad basadas 
en el respeto al principio de la igualdad de derechos y al de la libre determinación de los pueblos, y 
tomar otras medidas adecuadas para fortalecer la paz universal”, mientras que el Art. 55dispone que 
“con el propósito de crear las condiciones de estabilidad y bienestar necesarias para las relaciones 
pacíficas y amistosas entre las naciones, basadas en el respeto al principio de la igualdad de derechos 
y al de la libre determinación de los pueblos, la Organización promoverá […] el respeto universal a los 
derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, 
sexo, idioma o religión, y la efectividad de tales derechos y libertades”.  
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coloniales podían seguir ampliando su margen de dominación siempre que garantizaran de 

manera gradual el bienestar de los grupos humanos asentados en su territorio. 

Esto explica por qué «los reclamos de independencia de colonias africanas y asiáticas, 

bajo dominio de países europeos, que subsiguieron en los años posteriores a la fundación de 

la ONU no encontraron un encaje legal en el sistema de derecho internacional de la época 

que sirviera de sustento y congruencia» (Herrero, Sanz, 2021. p. 12). 

Esta indeterminación jurídica y política de la autodeterminación fue abriendo campo a 

la aplicación de una estrategia geopolítica conocida como la «ampliación de fronteras» o 

«creeping annexation» bajo la cual ciertos Estados empiezan a desdibujar las demarcaciones 

originales de las fronteras de otros Estados (reconocidas internacionalmente), con el objetivo 

de poner gradualmente nuevas zonas bajo su dominio o control. Evidentemente, los factores 

determinantes en este juego geopolítico son: en primer lugar, las situaciones en las que el 

poder es fuertemente asimétrico; y, en segundo lugar, la naturaleza gradual de dominación 

que genera divisiones incluso dentro de las comunidades, causando así trastornos 

económicos y sociales (Rosière y Reece, 2012).  

De ese juego geopolítico, entonces, el orden mundial recreó en el campo de las 

relaciones internacionales una asimetría bajo la cual los territorios colonizados o no 

autónomos dependían de los compromisos que mantenían los Estados independientes para 

con estos. La autodeterminación parecía más bien una concesión ligada a la interacción entre 

Estados y al respeto a su integridad territorial, misma que guardaba absoluto silencio respecto 

a la subyugación o dominio extranjero sobre grupos humanos asentados en territorios 

colonizados. 

Ese vacío jurídico instó a la ONU a que reivindicara a la autodeterminación como un 

principio de derecho internacional que debía desarrollarse en contraposición al colonialismo. 

Sin embargo, parecería que tal contraposición marcaría la ruta para enfocar la separación de 

Estados, siempre que el territorio que desea separarse cuente con el consentimiento del 

Estado matriz y tal fragmentación no sea desarrollada por medios violentos.  

Cabe entonces preguntarse si el principio de autodeterminación ¿propende a 

defender el desarrollo libre de los pueblos o defiende más bien la integridad territorial de los 

Estados permitiendo que pueda existir separación de territorios, siempre que el Estado matriz 

esté conforme con ello? He allí la paradoja de este principio que se creía que nació en contra 

del colonialismo y que, al parecer, más bien sostenía un efecto táctico de dominación y 

salvaguarda de la existencia de los propios Estados. 

Ante esa falta de claridad, la Conferencia de Bandung de 1955 empezó por poner en 

el debate internacional al principio de autodeterminación no desde una posición estado-
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centrista, sino más bien desde un enfoque basado en el desarrollo de los pueblos, pero al no 

haber hecho ninguna distinción entre separación y secesión de Estados, prácticamente la 

relación del Estado matriz frente a los territorios considerados como no autónomos quedaba 

aún más indeterminada. 

Esa indeterminación llevó a que, por ejemplo, la Resolución 375 (IV)6 de la Asamblea 

General de las Naciones Unidas no incluyera nada respecto a la situación de los territorios 

no autónomos en la discusión que se hizo en 1949 respecto del Proyecto de Declaración y 

Deberes de los Estados preparado por la Comisión de Derecho Internacional de la ONU.  

La única consideración que se desprende de dicha Resolución es aquella que se 

recoge en el Art. 1 cuando menciona el derecho de los Estados a su independencia, y, en el 

Art. 9 cuando hace alusión a los deberes de los Estados de abstenerse de recurrir a la 

amenaza o al uso abusivo de la fuerza contra la integridad territorial o contra la independencia 

de otro Estado. Esto, consecuentemente, marca un primer hito –aunque no completamente 

abarcador de lo que se debe entender por separación y secesión de Estados– para pensar 

que cualquier tipo de fraccionamiento en la jurisdicción territorial de un Estado debe partir de 

un consenso legal y legítimo en que la fracción territorial que se fragmenta (fracción territorial 

sucesora) debe contar con el consentimiento de la fracción territorial restante (fracción 

predecesora).  

De allí que la pregunta que la Comisión de Derecho Internacional de la ONU empezó 

a hacerse se basó en cómo debía traducirse la libre determinación de los pueblos después 

de enfrentar procesos coloniales. Para responder a tan compleja inquietud, la Asamblea 

General de Naciones Unidas preparó en 1960 la Resolución 1514 (XV)7 que contiene la 

Declaración sobre la concesión de la independencia a los países y pueblos coloniales. Esta 

Resolución es de suma importancia en el análisis de los límites de la autodeterminación en 

la secesión de Estados, toda vez que como señala Acosta Sánchez (2014) «[esta Resolución] 

indica que los pueblos coloniales, y por tanto sujetos al derecho de autodeterminación, serían 

aquellos territorios separados geográficamente y distintos étnica o culturalmente del país que 

los administra» (p. 6); y, que «todo intento encaminado a quebrantar total o parcialmente la 

 
6 A/RES/375, 6 diciembre 1949 (disponible en: https://www.dipublico.org/3982/resolucion-375-iv-de-la-
asamblea-general-de-las-naciones-unidas-proyecto-de-declaracion-de-derechos-y-deberes-de-los-
estados/; última consulta 15/01/2023) 
7 Resolución 1514 (XV) de la Asamblea General de las Naciones Unidas. Nueva York, 14 de Diciembre 
de 1960 (disponible en:  

https://www.iri.edu.ar/publicaciones_iri/IRI%20COMPLETO%20-%20Publicaciones-
V05/Publicaciones/I2/I2-2A.htm; última consulta: 15/01/2023).  
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unidad nacional y la integridad territorial de un país es incompatible con los propósitos y 

principios de la Carta de las Naciones Unidas» (ibid. p. 6). 

Es entonces que dicha Resolución sugiere que los procesos secesionistas podrían 

darse como una respuesta frente a la descolonización y no podrían causar el quebrantamiento 

de la integridad territorial de un Estado cuando tal fragmentación no ha sido producto de un 

evento de descolonización, con lo cual lo acaecido en Crimea podría entenderse como un 

evento contrario al derecho internacional positivo que en ninguno de los tratados, 

convenciones, declaraciones o resoluciones ha hecho mención a la secesión como figura 

dentro del derecho internacional. 

Siguiendo aún más con ese parangón histórico del que deviene el análisis del principio 

de autodeterminación de los pueblos, resulta imprescindible reflexionar acerca de qué sucede 

frente a intentos separatistas o quebrantamientos dentro de la composición geográfica de un 

determinado Estado, si es que en este no se ha generado un proceso de fragmentación que 

justifique la descomposición de territorios declarados como autónomos. Esa autonomía, por 

tanto, debería ser la consecuencia de echar por la borda un proceso colonial y no la 

consecuencia factual y gradual de afectar la composición o integridad territorial de un Estado 

ya consolidado. 

Tal afirmación fue reafirmada poco después con la consolidación de la Resolución 

1541 (XV)8 de la Asamblea General de las Naciones Unidas de 1960, misma que se 

compatibiliza con la obligación que tienen los Estados de transmitir información respecto de 

territorios no autónomos. Si bien esta disposición no recaería sobre Crimea (por ser éste un 

territorio autónomo), si suscita una complejidad de análisis en torno al respeto a la integridad 

territorial y composición de Ucrania como Estado unitario. 

La anexión de Crimea a Rusia podría verse como una vulneración a lo dispuesto en 

esta Resolución y podría entrever que se le estaría dando a Crimea el carácter de territorio 

no autónomo sujeto al control por parte de la Federación Rusa, lo cual implicaría una 

inobservancia a lo dispuesto en la misma cuando refiere que la libre autodeterminación de 

los pueblos debe verse como la plenitud que tienen los pueblos para conformar un Estado 

bajo el cual la autonomía se refleja en la capacidad de generar a plenitud un gobierno propio.  

Si esa plenitud de conformación de gobierno propio es inobservada por parte de la 

Federación Rusa, o si incluso la Federación Rusa asumiese (como aparentemente lo ha 

 
8 Resolución 1541 (XV) de la Asamblea General de las Naciones Unidas. Nueva York, 15 de 

Diciembre de 1960 (disponible en: 
https://www.iri.edu.ar/publicaciones_iri/manual/Principios/res1541XV-1960.pdf; última consulta 
15/01/2023).  
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hecho) que Crimea no es un territorio autónomo cuya integridad territorial está unida a 

Ucrania, entonces prácticamente la Federación Rusa acabaría asumiendo que debe actuar 

de conformidad a lo dispuesto en el Art. 739 de la Carta de las Naciones Unidas.  

Dicha cuestión controversial resulta aún más evidente frente a la vulneración en la 

que recaería la Federación Rusa por el desconocimiento o inaplicación de ciertos principios 

derivados del derecho internacional positivo que se dejan entrever en la Resolución 1541 

(XV). Uno de ellos, es el Principio VI que en su literal a) establece que «puede considerarse 

que un territorio no autónomo ha alcanzado la plenitud del gobierno propio cuando pasa a ser 

un Estado independiente y soberano» (ONU, 1960. p. 2). Otro, viene a ser el Principio VII 

literal a) de dicha Resolución que establece que «la libre asociación debe ser el resultado de 

la libre y voluntaria elección de los pueblos del territorio interesado expresada con 

conocimiento de causa y por procedimientos democráticos» (ibid. p. 2).  

En el caso del que se ocupa la presente investigación, se habrá de advertir que la 

inaplicación del Principio VI literal a) de la Resolución 1541 (XV) de la Asamblea General de 

Naciones Unidas se sostiene a la luz de que Crimea no puede ser considerada como territorio 

no autónomo. Sostener lo contrario implicaría desconocer que, históricamente, «[Crimea] no 

ha gozado nunca del reconocimiento como Estado por la comunidad internacional. Se trata 

de una región autónoma con 25.900 km2 de extensión, que actualmente es territorio 

ucraniano, pero que antiguamente formó parte del territorio de la ex URSS» (Salmón y 

Rosales, 2014. p. 189). 

Inclusive, el argumento de la Federación Rusa de considerar como legítima la anexión 

de Crimea se desvanece por sí misma, esto en el sentido de que la no pertenencia de Crimea 

a Rusia «debe explicarse por el hecho de que Nikita Krushchev, en 1954, entregó este 

territorio a Ucrania para celebrar el tercer centenario de su alianza histórica» (ibid. p. 189). 

Queda demostrado, entonces, que la defensa de la integridad territorial de Crimea 

como territorio perteneciente a Ucrania encuentra su respaldo en el hecho de que la propia 

 
9 El Art. 73 de la Carta de las Naciones Unidas de 1945 establece la responsabilidad que tienen 

los Estados de proveer información respecto de territorios administrados por estos que tengan el 
carácter de no autónomos y que, consecuentemente, sus pueblos no hayan alcanzado la plenitud de 
un gobierno propio. En ese sentido, la disposición del Art. 73 es clara respecto de la obligación que 
tienen los Estados de garantizar el bienestar de los habitantes de esos territorios, así como asegurar 
protección contra cualquier tipo de abuso, a desarrollar un gobierno propio en esos territorios teniendo 
debidamente en cuenta las aspiraciones de sus pueblos, a promover la paz y seguridad 
internacionales, entre otros. Esto no se ha respectado en la anexión de Crimea a la Federación Rusa 
y se ha desconocido que ese territorio ya gozaba de autonomía y gobierno propio (aquel gobierno de 
carácter unitario en Ucrania, conforme su Constitución Política).   
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Constitución Ucraniana reconoce a Crimea como parte de su territorio unitario e 

inquebrantable, hecho que ha sido reconocido también por la Comunidad Internacional.  

Consecuentemente, resulta interesante analizar la factibilidad o no de la pertinencia 

política y administrativa de las acciones secesionistas en Crimea, partiendo sobre todo de la 

consideración de que el Art. 2 de la norma suprema ucraniana señala que «Ucrania es un 

Estado unitario con un territorio indivisible e inviolable y el Art. 157 prohíbe la enmienda de la 

Constitución ucraniana que suponga una vulneración a su integridad territorial» (ibid. p. 194). 

A esto se suma lo dispuesto por el Art. 134 de la misma Carta Fundamental que respecto a 

la autonomía de la región de Crimea señala lo siguiente10: «La República Autónoma de 

Crimea es una parte constituyente inseparable de Ucrania y decide sobre las cuestiones de 

su competencia dentro de los límites de autoridad determinados por la Constitución de 

Ucrania» (Constitución de Ucrania, 2013, Art. 134). 

De esa forma y a criterio de Salmón y Rosales (2014, p. 194) «un intento de secesión 

de Crimea no sería viable porque, aunque cuente con órganos y funciones autónomas, no 

parece admitirse, constitucionalmente, un ejercicio de la autodeterminación externa que 

atente contra el territorio ucraniano, salvo que el referéndum sea realizado por la totalidad del 

pueblo ucraniano». Asimismo, ha de comprenderse entonces que «el estatuto de la República 

de Crimea otorgado por la Constitución ucraniana prohíbe la posibilidad de que haya un 

plebiscito con fines secesionistas ejercido solo en la zona de Crimea» (ibid. p. 194). 

Este hecho particular recogido en la Constitución de Ucrania demuestra que la 

Federación Rusa ha desconocido e inaplicado el Principio VII literal a) respecto de una 

“posible” libre asociación de Crimea hacia Rusia (como Estado preexistente), puesto que tal 

anexión no fue la consecuencia de una asociación libre sustentada en medios democráticos. 

Al contrario, la Federación Rusa desconoció la integridad territorial de Crimea y su anexión 

se realizó bajo incursión extranjera armada y de manera violenta.  

Esa incursión extranjera armada y el uso excesivo de la fuerza van en contra de lo 

dispuesto en  el Art. 2.4 de la Carta de las Naciones Unidas de 1945, toda vez que señala 

que los Estados miembros de la ONU «en sus relaciones internacionales, se abstendrán de 

recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia 

política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los Propósitos de las 

Naciones Unidas» (Carta de Naciones Unidas, 1945, Art. 2.4). 

 
10 Traducción hecha al español del siguiente texto original en inglés de la Constitución de 

Ucrania: «The Autonomous Republic of Crimea is an inseparable constituent part of Ukraine and 
decides on the issues ascribed to its competence within the limits of authority determined by the 
Constitution of Ukraine».  
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Este artículo, además, establece el principio de la prohibición del uso de la fuerza 

armada en las relaciones internacionales y a criterio de Acosta Sánchez (2014) «el uso de 

fuerza armada está prohibido absolutamente como regla general, no pudiendo nunca recurrir 

a ella unilateralmente un Estado ni una Organización de cooperación militar» (p. 8). 

Sin embargo, frente a las acciones secesionistas acaecidas en Crimea, esta 

disposición legal cobra bastante relevancia en la discusión respecto a si la Federación Rusa 

respetó o no el principio de la prohibición del uso de la fuerza mencionado en la Carta de 

Naciones Unidas. 

Concomitantemente, este principio guarda también relación con el Art. 2.7 de la misma 

Carta de Naciones Unidas que establece que: 

«Ninguna disposición de esta Carta autorizará a las Naciones Unidas a intervenir en 

los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción interna de los Estados, ni 

obligará; a los Miembros a someter dichos asuntos a procedimientos de arreglo 

conforme a la presente Carta; pero este principio no se opone a la aplicación de las 

medidas coercitivas prescritas en el Capítulo VII» (Carta de Naciones Unidas, 1945, 

Art. 2.7). 

Esta disposición legal contenida en el Art. 2.7 de la Carta podría sugerir que lo 

acontecido en Crimea entre 2014 y 2015, supone la intervención de la Federación Rusa en 

asuntos internos propios de Ucrania, lo cual generaría incluso la posibilidad de que Ucrania 

acuse formalmente a Rusia «de violación de su integridad territorial y ocupación. Y se ven 

con claridad personal militar con distintivos rusos en la región de Crimea y controlando los 

principales puestos estratégicos. La situación se agrava aún más cuando el 1 de marzo la 

Duma autoriza el uso de la fuerza armada en el exterior, justificándola en la necesidad de 

proteger los intereses rusos y de la minoría ruso parlante en Crimea» (Acosta Sánchez, 2014. 

p. 3). 

Es así, entonces, que frente a esa prohibición del uso de la fuerza caben únicamente 

dos excepciones que se encuentran en el Capítulo VII de la Carta y que hablan acerca de la 

“Acción en caso de amenazas a la paz, quebrantamiento de la paz o actos de agresión”. La 

primera de ellas consiste en la aplicabilidad de la legítima defensa individual o colectiva ante 

un ataque armado; y, la segunda, referente a las medidas que puede adoptar o autorizar el 

Consejo de Seguridad de la ONU, mismo que tiene el control y el monopolio institucionalizado 

del uso de la fuerza para asegurar la seguridad colectiva. Así lo dispone el Art. 51 de la Carta 

cuando señala: 

«Ninguna disposición de esta Carta menoscabará el derecho inmanente de legítima 

defensa, individual o colectiva, en caso de ataque armado contra un Miembro de las 
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Naciones Unidas, hasta tanto que el Consejo de Seguridad haya tomado las medidas 

necesarias para mantener la paz y la seguridad internacionales. Las medidas tomadas 

por los Miembros en ejercicio del derecho de legítima defensa serán comunicadas 

inmediatamente al Consejo de Seguridad, y no afectarán en manera alguna la 

autoridad y responsabilidad del Consejo conforme a la presente Carta para ejercer en 

cualquier momento la acción que estime necesaria con el fin de mantener o 

restablecer la paz y la seguridad internacionales» (Carta de Naciones Unidas, 1945, 

Art. 51). 

Esta evolución inacaba del principio de autodeterminación de los pueblos genera un 

vacío político y jurídico en su aplicación práctica dentro del derecho internacional. La secesión 

de Estados, incluso, podría implicar una involución en el reconocimiento y protección de estos 

como sujetos de derecho internacional dado los casos comparados que se pueden encontrar 

en la doctrina internacional y la presente investigación discutirá un poco más a detalle estos 

aspectos en los siguientes apartados. 

2.2 Teoría del nacimiento y extinción de los Estados en el Derecho Internacional 
Público 

La creación y transformación de Estados tiene su vinculación con el principio de libre 

autodeterminación de los pueblos desde la óptica de que, bajo el derecho internacional, un 

Estado es reconocido si es que reúne sus elementos constitutivos: población, territorio y 

gobierno (Albuquerque, 2000. p. 382).  

Autores como Salamanca Aguado sostienen que «la existencia de un Estado es 

independiente de su reconocimiento por otro sujeto de derecho internacional. Ello conduce a 

que, aunque un Estado no haya sido reconocido, tenga derecho al respecto de su soberanía 

territorial, así como de sus otros atributos» (2012. p. 151). 

Esto conlleva el confrontamiento de tesis contrapuestas en torno al nacimiento de 

nuevos Estados. Por un lado, la tesis constitutiva proclamará que todo Estado debe ser 

reconocido previamente por la comunidad internacional para ser reconocido como tal. Dicho 

de otra manera, esta tesis sugiere que «el acto de reconocimiento es visto como precondición 

necesaria para que subsistan las capacidades de un Estado. Su efecto práctico consiste en 

no atribuir personalidad jurídica internacional al ‘Estado’ no reconocido por la comunidad 

internacional» (Dal Ri Júnior y Carnesella, 2016. p. 521).  

De esa forma, si el reconocimiento de un nuevo Estado implica –según esta teoría– 

la creación, modificación o extinción de un derecho aplicado al nuevo Estado, entonces ha 

de entenderse que «el reconocimiento ‘constituye’ al Estado» (ibid. p. 521) e, ineludiblemente, 

supone que «el principal punto de fuerza de esta teoría radica en la indicación de que los 
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Estados11 no son obligados a entrar en relaciones bilaterales con ninguna otra entidad» 

(Dixon, 2007. p. 128). 

Esta tesis, por tanto, «se resume a dos aserciones: en primer lugar, previamente al 

reconocimiento, la comunidad no posee los derechos o las obligaciones que el derecho 

internacional relaciona con un estado de estatalidad plena. Además, el reconocimiento es una 

materia de absoluta discreción política, diferente de un deber legal que se le debe a la referida 

comunidad» (Dal Ri Júnior y Carnesella, 2016. p. 521).  

Algunos autores, entre ellos Anzilotti (1998. p. 148) sostiene que «un sujeto de 

derecho internacional comienza a serlo concomitantemente a la primera manifestación por el 

tratado de reconocimiento, o por el instrumento equivalente». Esto ha se sugerir entonces 

que, para quienes sostienes la tesis constitutiva del reconocimiento de Estados, dicho 

reconocimiento debe marcar una reciprocidad entre las partes constituyentes del mismo y, 

sobre todo, aceptar que la personalidad jurídica de la nueva entidad que nace a la vida jurídica 

internacional es producto de la creación, extinción o modificación de un derecho como bien 

puede ser la libre autodeterminación. 

Sin embargo, bajo la óptica constitutiva del nacimiento o creación de nuevos Estados, 

el principio de la libre autodeterminación de los pueblos pasaría del plano colectivista que 

engendra al pueblo o población que ha marcado su independencia frente a algún proceso 

colonial, a un plano mucho más individualista. Este plano individual configura ya no al pueblo 

o población como el sujeto rector de la libre auto determinación, sino al Estado como sujeto 

al que el derecho internacional le ha dotado de una capacidad de subsistencia superior, 

garantizando así su propia permanencia o supervivencia.  

Por tanto, si el factor constitutivo de un nuevo Estado es su vinculación directa a un 

tratado que lo reconoce dentro de la vida jurídica internacional y lo dota de personalidad 

jurídica, se ha de asumir que «así como cualquier otro tratado, él es vinculante en virtud del 

principio fundamental del ‘pacta sunt servanda’, esto es, que los pactos deben ser cumplidos 

entre los contratantes» (Anzilotti. 1998. p. 149).  

 
11 Véase. DIXON, Martin (2007). Textbook on International Law, 6a ed., Nueva York, Oxford University 
Press, pp. 127-129. El autor de dicha publicación sugiere respecto de la teoría constitutiva de los 
Estados que «queda claro que la teoría constitutiva levanta problemas prácticos y teóricos insolubles... 
No queda duda que el reconocimiento es un acto político, gobernado apenas en parte por principios 
legales. Ciertamente, la personalidad jurídica internacional debe ser un hecho objetivo, pasible de 
determinación por la aplicación de normas internacionales... En caso de que se acepte esta teoría, 
¿cuál sería el grado de reconocimiento requerido, en términos prácticos, para que se constituya un 
Estado? ¿Debe haber unanimidad entre la comunidad internacional, o basta una mayoría, una 
considerable minoría o todavía apenas un Estado reconocedor?». 
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De ser eso posible, casos como la anexión de Crimea a la Federación Rusa podrían 

recaer en consecuencias graves que terminarían por afectar al derecho internacional. Una de 

esas consecuencias, tiene que ver con la aplicación del voluntarismo en el que el 

fraccionamiento de una porción territorial de un Estado preexistente (en este caso Ucrania), 

estaría supeditado al reconocimiento de otro Estado ya existente (en el caso concreto, viene 

a ser Rusia), con lo cual la nueva entidad adquiere personalidad jurídica internacional 

solamente si su reconocimiento se da por los Estados ya existentes, lo cual no solamente 

pone en riesgo a la población de Crimea sino también a la supervivencia de Ucrania como un 

Estado ya consolidado. La otra consecuencia, radica en el hecho de que, bajo la tesis 

constitutiva, el nacimiento o creación de nuevos Estados estaría supeditado al reconocimiento 

de su personalidad jurídica plena a través de un tratado. 

En el caso de estudio en particular, la anexión de Crimea a la Federación Rusa 

implicaría que debe existir un tratado de reconocimiento previo, es decir el consentimiento del 

Estado predecesor hacia el Estado sucesor para la consolidación de una nueva fracción 

territorial que se anexa a un Estado preexistente.  

Tal legalidad, sin embargo, no ha ocurrido. Inclusive, y de cara al argumento ruso de 

que la anexión se ha dado a través de la consolidación de un referéndum de 2014, entonces 

se podría generar un precedente riesgoso en el derecho internacional de que dicha anexión 

comporta una sucesión y por tanto, la nueva fracción territorial que se anexa deja de 

constituirse en unidad territorial del Estado del cual se separa, y esa separación podría 

generar que los Estados que aceptan esa anexión por la vía de la ilegalidad, también acepten 

no reconocer al Estado preexistente, lo que en el caso de estudio en particular complica la 

supervivencia misma de Ucrania como Estado.  

Por su parte, Lauterpacht (1947. pp. 40-41) sostiene que el reconocimiento o 

nacimiento de nuevos Estados bajo la doctrina constitutiva genera críticas por cuanto aduce 

que el nuevo Estado solo podría adquirir personalidad jurídica plena si es que su 

reconocimiento viene establecido por un tratado constitutivo que lo antecede.  

Esto en el caso de estudio en particular podría suponer la fragmentación de la 

comunidad internacional, por cuanto unos Estados podrán estar a favor de la anexión de 

Crimea a Rusia y otros no reconocer esa anexión, lo cual coloca en una situación incómoda 

al Estado preexistente (Ucrania), pues se entendería que no ha ocurrido una sucesión se 

Estados, ni tampoco una separación, sino una anexión violenta que terminaría por cuestionar, 

como lo hace este autor, lo siguiente: «¿cuál sería el fundamento jurídico que justificaría su 

suscripción a un tratado internacional, que es el acto de reconocimiento en sí?» (ibid. p. 42).  
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En contraposición con esta tesis, existe la denominada doctrina declarativa del 

nacimiento o creación de nuevos Estados. Esta doctrina, por tanto, sostiene que «la 

personalidad jurídica internacional de un Estado no depende de su reconocimiento como tal 

por parte de los demás Estados; ella es conferida por normas de derecho internacional y, así, 

a pesar de que un Estado o gobierno no sea reconocido por lo demás, es sujeto de derechos 

y deberes internacionales» (Dal Ri Júnior y Carnesella, 2016. p. 525).  

Bajo esta tesis se entiende, entonces, que el acto de reconocimiento sería 

independiente de la existencia misma del Estado, puesto que el acto de reconocimiento 

supondría una cuestión de carácter político y, en cambio, el efecto jurídico estará marcado 

por la capacidad de relaciones diplomáticas que puedan producirse entre los Estados que 

reconocedores y el Estado naciente o reconocido.  

En efecto, si el reconocimiento de un nuevo Estado o su nacimiento no implica la 

creación, modificación o extinción de un derecho, se ha asumir con certeza que éste responde 

a un hecho político y, por lo mismo, lo que produce ese hecho es la declaratoria de admisión 

de ese Estado dentro de la comunidad internacional y no su existencia como tal. Autores 

como Brierly (1942. pp. 131-132) sostienen que «reconocer un nuevo Estado no genera la 

existencia jurídica de un Estado que anteriormente no existía en ese sentido. Si el Estado 

existe, si es un hecho, tiene el derecho a ser tratado por la comunidad internacional como tal. 

La función primaria del reconocimiento, por lo tanto, es la admisión, el reconocimiento de un 

hecho». 

A su vez, bajo la mirada de la tesis declarativa, el reconocimiento supone un acto 

unilateral bajo el cual, como bien señala Salmón (2014. p. 82) «no [se] requiere ninguna 

reacción o consentimiento del nuevo Estado (reconocido) para entender que el acto jurídico 

se perfecciona». Dicho de otra manera, la existencia misma de un nuevo Estado comporta la 

configuración del hecho político (reconocimiento) si es que éste logra reunir los elementos 

constitutivos (soberanía, población, territorio, gobierno) y esa formación, entonces, supone 

un acto discrecional. 

Se dice que es un acto discrecional porque los Estados ya existentes no tienen 

obligación alguna de reconocer al nuevo Estado (Dupuy, 1998. p. 86), puesto que «al ser un 

acto discrecional, no existe responsabilidad internacional por no reconocer a otro Estado». 

En ese sentido, entonces, para una mejor comprensión del caso de estudio (anexión 

de Crimea a la Federación Rusa) se hará alusión a algunas doctrinas que se han generado 

en el seno del derecho internacional público respecto del reconocimiento de gobiernos que 

surgen de la fragmentación de Estados o a la cual se adscriben las porciones de territorio 

fragmentadas y que pasan a ser posesión de otro Estado, mismo que ya cuenta con un 
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gobierno como elemento constitutivo. Bajo una mirada latinoamericana, la Doctrina Tobar 

expuesta por el canciller ecuatoriano Carlos Tobar en 1907, ilustra muy bien el efecto 

declarativo del reconocimiento de Estados o el aparecimiento de nuevos gobiernos. Esta 

doctrina sostiene que se debe «rechazar el reconocimiento de todo gobierno que nazca de la 

revolución contra un régimen constitucional» (Bierzanek, 1962. p. 123). 

Este escenario se desenvuelve, por tanto, bajo la premisa de que la personalidad 

jurídica plena de un Estado que constituye un gobierno de facto o ilegitimo, no debería ser 

reconocido por los demás Estados que configuran la comunidad internacional.  

2.2.1 Doctrina y legitimidad de la autodeterminación y su vinculación con la secesión 
de Estados 

El caso de la anexión de Crimea a la Federación Rusa, al haber producido una 

adhesión ilegitima producto de la fuerza y sin el consentimiento del Estado preexistente 

(Ucrania), podría generar consecuencias graves: las deudas adquiridas (en nombre del 

Estado preexistente) por la fracción territorial que se separa podrían no ser transferidas o 

aceptadas por el Gobierno del Estado sucesor, lo cual implicaría una violación flagrante y 

directa del Art. 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 196912. 

Adicionalmente, implicaría el reconocimiento de un Gobierno que se manifiesta por medio del 

uso desproporcionado de la fuerza o de la intervención extranjera que se sostiene en la 

agresión a la soberanía territorial de otro Estado.   

El resultado implícito de esa anexión comporta la ausencia de la consolidación de un 

Gobierno que debería haberse constituido producto de la libre autodeterminación de los 

pueblos, como expresión de la voluntad de sus miembros de establecer un cambio. Para la 

efectividad de dicho cambio, debe producirse el consentimiento entre el Estado preexistente 

y el Estado sucesor. 

En el caso que nos ocupa, dicho escenario de sucesión no se produjo. Al contrario, la 

elección de un nuevo Gobierno y la anexión de Crimea a la Federación Rusa fue la derivación 

o secuela de un acto de agresión sobre Ucrania. Se supone, además, que dicha anexión no 

puede comportar un derecho exclusivo de la Federación Rusa que se ve a sí misma como el 

Estado sucesor, sino que debe ser la consecuencia del consentimiento otorgado por Ucrania 

como Estado preexistente, pues ha de entenderse que la libre autodeterminación de los 

pueblos pertenece al «dominio reservado del Estado» (Dailler, Forteau y Pellet, 2009. p. 462). 

 
12 El Art. 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969 estable que «ninguna 
disposición del derecho interno justifica el incumplimiento de un tratado». 
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A modo de derecho comparado, la aparición de nuevos Estados y el consecuente 

reconocimiento de nuevos Gobiernos podría sugerir que en contrario sensu a la Doctrina 

Tobar, se anteponga la Doctrina Estrada. Dicha doctrina ilustrada por el canciller mexicano 

Genaro Estrada en 1930, establece que no debe darse ningún reconocimiento a ningún 

gobierno porque esto significaría «un acto de intervención en contra de la expresión de la 

libre autodeterminación de los pueblos, en la que los Estados deben limitarse a mantener o 

no relaciones diplomáticas con otros Estados sin juzgar la situación de sus gobiernos» 

(Bierzanek, 1962. p. 125). 

Esto, sin embargo, marcaría un equivocado precedente bajo el cual se debería 

interpretar toda fragmentación o separación de una porción territorial de un Estado hacia otro 

como un acto legítimo, aun cuando no exista consentimiento. A su vez, implicaría algunas 

críticas, puesto que puede surgir las interrogantes de ¿qué pasará con las relaciones 

diplomáticas que mantenía Crimea como parte constitutiva de Ucrania con otros Estados? 

¿Puede aplicarse el reconocimiento de la anexión de Crimea a Rusia cuando ésta mantenía 

relaciones diplomáticas con Estados que no reconocen esta anexión ni sus consecuencias a 

futuro? ¿La continuación o no de relaciones diplomáticas implicaría el reconocimiento de un 

nuevo Gobierno bajo el cual se encuentra sometido Crimea?  

Para responder a dichas interrogantes, viene bien utilizar la Doctrina Lauterpacht o 

también denominada «teoría de la efectividad» bajo la cual «debe reconocerse al gobierno 

que es efectivo, es decir, a aquel que tiene un control efectivo de la población asentada en 

un territorio» (Salmón, 2014. p. 87). Si bien esta postura podría sostenerse bajo el argumento 

de la Federación Rusa de que tiene un control efectivo y absoluto sobre la población asentada 

en Crimea, no es menos cierto que el reconocimiento de un gobierno efectivo ya ha sido 

ilustrado por autores como Grocio, Pufendorf y van Bynkershoek (citados por Blix, 1970. p. 

1970) quienes manifiestan que «se debe reconocer al gobierno que ejerce el poder efectivo, 

con una perspectiva razonable de permanencia, sobre la totalidad o prácticamente la totalidad 

del territorio del Estado». 

El caso de estudio de la presente investigación mostrará, sin embargo, que la 

Federación Rusa no tenía una efectividad permanente sobre todo el territorio Ucraniano 

reconocido como Estado autónomo y bajo el cual Crimea era parte indisoluble de su carácter 

unitario o de su comportamiento como una unidad ya consolidada. Ante ese escenario, el 

argumento de la Federación Rusa se desvanece por sí solo, toda vez que no logra demostrar 

el control efectivo del Gobierno ruso sobre territorio ucraniano (algo que parece querer 

configurarse con la apropiación en aumento de territorios pertenecientes a Ucrania). 
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Inclusive, ha de establecerse también que, si bien el reconocimiento de nuevos 

Estados y la consecuente aceptación o no de nuevos gobiernos depende de la 

discrecionalidad por su efecto declarativo, no se puede olvidar que como menciona Salmón 

(2014. p. 88) «cuando se violan normas de ius cogens con la configuración del nuevo 

gobierno, los demás Estados están obligados a no reconocerlo».       

 Por ello es por lo que resulta imperioso determinar si lo que existió en el caso de 

estudio de la presente investigación es o no un caso de sucesión de Estados, de separación 

o si incluso configura un caso de independencia o autodeterminación externa o no.  

Resulta imprescindible, aclarar dichos conceptos para que se pueda comprender de 

mejor manera cuál es el contexto en el que se desarrolla el caso de estudio de la presente 

investigación. 

Se advertirá con total certeza que el derecho internacional clásico estaba destinado a 

regular las relaciones recíprocas entre Estados, sobre la base y la autonomía que ostentan 

(Anzilotti, 1998. p. 67), lo que significó que el derecho internacional tanto de fines del siglo 

XIX como de inicios del siglo XX contemplasen una concepción bajo la cual los Estados 

constituyen la piedra angular y son destinatarios exclusivos del derecho internacional 

(Jiménez de Aréchaga. 1998. p. 170). 

Esta tendencia, se vuelve a reconfirmar en el derecho internacional contemporáneo 

y, ya a partir del año 1927, la Corte Permanente de Justicia Internacional (CPJI), antecesora 

de la Corte Internacional de Justicia (CIJ), en el caso Lotus manifestó que «el derecho 

internacional rige las relaciones entre Estados independientes» (CPJI, 1927. p. 28). Si bien 

en la actualidad no se desconoce la capacidad de los Estados para crear nuevas entidades 

internacionales en un esfuerzo por el multilateralismo y la cooperación internacional, tampoco 

se le resta su carácter primigenio de sujeto articulador de la socialización del derecho 

internacional. 

Bajo ese supuesto, entonces, ha de comprenderse que «la aparición de nuevas 

entidades internacionales no ha implicado que [los Estados] dejen de ser los sujetos que 

cuenten con el máximo de derechos y obligaciones internacionales y continúen teniendo un 

rol protagónico en esta rama del derecho» (Salmón, 2014. p. 61). Mismo pensamiento se 

complementa con el hecho de considerar que «la piedra angular de esa labor es y debe seguir 

siendo el Estado. El respeto de su soberanía e integridad fundamentales es crítico en todo 

progreso internacional común» (Boutros-Ghali, 1996. párr. 17). 

Si a esto se lo enlaza con el principio de autodeterminación de los pueblos, resulta 

interesante el debate actual que gira en torno a su legitimidad y a su proximidad con el vocablo 

secesión. Este último, no existe en el derecho internacional positivo, por eso no es de extrañar 
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que, en el dictamen de Kosovo, la CIJ determina que la secesión no está regulada por el 

derecho internacional. El término que sí que está recogido en el derecho internacional positivo 

es el de separación. Cuando una parte del territorio de un Estado se separa sin el 

consentimiento del Estado matriz, se da en la práctica la secesión.  

A decir de López Martín, «esto supone un proceso, no es un acto único. Este proceso 

tiene carácter político por el cual un grupo de particulares (constituidos en un ámbito general 

como una entidad, pueblo) que lo que busca es separarse del Estado al que está 

legítimamente vinculado con la intención de crear un nuevo Estado o, incluso, lo que busca 

luego es incorporarse a otro como ha pasado en el 2014 con Crimea» (2022. p. 79). En efecto, 

esto lo hace sin contar con el consentimiento de ese Estado soberano al que pertenece. Es 

decir, en síntesis, lo que caracteriza a la secesión es que esa separación se hace sin el 

beneplácito o sin el consentimiento del Estado donde surge ese movimiento secesionista. El 

beneplácito, por tanto, es necesario para que esa operación sea legal.  

Por otra parte, el término que sí que está regulado en el derecho internacional es el 

de sucesión de Estados. Al efecto, se cuenta con dos tratados internacionales (dos 

Convenciones) que regulan la materia. Por un lado, uno relativo a materia de tratados del año 

197813 y otro relativo a bienes, archivos y deudas de 198314.  Existe también la Resolución 

55/15315 de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre la nacionalidad de las 

personas naturales en relación con la sucesión de Estados que regulan ese fenómeno.  

En ese sentido, esos tres textos jurídicos definen la sucesión como la sustitución de 

un Estado por otro en la responsabilidad de las relaciones internacionales de un territorio. 

Este concepto tiende a ser poco claro porque la sucesión para entenderla supone que sobre 

un territorio determinado hay un cambio de soberanía. Es decir, que un territorio que era 

soberanía de un Estado pasa a ser soberanía de otro Estado. En este sentido la sucesión de 

Estados abarca cinco posibles modalidades y de esas cinco, cuatro generan la aparición de 

nuevos Estados (López Martín, 2018. p. 80).  

 
13 Véase. Convención de Viena sobre la Sucesión de Estados en materia de tratados, 1978 (disponible 
en: https://www.dipublico.org/3374/convencion-de-viena-sobre-la-sucesion-de-estados-en-materia-de-
tratados-1978/; última consulta 25/02/2023).  
14 Véase. Convención de Viena sobre la Sucesión de Estados en materia de bienes, archivos y deudas 
de Estado, 1983 (disponible en: https://www.dipublico.org/3376/convencion-de-viena-sobre-la-
sucesion-de-estados-en-materia-de-bienes-archivos-y-deudas-de-estado-1983/; última consulta 
25/02/2023).  
15 Véase. Resolución 55/153 de la Asamblea General de las Naciones Unidas. Nacionalidad de las 
personas naturales en relación a la sucesión de Estados, Nueva York, 30 de enero de 2001 (disponible 
en: https://documents-dds-
ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N00/568/60/PDF/N0056860.pdf?OpenElement; última consulta 
25/02/2023). 
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Una primera modalidad supone la transferencia de un territorio en lo que se conoce 

como «cesión territorial». Esto simplemente consiste en pasar de un Estado que previamente 

existe a otro que también existe. Pero, «hay cuatro supuestos de sucesión de Estados que 

generan la aparición de nuevos Estados. El primero es lo que la Convención de Viena llama 

como Estados de reciente independencia, término nuevamente confuso de reciente 

independencia puede ser cualquier que se independiza y esa no era la intención de la 

Comisión de Derecho Internacional que elaboró el texto» (ibid. p. 81). 

Esto es importante que se lo retenga para poder comprender de mejor manera qué 

implica la sucesión y la independencia. Estados de reciente independencia es una forma de 

sucesión que está pensando en colonias (está pensando en pueblos coloniales que se 

independizan para conformar o convertirse en un nuevo Estado). Aquí se puede hablar de 

decenas de ellos. Por ejemplo, más recientemente se encuentra el caso de Namibia en 1990.  

El segundo supuesto es lo que se llama fusión, unión o incluso absorción. Esto supone 

que «dos Estados que existen deciden voluntariamente unirse de tal manera que los dos 

anteriores como tal desaparecen y aparece un nuevo Estado fruto de esa unión. Ha de venir 

a la mente el caso de Alemania o también el caso de Yemen, que son los más recientes casos 

de unificación» (MacCornick, 1993, p. 17).  

Un tercer supuesto tiene que ver con lo que se ha dado en denominarse separación 

de Estados, misma que ocurre cuando «una parte del territorio de un Estado se separa para 

convertirse en un nuevo Estado, pero contando con el consentimiento del Estado predecesor 

(del Estado que llamamos matriz). Un ejemplo de este fenómeno en tiempos recientes sería 

el de Montenegro cuando en el año 2006 se separó de Serbia con un referéndum que estaba 

legalmente previsto en la Constitución de Serbia y Montenegro» (Wheatley, 2023. p. 274).  

Luego se tiene también un cuarto supuesto que aglutina el término disolución de 

Estados. Este fenómeno ocurre «cuando hay un Estado que deja de existir y en el territorio 

donde estaba ese antiguo Estado (el Estado predecesor) surgen dos o más Estados. El caso 

quizá más connotado sería el de la URSS o el último caso de Checoslovaquia en 1993» (ibid. 

p. 279). 

Si se fija la mirada en estos supuestos que se han mencionado, se podrá notar con 

inmediatez la aparición de ideas que están muy relacionadas con otro término como el de 

independencia. Si se piensa en el primer supuesto (colonias que se independizan o Estados 

de reciente independencia) por ejemplo, se hablará de una colonia que accede a la 

independencia. Se habla por tanto de un territorio que estaba sometido a otro Estado que se 

convierte en un Estado independiente (López Martín, 2018. p. 83). 
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En esta línea de ideas, el escenario de Estados de reciente independencia por 

aplicación de la libre autodeterminación englobaría tanto a los denominados pueblos 

coloniales como a los que se denominan como pueblos sometidos a dominación u ocupación 

bélica (ocupación extranjera). Ambos acceden a la independencia y precisamente en el 

derecho internacional el término accesión a la independencia se suele usar precisamente 

para referirse a esta figura (ibid. p. 84). 

De esta manera, resulta imprescindible tener claro que cuando se habla de pueblos 

coloniales o pueblos sometidos a dominación por la fuerza no se está hablando de secesión.  

Ciertamente, son dos supuestos completamente distintos, y lo son porque en el caso 

de los pueblos sometidos a dominación colonial o extranjera «lo que se les aplica es el 

principio de la libre autodeterminación de los pueblos en toda su dimensión» (Blix, 1970. p. 

698). Este principio, como ya se ha anotado en líneas anteriores, surge por primera vez en la 

Resolución 1514 de 1960 que se conoce también como la ‘Carta Magna de la 

descolonización’ que precisamente lleva por título ‘El derecho a la independencia de los 

territorios no autónomos’ porque desde 1945 el término colonia desaparece y surge este 

neologismo (este nuevo término de territorios no autónomos que recoge el Art. 73 de la Carta 

de Naciones Unidas para referirse a lo que hasta ese entonces se llamaban colonias).  

Por tanto, el término de ‘territorio no autónomo’ que se deduce del propio Art. 73 de la 

Carta de Naciones Unidas se refiere a un territorio que está separado geográficamente del 

Estado que lo administra, que es distinto del Estado que lo administra tanto desde el punto 

de vista étnico, como cultural y que se encuentra en una subordinación tanto política como 

administrativa respecto de ese otro Estado que se denomina Potencia administrativa.  

2.2.2 Teorías de la secesión: plebiscitarismo, adscriptivismo y remedialismo 

Para un mejor entendimiento del término secesión, algunos autores (Pavkovic y 

Radan, 2007) señalan que las reivindicaciones separatistas o el fraccionamiento de una 

porción geográfica dentro del territorio de un Estado van marcadas por ideales de justicia y 

de búsqueda de libertad política como principios rectores de una posible proclamación de 

independencia. Sin embargo, esos mismos autores advierten que la secesión al no estar 

contemplada en el derecho internacional no podría ser evaluada bajo esos postulados o 

principios rectores que intentarían marcar el ideario de facciones de grupos identitarios que 

sugieren separarse de un territorio para anexarse en otro.  

Al respecto, Pavkovic y Radan (2007, p. 238) sostienen que «la secesión se entiende 

mejor como un proceso que abarca una multiplicidad de etapas tanto antes y después de la 

proclamación de independencia de los secesionistas, ninguna de las cuales tiene una relación 

necesaria con los ideales y principios liberales» lo cual, evidentemente, muestra que el efecto 
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secesionista en un determinado Estado comienza con la movilización de la facción o 

población secesionista, cuyo objetivo es la búsqueda de independencia y el consecutivo 

reconocimiento de esa separación por parte de otros Estados y de la Comunidad 

Internacional.  

La problemática surge, como se ha explicado en líneas anteriores, en entender el 

supuesto de que las facciones separatistas o secesionistas no tendrían un derecho a la 

autodeterminación externa, porque toda separación necesita el consentimiento del Estado 

predecesor hacia el Estado sucesor, lo que no implica una separación por medios violentos. 

Empero, la posibilidad de entablar negociaciones es prácticamente imposible en contextos 

secesionistas en la que ciertas facciones minoritarias poblacionales utilizan ciertos elementos 

o mecanismos susceptibles de provocar un estallido de la violencia. Se apropian de la opinión 

pública y utilizan a un ‘Estado anfitrión’ con el cual se sienten más identificados para que 

dicho Estado utilice su fuerza y disponga a las facciones secesionistas a utilizar también la 

fuerza. Además, la presencia de grupos armados independientes y la existencia de grupos 

opuestos a la secesión producen un estallido de violencia que genera intromisión o injerencia 

territorial en el Estado que sufre ese fraccionamiento. 

El caso de estudio de la presente investigación (anexión de Crimea a la Federación 

Rusa) muestra claramente que la justificación de legalidad de las acciones de 

autodeterminación externa emprendidas por minorías prorrusas en 2014 estaba, por un lado, 

marcada por la falsa idea de lograr un objetivo final: la proclamación de independencia de 

dicha península y el consecuente ejercicio del derecho a determinar su estatuto o a integrarse 

en un tercer Estado (en este caso a Rusia). 

Lo que no se expuso dentro de las aspiraciones prorrusas fue el hecho de que ese 

tercer Estado (es decir, la Federación Rusa), buscaba utilizar esa aspiración de grupos 

minoritarios en Ucrania para la ampliación de su influencia. Si bien desde un enfoque jurídico 

existe el argumento de que el derecho internacional nada dice acerca de la secesión, también 

esa falta de existencia podría justificar que la secesión estaría permitida (al no estar regulada, 

no hay prohibición expresa de ejercerla) como tampoco estaría prohibida (no hay contenido 

expreso de prohibición en ninguna norma de carácter internacional). Empero, existen 

excepciones consagradas en los principios básicos del derecho internacional. La injerencia 

de cualquier otro Estado, en cualquier caso, implicaría la violación de principios como el de 

integridad territorial e inviolabilidad de las fronteras nacionales (Czaplinski, Debski et. al., 

2017. p. 53). 

En ese sentido, la teoría del plebiscitarismo implica la demarcación geográfica de un 

cierto grupo poblacional que se define como mayoritario para efectos del ideal secesionista. 
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El caso de la anexión de Crimea a la Federación Rusa en 2014 implicó no sólo un referéndum 

en el que participaron ciertos grupos secesionistas y prorrusos, sino también la influencia de 

un tercer Estado (Rusia) que influenció las movilizaciones que poco a poco fueron siendo 

permanentes y generaron la radicalización de episodios violentos. Si bien el efecto del 

referéndum pudo haber sido contraproducente para Ucrania, pues «los comicios expresaron 

el deseo del pueblo crimeo de pertenecer a Rusia con un porcentaje cercano al 97% de una 

masa electoral ascendente a 1.2 millones de votantes» (Salmón y Rosales, 2014. p. 193), no 

necesariamente implicaba la imposición de la teoría del plebiscitarismo bajo la cual el derecho 

de secesión se adjudicaría sin más al sujeto o sujetos que mantengan una concentración 

territorial o geográfica que suponga una mayoría con ideales secesionistas (Philpot, 1998. p. 

83). 

Esa lógica por mantener vivo el ideal de una «rusificación» que logre la unidad de los 

nacionalismos encausados en el engranaje de las tradiciones y convicciones de su lazo 

histórico con Rusia no puede sostenerse simplemente bajo la mirada de un referéndum que 

trae complicaciones para el derecho internacional. En primer lugar, el referéndum de 2014 

violaría el principio de integridad territorial de los Estados, puesto que ya la Carta Magna de 

Ucrania concibe al Estado ucraniano como un territorio unitario e indivisible, lo cual incluye 

por supuesto a Crimea.  

Constitucionalmente, entonces, una posibilidad de autodeterminación externa estaría 

prohibida y seria inadmisible en el contexto ucraniano, pues atentaría contra la integridad 

territorial de Ucrania. Inclusive, la autodeterminación externa como ya se ha señalado en 

líneas anteriores, supone el ejercicio de proclamación de independencia frente a procesos 

coloniales, lo cual evidentemente no constituye el hecho factual acaecido en 2014. 

Esto evidencia lo que Pilar Bonnet (2021. p. 24) advierte respecto a la política de 

seguridad de la Federación Rusa, la cual sostiene la legalidad del plebiscitarismo desde el 

punto de vista de que Rusia «es Estado independiente y soberano […] que apela con énfasis 

a la unidad nacional y a los valores espirituales y morales tradicionales rusos. […] La 

diversidad es tratada como un punto débil que el aprovechado por los enemigos (Estados 

Unidos y sus aliados, corporaciones transnacionales, organizaciones no gubernamentales, 

religiosas, extremistas y terroristas para socavar las ‘tradicionales convicciones’ de los 

pueblos de la Federación Rusa». 

El método realista de utilización del plebiscitarismo como instrumento de seguridad, 

olvida que una de las consecuencias de la unidad nacional bajo el ángulo del derecho 

internacional es justamente la preservación de la integridad territorial. La contravención de 

dicha integridad territorial supone una violación al derecho internacional.  
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Aunque la Federación Rusa sostenga que el referéndum respondió a un ideal 

mayoritario prorruso y que supuso la proclamación de la autodeterminación externa frente a 

la discriminación que sentían esos grupos prorrusos en Ucrania, tal argumento se desvanece 

al desconocer que Ucrania no es en sí Rusia y que su contexto es distinto. Como bien subraya 

Fazio Vengoa (2022. p. 105) «en el censo de 2001 el 77% de la población se declaró 

ucraniana, aunque subsistían disparidades muy grandes entre una región y otra: así, por 

ejemplo, en Leópolis, una ciudad de la parte occidental el porcentaje alcanzaba el 94%, y 

este indicador descendía al 24% en Crimea».  

Cabe preguntarse, entonces, ¿qué motivó un cambio a favor de una anexión de 

Crimea a Rusia con un porcentaje mayoritario de adhesión prorrusa? y la respuesta estaría 

encuadrada quizá en las críticas que se le hacen a la teoría del plebiscitarismo. Autores como 

Margalit y Raz (1990. p. 457) sostienen que «el riesgo de un derecho primario de sucesión 

pudiera conducir a secesiones recursivas y por ende a la inestabilidad. [El discurso de la 

posibilidad de secesión ad infinitum] abre el riesgo de otorgar a las minorías privilegiadas el 

poder de amenazar a toda la comunidad política».  

Esto se traduce, entonces, en la posibilidad de que, frente a la amenaza o chantaje 

de ciertas minorías, otros grupos étnicos acaben cediendo por temor a represalias o al 

estallido de la guerra o de la posibilidad de una eventual guerra civil. Además, si bien el tema 

de la identidad jugó un papel importante en la representación geográfica y política de los 

intereses imperialistas rusos, la imagen que «representa geográficamente a Ucrania como 

una mitad rusa y la otra ucraniana, no es más que una absurda simplificación que en nada 

corresponde a la realidad» (Fazio Vengoa, 2022. p. 105).  

Incluso, un dato interesante demuestra que el ideario nacionalista marcado por ciertas 

minorías prorrusas no correspondería necesariamente con la influencia de la lengua más 

utilizada en los territorios ocupados por Rusia y anexados a ella. Autores como Fazio Vengoa 

(2022) demuestran que según datos estadísticos «el 67% corroboraba que su lengua materna 

era el ucraniano y el 29% la rusa» (p. 105). Sin embargo, la aproximación rusa se hizo más 

evidente por influencias no solo de tipo plebiscitarias, sino también de tipo adscriptivas.  

En cierto grado, la teoría del adscriptivismo en la secesión de Estados marcó su 

influencia en lo acaecido con Crimea, puesto que vio a la secesión como un factor por el cual 

ciertas minorías identificadas como prorrusas podían justificar características comunes 

(antropológicas, sociales, históricas, étnicas, lingüísticas o culturales) para ser abarcadoras 

de otros grupos sociales y marcar así su propia integración independizándose o generando 

la aparición de un nuevo Estado.  
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Empero, no solo que no se creó un nuevo Estado, sino que una fracción geográfica 

de éste marcó su separación del Estado original sin contar con el consentimiento total de la 

población ucraniana. Al no existir consentimiento del Estado predecesor (Ucrania) hacia el 

Estado predecesor (Rusia) no podría existir tal separación. Lo que demuestra esa acción 

adscriptiva, entonces, es que «uno de los pilares de la política exterior rusa es, por una parte, 

recuperar los terrenos que pertenecían a la ex URSS y, por otra, forjar alianzas paralelas a la 

Unión Europea, como es el caso del proyecto de creación de la Unión Económica Euroasiática 

con Bielorrusia y Kazajistán» (Salmón y Rosales, 2014. p. 189). 

A su vez, autores como Salmón y Rosales (2014) sostienen que «la anexión de 

Crimea constituye un paso fundamental en el mayor posicionamiento a nivel internacional de 

Rusia, pero también ha supuesto una de las grandes crisis del delicado equilibrio post Guerra 

Fría» (p. 189).  

Esto indudablemente, lleva a posicionar críticas frente a la teoría del adscriptivismo 

en la secesión de Estados, misma que sostiene que «la idea es que algunas características 

objetivas crean una identidad común (generalmente etiquetada como nacional) entre las 

personas que las comparten; esta identidad común les proporciona algunos bienes 

importantes y este hecho justifica que tales personas construyan su propio Estado, si así lo 

desean» (Pérez Lozano, 2021. p. 39).  

Algunas de esas críticas, por tanto, sostienen que el adscriptivismo utilizado por Rusia 

tendría un posicionamiento operativo muy débil en su intento por justificar que la anexión de 

territorios como Crimea o el Dombás se debe al efecto abarcador que una facción o grupo 

minoritario tendría sobre otros grupos con características comunes. En efecto, autores como 

Nielsen (1998) sostienen que «existe la dificultad de dar una definición empíricamente 

operacional de las características adscriptivas que un grupo humano debe compartir para ser 

considerado una nación o un grupo abarcador» (p. 119). 

Esa falta de definición en lo que se debería considerar como grupo abarcador genera 

que el autor de esta investigación se aleje de esta teoría, por cuanto la considera peligrosa 

en el sentido de que propone que la secesión es un derecho primario de ciertos grupos 

minoritarios que podrían ejecutar acciones separatistas ad infinitum solo por el mero hecho 

de compartir características comunes. Esto a juicio del autor de esta investigación, generaría 

un peligro para la propia supervivencia de los Estados e implicaría no solo un desorden en el 

ámbito internacional, sino además una nueva interpretación dentro del derecho internacional. 

Además, la utilización de una lógica adscriptiva por compartir características comunas 

derivaría en una argumentación imprecisa o poco clara. Si es que se aceptase la 

incorporación de la tesis del adscriptivismo dentro del derecho internacional, se tendría que 
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interpretar cuáles características comunes son las supuestamente aceptables dentro de un 

grupo humano para considerarlas aplicables dentro de una separación o fraccionamiento 

dentro del territorio de un determinado Estado. 

Esa falta de claridad jurídica, no solo a nivel normativo, sino también a nivel práctico 

y sociológico-político, generaría la discusión de que «no está claro por qué un grupo 

abarcador debería tener derecho a un Estado propio, ya que las razones generalmente 

señaladas en este sentido (por ejemplo, intereses comunes, importancia para la identidad 

individual y los valores) son fácilmente aplicables a otros tipos de grupos, como las clases 

sociales» (Pérez Lozano, 2021. p. 39). 

En ese sentido, el adscriptivismo podría abrir una puerta peligrosa a la interpretación 

de que cada grupo humano o colectivo social puede incentivar a tomar medidas separatistas 

o secesionistas por el simple ideario de compartir intereses comunes, colocando al Estado 

(como sujeto primario y primigenio del derecho internacional) en un riesgo verdadero.  

El aparecimiento de nacionalismos arraigados bien puede, por tanto, generar la 

concepción errónea de que existe un derecho a la autodeterminación externa justificado 

solamente por la adscripción de características comunes que un grupo social mantenga y que 

pueda ser abarcador para la generación de una separación o fraccionamiento, provocando 

que una minoría étnica coloque su ideario secesionista como mayoritario, excluyendo a otros 

grupos étnicos y culturales que no se sienten representados por esa facción y que, al 

contrario, desean pertenecer dentro de su Estado.  

Esa excusión podría generar que quienes viven dentro del Estado que está sufriendo 

un fraccionamiento, tengan que lidiar con la situación de que «frente al grupo adscriptivo con 

derecho a la secesión, al no compartir sus características adscriptivas (que normalmente son 

culturales), podrían ser considerados ciudadanos de segunda clase, excluidos de la decisión 

de secesión, o incluso excluidos por completo de la ciudadanía» (Pérez Lozano, 2021. p. 39). 

Esto sin duda fue lo que sucedió con la anexión de Crimea a la Federación Rusa, 

puesto que el referéndum celebrado en 2014 por la población de dicha península para 

pronunciarse respecto de la separación de Ucrania fue incentivado en un contexto en el que 

se eligieron dirigentes de los grupos colectivos minoritarios, quienes indujeron al resto a la 

participación en favor de una supuesta independencia construida bajo la base de 

características adscriptivas comunes.  

Sin embargo, ni las elecciones de los dirigentes ni la promoción del referéndum fueron 

generadas de manera libre y democrática, toda vez que como señalan Czaplinski, Debski et. 

al (2017)  «la elección de los dirigentes de Crimea literalmente bajo las bayonetas de los 

soldados de las fuerzas especiales rusas no hizo sino subrayar cómo los sucesos de Crimea 
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no tienen nada que ver con el derecho de autodeterminación, sino que fueron actos de 

agresión militar» (p. 79). 

Por tanto, la utilización de la tesis del adscriptivismo por parte de Rusia ha demostrado 

que existe un vacío en la interpretación de lo que se puede o no considerar como derecho 

primario de los grupos minoritarios que comparten características comunes en un 

determinado territorio. La implicación de que la secesión no está reconocida en el derecho 

internacional complica el escenario y, es por lo mismo, la indeterminación política y jurídica 

de las situaciones secesionistas pueden generar que la falta de regulación no necesariamente 

implique su prohibición.  

De esta última apreciación, al parecer, se valió Rusia para justificar su injerencia 

dentro del proceso decisionista y secesionista en favor de la anexión de Crimea a su territorio. 

Tal intervención, sin embargo, estuvo marcada por una acción armada que sí está prohibida 

por el derecho internacional. En efecto, «la regulación de la prohibición del uso de la fuerza 

armada tiene un desarrollo paulatino que parte de la teoría de la guerra justa y que 

desemboca en la teoría de la indiferencia» (Salmón y Rosales, 2014. p. 190). 

En ese sentido, muchas de las críticas conferidas al adscriptivismo tienen que ver con 

la inclusión del término belicismo relativo bajo el cual autores como Jaramillo Marín y 

Echeverry Enciso (2005) sostienen que dicha noción «aceptaría la participación de los 

Estados en una guerra por razones de legítima defensa, pero también por otras razones 

adicionales como la reparación de un agravio, la reclamación de un derecho o la prevención 

de un ataque» (p. 16), lo cual implicaría la justificación de Rusia de anexar Crimea por 

reclamos de índole histórico-culturales y político sociales, desconociendo que aunque 

quisiese imponer un realismo crudo en que la guerra no tiene límites, ésta no encontraría su 

legitimación o legalidad en torno a la protección de nacionales rusos o en la legitima defensa, 

puesto que la valoración de la guerra podría volverse injusta a la luz del derecho internacional 

«cuando el único propósito que la alimenta es agredir o conquistar al contrario» (Bobbio, 

1997. p. 33). 

Inclusive, ya la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa condenó también la 

incursión armada por parte de Rusia, estableciendo fuertes críticas respecto de la imposición 

de la tesis del adscriptivismo por cuanto intenta generar un derecho sin precedentes que pone 

en riesgo la propia supervivencia de Ucrania como Estado reconocido por la Comunidad 
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Internacional. A ese respecto, la Resolución 1988/2014 de la Asamblea Parlamentaria del 

Consejo de Europa16 manifiesta que: 

«Dado que ni el secesionismo ni la integración en la Federación Rusa prevalecían en 

la agenda política de la población de Crimea, ni contaban con un amplio apoyo, antes 

de la intervención militar rusa, la Asamblea considera que el impulso hacia la secesión 

y la integración en la Federación Rusa fue instigado e incitado por las autoridades 

rusas, al amparo de una intervención militar» (Asamblea Parlamentaria Consejo de 

Europa, 2014. párr. 15).  

Con esto, la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa acentuó aún más las 

críticas que autores como Wellman (2005) tienen respecto al adscriptivismo al decir que 

«quienes viven en el territorio del grupo adscriptivo con derecho a la secesión, pero no 

comparten sus características adscriptivas (que normalmente son culturales), podrían ser 

considerados ciudadanos de segunda clase, excluidos de la decisión de secesión, o incluso 

excluidos por completo de la ciudadanía» (p. 36).  

Esto es justamente lo que sucedió frente a la anexión en Crimea, donde grupos 

minoritarios que se sentían con derecho a ejecutar actos secesionistas se tornaron en 

mayoría apoyada por la incursión armada de una nación extranjera, desplazando de la 

deliberación a quienes sentían una aproximación o sentido de pertenencia más hacia Ucrania 

que hacia Rusia. 

Si bien es cierto que la tesis del adscriptivismo también podría encontrar defensores 

que sostienen su aplicación o legitimidad se debe a criterios de justicia y desarrollo 

(Buchanan, 2007), tal legitimidad solamente podría gestarse frente a la composición de un 

Estado que no está atendiendo las demandas ciudadanas de quienes están bajo su 

jurisdicción.  

El criterio de que no se necesita consentimiento para someter una acción secesionista 

resta de capacidad al Estado como un ente social, pues existe un pacto por el cual los 

ciudadanos se dan una ley a la que se someten (que se traduce en la potestas soberana del 

Estado, su supremacía al interno e independencia al externo) y en la que la supervivencia 

Estatal y de los grupos humanos que la componen debe permeabilizarse bajo un umbral de 

permanente igualdad y no discriminación.  

 
16 Veáse. Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa. Resolución No. 1988/2014 del 09 de abril 
de 2014: “Últimos acontecimientos en Ucrania: amenazas para el funcionamiento de las instituciones 
democráticas” (disponible en: https://assembly.coe.int/nw/xml/xref/xref-xml2html-
en.asp?fileid=20873&lang=en; última consulta 8/04/2023). 
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Es así como el adscriptivismo debe cumplir con algunas condiciones previas para su 

implementación. A criterio de algunos teóricos (Beran, 1984; y, Margalit y Raz, 1990), las 

acciones secesionistas de carácter unilateral deberían tener ciertas restricciones y su 

aplicación debe contener un impulso colectivo y no individual, siempre y cuando exista una 

transición de la porción de territorio que se fracciona del Estado matriz o se anexa a otro 

Estado en la que dicha fracción, se transforme o mute hacia la consolidación de un estamento 

o entidad democrática, moderna o funcional. 

En el caso de la anexión de Crimea a la Federación Rusa, tal transición resulta arduo 

compleja porque no solamente que no incluye la consolidación de un estamento o entidad de 

carácter democrático o moderno, sino que además no contó con el consentimiento del Estado 

matriz para que el fraccionamiento o separación de una porción de territorio de active en favor 

del Estado sucesor.   

La imposición del adscriptivismo ruso y de los grupos secesionistas que apoyaron la 

anexión de Crimea a la Federación Rusa no sólo que intentaron instaurar la secesión como 

derecho primario y abarcador de dichas representaciones étnico-culturales, sino que, 

además, implicó que su imposición e interpretación de lleve a cabo sin ningún tipo de 

limitaciones.  

Consecuentemente, esto plantea el problema de que al producirse un evento 

secesionista no quede claro quién debe ser el árbitro que dirima tal situación fáctica, pues el 

derecho internacional no ha regulado su aplicación ni ha positivado su figura o régimen de 

aplicación en el ordenamiento jurídico internacional. Ese vacío de quién decide, cómo se 

decide y cuándo se decide un evento secesionista frente al derecho internacional implica que, 

como se ha mencionado en líneas anteriores, se cuestione abiertamente la utilización 

arbitraria de esta figura [in]jurídica.  

Dicho cuestionamiento plantea, frente a la imposición e interpretación abierta y sin 

limitaciones de la secesión, que ésta puede asumir erróneamente que «esas fronteras solo 

pueden ser modificadas por los grupos secesionistas que satisfagan una serie de condiciones 

que a su vez no se exigen a los Estados actualmente existentes para continuar su existencia» 

(Pérez-Lozano, 2021. p. 39). 

La colocación o reconocimiento de grupos secesionistas al mismo nivel que el de los 

Estados ya reconocidos en el ámbito internacional, podría generar la atenuación de la 

racionalidad y unidad de los Estados, que desde la teoría del realismo en las relaciones 

internacionales implica una maximización de poder de los Estados, con una capacidad 

impenetrable y en conflicto o choque constante, donde incluso los fraccionamientos 
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secesionistas (vistos como sociedades internas dentro de los Estados) no deberían entrar en 

contacto con los Estados ya consolidados (Barbé, 2007). 

En lenguaje realista entonces, el orden mundial se sustenta bajo la imagen de los 

Estados como entes racionales y unitarios, mismos que se comportan como una mesa de 

bolas de billar17en que lo que prima es su propia supervivencia y su seguridad nacional. La 

Guerra entre Rusia y Ucrania viene marcada, sin duda, por un estatocentrismo, en el que la 

imposición rusa de la táctica del «creeping annexation»18 viene marcada por: 

«el escenario de una anexión progresiva de Ucrania, en el que el Kremlin decidió que 

su objetivo más importante implica mantener el control de la conexión 

estratégicamente importante entre la Crimea ocupada y Rusia. En el aspecto político, 

la anexión de tierras ucranianas permitirá a Rusia mantener una narrativa que haga 

hincapié en la ‘victoriosa operación especial’ en virtud de la cual Rusia se hizo cargo 

de la población prorrusa ‘oprimida’ por el gobierno de Kiev» (Żochowski y Nieczypor, 

2022. p. 6).  

Consecuentemente, la otra cara de la moneda frente a la aplicación del adscriptivismo 

supondría la aplicación e interpretación de la secesión no como un derecho primario, sino 

más bien como la búsqueda de una solución o remedio que debe verse «como un último 

recurso utilizado por los grupos que son víctimas de injusticias y/o agravios graves y 

constantes» (Pérez-Lozano, 2021. p. 39).  

De esa manera, entonces, algunos defensores de la teoría del remedialismo (Norman, 

2003; y, Seymour, 2007) no escatiman esfuerzos en señalar que la secesión debe ser vista 

como un remedio cuando existen masivas violaciones de derechos humanos al interior de un 

Estado o en un determinado territorio de éste. Para estos autores, la legitimidad de la 

secesión se basa en acercar los niveles de justicia y de bienestar a grupos oprimidos que 

 
17 El término «bolas de billar» se refiere a que los Estados reconocidos en el ámbito internacional 
marcan un orden mundial por el cual se presentan como entes unitarios e impenetrables que juegan 
en un sistema en el que, permanentemente, buscan su maximización de poder y por lo tanto en esa 
supervivencia están en permanente choque dentro de ese juego por mantener su hegemonía. Dentro 
de las relaciones internacionales, el término «bolas de billar» fue acuñado por Wolfers en 1962. Véase. 
Wolfers, A. (1962), Discord and Collaboration, en: Essays on International Relations, Baltimore, The 
John Hopkins UP. 
18 La teoría del «creeping annexation» o «anexión progresiva» ha sido desarrollada por el derecho 
internacional humanitario. Se refiere a un acto unilateral de un Estado mediante el cual proclama su 
soberanía sobre el territorio de otro Estado. Suele implicar la amenaza o el uso de la fuerza, ya que el 
Estado que se anexiona suele ocupar el territorio en cuestión para afirmar su soberanía sobre él. 
Dentro del derecho internacional humanitario, existe la prohibición de anexión, puesto que el derecho 
internacional general considera que la anexión equivale a un acto de agresión, mismo que se encuentra 
prohibido, pues la no agresión supone un principio de aplicación imperativa (jus cogens) dentro del 
derecho internacional.  
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carecen de la posibilidad de ejercer sus derechos y sus expresiones culturales sin ningún tipo 

de injerencia o control.  

El problema frente a la aplicación de la teoría del remedialismo es que nunca podría 

establecerse con claridad, al interior de un Estado, cuál se considera la minoría masivamente 

oprimida y cuál la mayoría más privilegiada. Sin embargo, eso parece no ser un problema 

para esta teoría que mantiene la idea de que la secesión no debe ser vista como la nueva 

demarcación de fronteras al interior de un Estado, sino que es más bien una forma de 

remediar vulneraciones de derechos humanos de grupos oprimidos. 

En efecto, la teoría del remedialismo busca no ser objetada por su falta de claridad 

respecto a qué se consideran grupos oprimidos dentro de la demarcación territorial de un 

cierto Estado, pues su verdadera intención comporta el entendimiento de que «mientras los 

Estados sean razonablemente justos, la forma de sus fronteras no es relevante» (Pérez-

Lozano, 2021. p. 39). 

Esta última consideración del remedialismo podría provocar un conflicto con la teoría 

del realismo dentro de las relaciones internacionales, puesto que dicha teoría «rechaza toda 

idea de comunidad y, en cambio, sugiere la de anarquía en una mesa en la que el espacio 

está abierto y en el que los Estados [representados como bolas de billar] no se ajustan en 

sus movimientos a normas establecidas» (Barbé, 2007. p. 62).  

Esto indica claramente que, aunque el remedialismo puede resultar funcional para 

ciertos grupos secesionistas que quieren encausar el cauce social en valores de justicia e 

igualdad, no resulta tan eficaz para el mantenimiento del estado de naturaleza de los Estados 

como sujetos primigenios y principales del derecho internacional.  

La secesión, entonces, marca indudablemente la conflictividad internacional donde el 

dilema de seguridad y supervivencia de los Estados está en juego. En el orden mundial, el 

sistema de Estados de acuerdo a la teoría del realismo dentro de las relaciones 

internacionales viene gestándose en la imagen que estos proyectan frente a la comunidad 

internacional.  

Su comportamiento frente a la naturaleza humana marca una primera imagen de 

maximización de poder, mientras que la estructura interna del Estado marca una segunda 

imagen de supremacía y estabilidad. «Mientras más fuerte es un Estado, más intensa es su 

capacidad de adentrarse al mundo de la alta política o ‘high politics’ en el que la búsqueda 

por la hegemonía y el posicionamiento mundial viene dada «por la fuerza militar de las 

superpotencias, que debe adentrarse también al mundo de la baja política o ‘low politics’ 

determinado por factores económicos y sociales» (Barbé, 2007. p. 63). 
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Esa interrelación entre la alta política y la baja política implicaría el justificativo de la 

Federación Rusa para anexar Crimea a su territorio, pues dicha península representaría un 

territorio de recursos como el gas y el petróleo que tienen su influjo directo en la economía 

mundial y el abastecimiento hacia Europa, negocio del cual Rusia quiere formar parte. Así, 

los factores económicos y sociales que representan la oportunidad de Rusia son vistos como 

la fragilidad de Ucrania cuya capacidad militar no resulta estar en las mismas condiciones 

que la superpotencia oriental para defender esos recursos que le son propios.  

Ese aprovechamiento por parte de Rusia es lo que la mueve a generar acciones 

secesionistas y hacer que el Estado ruso frente al ámbito internacional muestre una «tercera 

imagen»19 caracterizada por hacer respetar el sistema de Estados (en el que prima la 

anarquía y la maximización de poder). 

2.3 La supervivencia de Ucrania como Estado democrático en 2014-2022 

El expansionismo ruso y la consolidación de su hegemonía ha venido marcada por 

una estrategia de anexión permanente de territorios que, históricamente, han sido 

considerados como pertenecientes culturalmente a dicha potencia oriental. Bajo ese 

escenario, Rusia ejerce «un smart power compuesto por un soft power20 que se manifiesta 

en la presencia de organizaciones no gubernamentales pro-rusas, campañas de rusificación 

a través de la política de entrega de pasaportes (passportization policy) o de la política 

migratoria rusa, entre otros; sustentado por un respaldo militar» (Roslycky, 2011. p. 305). 

Como antecedente a lo acaecido en Ucrania, Rusia ya intentó a través de la 

intervención armada apoderarse de los territorios de Georgia en 2008; situación que, como 

bien documentan Salmón y Rosales (2014) «estuvo precedida de intensas campañas de 

passportization21, a partir de la cual Osetia del Sur y Abjasia se convirtieron en territorios 

rusos de facto» (p. 188).  

 
19 Dentro de las relaciones Internacionales, el término «tercera imagen» fue acuñado por Waltz en su 
obra Man, the State and War (2001) y se refiere a que es el Estado el responsable de generar la 
conflictividad internacional. Mientras se mantenga fuerte en esa conflictividad, habrá ganado ventaja 
sobre Estados más débiles, más dóciles o más fáciles de manejar. Véase. Waltz, K, (2001), Man, the 
State and War: A Theoretical Analysis, New York, Columbia University Press. 
20 Soft power en derecho internacional se refiere a la capacidad de un Estado o actor internacional de 
influir en las acciones o intereses de otros actores a través de medios no coercitivos, como la cultura, 
los valores, las ideas políticas y las políticas exteriores. En otras palabras, es la habilidad de persuadir 
y atraer en lugar de imponer o coaccionar. 
21 La “passportization policy”, en el contexto ruso contemporáneo, se refiere a una política estatal que 
implica la emisión masiva de pasaportes a los residentes de ciertas regiones, generalmente aquellas 
que han sido anexadas o están bajo una fuerte influencia rusa. Esta práctica tiene como objetivo 
principal fortalecer el control político de Rusia sobre estos territorios y facilitar su integración en el 
estado ruso. 



54 

 

Esto, sin lugar a dudas, ha fomentado el separatismo o fraccionamiento de ciertos 

territorios como lo ocurrido con Ucrania en 2014 y, con vertiginosa presión e intervención 

armada, la estrategia del creeping annexation ha ido tomando forma con la utilización de la 

figura de la secesión como mecanismo para generar disuasión o provocar un retroceso en la 

demarcación geopolítica y en el tipo de influencia que países de Occidente han tenido 

respecto de territorios orientales. 

A pesar de que la península de Crimea ha sido considerada como una región con 

estatuto autonómico, no es menos cierto que su pertenencia a Ucrania estaba marcada por 

un sistema de Estado unitario, lo cual explicaría que dicho territorio no alcanzó nunca un 

reconocimiento como Estado por parte de la Comunidad Internacional, puesto que se lo 

identificaba como perteneciente a Ucrania que es quien goza de personalidad jurídica 

internacional frente a la Comunidad Internacional. 

Esta península anexada a la Federación Rusa, «tiene una extensión de 25.900 km2 

que actualmente es territorio ucraniano, pero que antiguamente formó parte del territorio de 

la ex URSS» (Salmón y Rosales, 2014. p. 189). Obviamente, el hecho de pertenencia de este 

territorio a Ucrania se debe, entre otros factores, a que «Nikita Krushchev, en 1954, entregó 

este territorio a Ucrania para celebrar el tercer centenario de su alianza histórica» (Taibo, 

2014. p. 64). 

Sin embargo, esta alianza y los acuerdos históricos se rompieron con la anexión de 

Crimea a la Federación Rusa, cuya apropiación ilícita se produjo en medio de protestas y la 

llamada ola naranja del Maidán en que a pesar de que la gran mayoría de ucranianos quería 

un acercamiento de su país con la Unión Europea, el presidente de ese entonces Viktor 

Yanukovych deshizo los acuerdos y alianza para que esa aproximación surja, pactando 

secretamente con el Kremlin y aventajando a Rusia con el comercio de materias primas y 

energéticas.  

De esa manera, la anexión de Crimea a Rusia producto del fraccionamiento 

secesionista no tuvo como punto de acción solamente un inadecuado nacionalismo 

extremista prorruso, sino que además involucró una estrategia geopolítica por considerar a 

Crimea como la región que ineludiblemente conecta Rusia con el resto de Europa.  

Por tanto, «debe recordarse que Rusia ha obtenido clara ventaja en Occidente con 

exportaciones en materias energéticas y, como se sabe, los ductos de gas natural que van 

de Rusia a Europa atraviesan Crimea, por lo que, desde una perspectiva económica y 

geopolítica, no es aventurado afirmar que al Kremlin le era conveniente adueñarse de esta 

zona geográfica» (Salmón y Rosales, 2014. p 189). 
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A su vez, desde la anexión de Crimea a la Federación Rusa en 2014, la política 

exterior rusa ha estado marcada por el influjo de intentar apropiarse de territorios que 

históricamente le pertenecían a la ex URSS, lo cual ha significado no solamente generar 

injerencias arbitrarias y armadas en otros territorios, sino, además, «forjar alianzas paralelas 

a la Unión Europea, como es el caso del proyecto de  creación  de  la  Unión  Económica  

Euroasiática  con  Bielorrusia  y  Kazajistán» (Salmón y Rosales, 2014. p. 189). 

La escalada del conflicto internacional entonces, ha supuesto el entroncamiento de 

argumentos a favor y en contra del fraccionamiento secesionista de Crimea a favor de Rusia 

y ha generado la discusión de supuestos fácticos en base a dos principales aristas: por un 

lado, la justificación de vulneración de la integridad territorial de otro Estado y la fragmentación 

de su independencia política por el hecho de proteger a connacionales y generar una 

intervención de rescate; y, por otro, la utilización de la legitima defensa que autoriza una 

masiva e intensa estrategia de intervención armada. 

En los apartados siguientes, la presente investigación dilucidará respecto a cuáles 

han sido los argumentos vertidos en torno al proceso de anexión de Crimea a la Federación 

Rusa y anexión de otros territorios entre 2014 a 2022.      

La supervivencia de Ucrania como Estado democrático entonces ha sufrido varios 

embates que han significado no solamente la afectación a su integridad territorial, sino 

también una ola intensificada de manifestaciones y fraccionamientos apoyados bajo la 

incursión armada rusa. 

De esa manera, la militarización rusa en Ucrania en marzo de 2014 produjo que un 

sector prorruso en Crimea pida la ayuda e intervención armada del ejército ruso y, 

consustancialmente, algunas autoridades en Crimea que estaban a favor de esa separación 

en Crimea impulsaron un referéndum autonómico (en franca vulneración a la Constitución 

ucraniana) para apoyar la anexión de Crimea a Rusia y la consecuente separación 

independiente de Ucrania. 

Esa reivindicación ilegítima dio paso a la permanente agudización entre 2014 a 2016 

de «intentos separatistas principalmente en las regiones de Donetsk y Lugansk donde se 

realizaron el 11 de mayo de 2014 referéndums similares al de Crimea» (Aguayo Armijo, 2016. 

p. 223).  

En efecto, en los años siguientes se han producido consecutivas declaraciones de 

independencia, mismas que han sido «inmediatamente denunciadas por Ucrania, mientras 

que Rusia solo las ha reconocido sin pronunciarse sobre las solicitudes de integración a la 

Federación» (ibid. p. 223). 
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2.3.1 Contexto histórico del conflicto internacional (anexión de Crimea a la 
Federación Rusa) 

Ya en el conflicto armado de Georgia en 2008, la Federación Rusa invocó su 

responsabilidad de proteger a sus connacionales rusos que se encontraban en esa zona de 

conflicto y, consecuentemente, con esta misma argucia interpretativa quiso utilizar este 

mismo argumento para lo acaecido en Ucrania en 2014. Empero, existe un desconocimiento 

de la figura de responsabilidad de proteger por parte de Rusia, puesto que «esta terminología 

no se identifica con el de rescate armado de nacionales en el extranjero, también denominado 

por algunos autores de la doctrina española como ‘intervención de humanidad’ y por cierto 

sector de la doctrina anglosajona como ‘r2p’» (Salmón y Rosales, 2014. p. 191). 

En esta crisis post Guerra Fría, por tanto, la justificación rusa de intervención armada 

en 2014 y el referéndum celebrado para anexar Crimea a Rusia no podrían encuadrarse 

dentro de la doctrina del «R2P». 

Ya el derecho internacional público ha generado la interpretación y utilización de esta 

figura únicamente a situaciones relativas a graves violaciones a los derechos humanos o a 

situaciones de cometimiento de crímenes de lesa humanidad, que impliquen la planificación 

sistemática y generalizada de provocar daño contra población civil en casos como etnocidio, 

genocidio o incluso crímenes de guerra contrarios al derecho internacional humanitario. 

De esa manera, la anexión de Crimea en 2014 y las posteriores anexiones de Donetsk 

y Lugansk entre 2015 y 2016 bajo el supuesto de proteger a nacionales rusos, no solamente 

que ha sido criticada por la gran mayoría de Estados dentro de la Comunidad Internacional, 

sino que, además, tal justificación es contraria al derecho internacional. 

Ha de entenderse entonces que, esa justificación resulta totalmente contradictoria a 

los principios de «prohibición de la amenaza y uso de la fuerza, por  la cual un Estado realiza 

una incursión militar de manera unilateral en el territorio de otro Estado con el propósito de 

proteger la vida de sus nacionales» (Salmón y Rosales, 2014. p. 191).  Asimismo, autores 

como Thomson (2012) señalan que una mala interpretación de esta figura conlleva a que se 

utilicen intervenciones armadas con el objeto de «matizar su disconformidad con el derecho 

internacional mediante una supuesta finalidad humanitaria o a través de una supuesta 

legítima defensa que se manifiesta como precedente legitimador de su actuación» (p. 628). 

A partir de 2016, por tanto, la anexión de Crimea y la intensificada crisis en 

Sebastopol, Donetsk y Lugansk han provocado un cambio en el orden mundial. Desde la 

mirada rusa, dicha anexión comporta una ampliación de sus fronteras «sin el beneplácito del 

Occidente» (Kudryashev, 2014. p. 389) y, en cambio para Estados Unidos y la Unión Europea, 
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ello supone «la vulneración total de las leyes internacionales y de tratados como el de Helsinki 

de 197322 y el de Budapest de 199423» (ibid. p. 389).  

Ya en 2017 y 2018, autores como Kudryashev (2014) reportan que: 

«la situación en la zona del Dombás fue mucho más dramática que la de Crimea. 

Envalentonados por el ejemplo de Crimea, los activistas prorrusos tomaron los 

edificios gubernamentales, proclamaron su independencia de Kiev y promovieron 

sendos referendos lo que provocó la entrada de las tropas y batallones nacionalistas 

al Este del país» (p. 390). 

Esta situación se ha intensificado dado el masivo y permanente apoyo de Occidente 

a «las revoluciones de colores, como la Revolución Naranja en Ucrania que ha tomado fuerza 

desde 2014 en Maidán y que continúa con su activismo a lo largo del país» (Añorve, 2016. p. 

582). 

Las motivaciones de lo acaecido con la Revolución Naranja del Maidán en 2014, se 

han intensificado en la defensa territorial de Ucrania y la participación de civiles, hombres y 

mujeres en la estrategia de defensa y en la incursión de hombres dentro de las filas del ejército 

ucraniano para potenciar su capacidad. Esto ha provocado, consecuentemente, la masiva 

participación de civiles en la Guerra entre Rusia y Ucrania a partir de 2018 y con ascenso a 

raíz de la incursión armada y los permanentes ataques contra población civil y contra edificios 

y hospitales en febrero de 2022 sobre todo en las zonas aledañas a Kiev. 

Es entonces que la permanente respuesta de ataque por parte de Rusia se justificaría 

en un juego de realismo y geopolítica en que prima la reivindicación del poderío nacional ruso 

sobre cualquier otra acción dentro del tablero de ajedrez con el que los Estados son 

representados dentro de la esfera global. 

Ese nuevo orden mundial que sugiere la Guerra entre Rusia y Ucrania sigue 

demostrando que la teoría del realismo dentro de las relaciones internacionales es la que 

 
22 Mediante el Acuerdo de Helsinki de 1973 que dio paso a la Conferencia sobre Seguridad y 
Cooperación en Europa de 1975, los 35 Estados firmantes (entre ellos la ex URSS, ahora Rusia) 
adoptaron la postura de defender los derechos humanos y consagraron la activación del principio de 
no agresión y de no afectación a la integridad territorial, generando así la aplicación directa respecto 
de la inviolabilidad de las fronteras europeas, rechazando el uso desproporcionado y arbitrario de la 
fuerza y la injerencia extranjera en asuntos internos, propios de la soberanía de cada uno de los 
Estados firmantes. 
23 El Acuerdo de Budapest de 1994 establece, entre otras, garantías de seguridad hacia los Estados 
signatarios con respecto a la adhesión de Ucrania al Tratado de No Proliferación Nuclear. Sin embargo, 
Rusia al anexar Crimea a su territorio está desconociendo las implicancias de este acuerdo y pretende 
utilizar los recursos energéticos y la provisión de la capacidad nuclear que puede tener Ucrania para 
sus propios fines e intereses geopolíticos.  
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prima, pues como lo ha sostenido permanentemente Morgenthau (1948) «los componentes 

del poder nacional incluyen la geografía, los recursos naturales, la capacidad industrial, la 

presteza militar, la población, el carácter nacional, la moral nacional, la calidad de la 

diplomacia y la calidad de gobierno» (p. 52). 

Por ello, a partir de 2018, Rusia se ha encargado de destruir no solamente edificios y 

hospitales, sino también el transporte en la zona de conflicto, principalmente en la zona del 

Dombás, puesto que «la infraestructura de transporte es la primera en ser destruida para 

dificultar el suministro de tropas lo que imposibilita la huida de los que esperaban hasta el 

último minuto que la guerra no les golpee en su propio hogar» (Kudryashev, 2014. p. 392). 

En efecto, a partir de febrero de 2022 y con la motivación de las anexiones de Crimea, 

Sebastopol, Donetsk y Lugansk y la zona Este y Oeste del Dombás, emerge un nuevo orden 

post Guerra Fría que otorga como lo señalaba Waltz (1993) «un valor importante a la 

población» (p. 68).  

Esta primacía por los nacionalismos prorrusos, ha hecho que la Federación Rusa trate 

de enlazar los efectos separatistas o el fraccionamiento territorial y secesionista con la idea 

de que debe combinar dentro de su poder nacional y su hegemonía internacional, ciertos 

elementos que incluyen la apropiación del territorio de otros Estados para fortalecer su 

capacidad militar, el chantaje sobre minorías o activación de los nacionalismos culturales para 

mantener una población a fin a las causas secesionistas y la dotación de recursos a través 

de rutas que impidan que esos recursos pasen a manos de las potencias europeas y 

occidentales (Añorve, 2016). 

Por tanto, el principal factor para impulsar el fraccionamiento de Ucrania por parte de 

Rusia ha venido justificado en los últimos años por un cambio en la política exterior rusa. A 

criterio de autores como Mearsheimer (2014), «la Federación Rusa no es una potencia en 

ascenso, sino una potencia en declive, especialmente por dos razones: por su demografía y 

por su economía unidimensional» (p. 271). 

Estas dos razones explicarían por qué Rusia necesita justificar su estrategia de 

creeping annexation a través del control de territorios que constituyen canales importantes de 

comercio con Europa y el resto de occidente, puesto que solo así podrá intensificar su 

economía y expandir su comercio hacia otras áreas de interés geopolítico.  

Para justificar esas acciones de expansión geográfica y territorial, Rusia ha venido 

utilizando de forma errónea el precedente dado por la Corte Internacional de Justicia (CIJ) en 

el caso Kosovo. Dado que se trató de un caso en el que se justificó la intervención humanitaria 

en favor de los albanos-kosovares por el etnocidio causado por los serbios, el caso mereció 
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incluso la intervención de la OTÁN a través de los Balcanes para detener dicha persecución 

de carácter étnico-cultural (Salmón y Rosales, 2014). 

Lo curioso de este caso es que, frente al intento de independencia de Kosovo, que no 

tiene reconocimiento como Estado independiente por parte de la Comunidad Internacional. 

La declaración de independencia bajo la utilización del derecho a la autodeterminación 

externa «no fue más que la semilla de futuras hostilidades y controversias. Importantes 

potencias como Estados Unidos, Reino Unido y Francia reconocieron desde el principio al 

Estado naciente, mientras que otros países como España, Rusia y Brasil manifestaron su 

ferviente desacato a la declaración» (Herrero Sanz, 2021. p. 31) 

Esto incentivó en ese caso la actuación de la Asamblea General de las Naciones 

Unidas (ONU), órgano que elevó una consulta a la Corte Internacional de Justicia (CIJ) 

respecto de la legalidad del gobierno kosovar de autoproclamar la independencia de Kosovo 

a través de un referéndum.  

La Corte Internacional de Justicia (CIJ) estableció una opinión consultiva en ese caso 

y generó un mal precedente que incluso contraría los principios básicos del derecho 

internacional. El precedente pretende desconocer que la autodeterminación externa se da en 

casos de proclamación de independencia frente a casos de colonialismo (lo cual no ocurre 

en Kosovo) o incluso se da frente al fraccionamiento de parte del territorio de un Estado que 

da su consentimiento para que dicha fracción territorial pase del Estado predecesor al Estado 

sucesor. 

Este hecho se agrava aún más, puesto que la misma Corte Internacional de Justicia 

(CIJ) se pronunció respecto de la declaración unilateral de independencia de Kosovo al decir 

que «en el derecho internacional contemporáneo, se reconoce el derecho de 

autodeterminación de los pueblos no autónomos o sujetos a dominación colonial o extranjera 

y, respecto de los casos restantes, no hay ninguna regla que prohíba la declaración de 
independencia» (CIJ, 2010. párr. 79). (El resaltado me pertenece nuestro). 

La malinterpretación que se ha hecho de este erróneo precedente abre la puerta para 

la justificación de cualquier acción secesionista como lo ha hecho Rusia frente a la anexión 

de Crimea, Sebastopol, Donetsk y Lugansk y la zona Este y Oeste del Dombás. 

Inclusive, frente a esa falta de interpretación y argumentación por parte de la Corte 

Internacional de Justicia (CIJ) en el caso Kosovo, la misma Opinión Consultiva recoge el voto 

separado del juez Yusuf, en la que respecto a la cuestión de la autodeterminación menciona 

lo siguiente: 
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«Cabe observar desde el principio que el Derecho internacional no favorece la 

fragmentación de los Estados existentes y trata de proteger sus fronteras frente a la 

agresión y la intervención extranjeras. También promueve la estabilidad dentro de las 

fronteras de los Estados, aunque, en vista de su creciente énfasis en los derechos 

humanos y el bienestar de los pueblos dentro de las fronteras estatales, presta mucha 

atención a los actos que implican atrocidades, persecución, discriminación y crímenes 

contra la humanidad cometidos dentro de un Estado. Para ello, descorre el velo de la 

soberanía y confiere a los pueblos determinados derechos protegidos 

internacionalmente, grupos e individuos que puedan ser objeto de tales actos, e 

impone obligaciones tanto a su propio Estado como a otros Estados. El derecho de 

autodeterminación, en particular en su concepción poscolonial, es uno de esos 

derechos» (CIJ, 2010, Voto separado juez Yusuf. párr. 7) 

Si bien esa concepción de la autodeterminación externa con efecto post colonial no 

ha sido recogida o interpretada de manera extensiva en el derecho internacional, el juez Yusuf 

hace referencia a algunos parámetros que se pueden considerar para que grupos étnicos, 

grupos minoritarios puedan ejercerlo: en primer lugar, menciona que debe ser la expresión 

de separación como remedio o como resultado de una sistemática violación de derecho 

humanos o crímenes de lesa humanidad que impliquen la debilidad estatal en proteger, 

respetar y garantizar tales derechos.  

En segundo lugar, el juez Yusuf menciona que, si bien el derecho de 

autodeterminación postcolonial puede ser configurado como un derecho de esos grupos 

discriminados, tiene que primero justificarse que existe una agresión permanente contra esos 

grupos y que la decisión de separación debe tener el consentimiento del Estado predecesor 

y no puede ser objeto ni de intervención extranjera, agresión territorial o del uso 

indiscriminado y abusivo de la fuerza. 

Sin embargo, si se hace una comparación entre lo acaecido en Kosovo y la anexión 

de Crimea a la Federación Rusa, no caben ninguno de estos supuestos para considerar que 

podía configurarse un derecho de autodeterminación externa de grupos minoritarios que 

promueva acciones secesionistas en deterioro de la integridad territorial del Estado serbio y 

del Estado Ucraniano, respectivamente.  

En efecto, frente a la mala interpretación que se puede hacer de la figura de la 

autodeterminación externa con efecto postcolonial y de su aplicación en el derecho 

internacional, ya el juez Yusuf también hizo varias críticas y mencionó que: 

«Las reivindicaciones de estatalidad separada por parte de grupos étnicos u otras 

entidades dentro de un Estado pueden crear situaciones de conflicto armado y pueden 
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suponer una para la estabilidad regional, sino también para la paz y la seguridad 

internacionales. El hecho de que el Tribunal decidiera limitar su dictamen a si la 

declaración de independencia, como tal, está prohibida por el derecho internacional, 

sin evaluar la reivindicación subyacente de autodeterminación externa, puede 

interpretarse erróneamente como una legitimación de tales declaraciones en virtud del 

derecho internacional, por parte de todo tipo de grupos o entidades separatistas que 

hayan hecho o estén planeando hacer declaraciones de independencia. […] el propio 

Tribunal admite que ‘la declaración de independencia es un intento de determinar 

definitivamente el estatuto de Kosovo’, pero no examina si tal determinación unilateral 

del estatuto definitivo de Kosovo y su separación del Estado matriz es conforme con 

el derecho internacional» (CIJ, 2010. Voto separado juez Yusuf. párr. 6).  

De allí que, a pesar de los intentos de Rusia en utilizar el precedente del caso Kosovo 

para justificar su estrategia de creeping annexation en Crimea, pareciera que en dicha 

motivación se le escapó a la política exterior rusa la observancia a las consideraciones del 

juez Yusuf, o simplemente prefirió obviarlas por completo, confundiendo así los propios actos 

de secesión con el derecho de autodeterminación externa, pretendiendo de esa manera 

avalar el uso de la fuerza por parte del ejército ruso en dicha península y en ciudades como 

Sebastopol, Donetsk y Lugansk y la zona Este y Oeste del Dombás. 

Autores como Salmón y Rosales (2014) señalan que «la declaración de 

independencia no debe confundirse ni con el propio acto de secesión ni con una habilitación 

a otros Estados para recurrir al uso de la fuerza», criterio que refuerza la idea de que no existe 

la figura de secesión dentro del derecho internacional y no se ha positivado dentro de ningún 

tratado, convención o incluso declaración alguna.  

A pesar de esa falta de claridad en la Opinión Consultiva del caso Kosovo, la Corte 

Internacional de Justicia (CIJ) sí menciona ciertas limitaciones frente a las acciones 

secesionistas al decir que «la ilegalidad de las declaraciones de independencia no se 

derivaba del carácter unilateral de dichas declaraciones en sí, sino del hecho de que estaban 

o habrían estado relacionadas con el uso ilegal de la fuerza u otras violaciones graves de 

normas de Derecho internacional general, en particular las de carácter imperativo (jus 

cogens)» (CIJ, 2010. párr. 81). 

Por tanto, si bien la Corte Internacional de Justicia no interpretó el alcance de la 

autodeterminación externa con efecto postcolonial y solamente se limitó a decir que la 

declaración de independencia de Kosovo era un asunto de orden interno ajeno al derecho 

internacional, no es menos cierto que sí coloca en el debate internacional el hecho de que las 

declaraciones de independencia no pueden estar vinculadas a hechos que violen principios 
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fundamentales del derecho internacional general o que constituyan norma imperativa o de jus 

cogens internacional como lo son la no agresión o la prohibición del uso de la fuerza. 

Concomitantemente, la autodeterminación externa debería producirse solo en casos 

de pueblos coloniales sometidos a ocupación extranjera o frente a la consolidación de 

Estados de reciente independencia que han roto ese yugo colonial. Ni el caso Kosovo, ni lo 

acaecido en Crimea cumplen con esas particularidades y, en ambos casos, ni siquiera la 

declaración de independencia a través de referéndums fue realizada como un acto de 

ejercicio soberano en el que se contó con el consentimiento de toda la población.  

Cabe recordar que lo que sí está regulado por el derecho internacional es la figura de 

la separación en la que el Estado matriz o Estado predecesor da su consentimiento y cede 

parte de un territorio (total o parcial) a favor del Estado sucesor. Esta condición no se cumple 

en el caso Kosovo que no tiene reconocimiento como Estado dentro de la Comunidad 

Internacional, no tampoco en el caso de Crimea que tampoco tiene personalidad jurídica 

internacional, pues es el Estado de Ucrania quien goza de ese reconocimiento. 

2.3.2 La difícil determinación del sujeto de derecho de autodeterminación 

Ya se ha dicho en apartados anteriores que la autodeterminación externa ha sido 

catalogada como una figura jurídica mediante la cual se da la separación total o parcial de un 

territorio que le pertenecía a un Estado matriz, para la formación y reconocimiento de un 

nuevo Estado naciente de reciente independencia. Asimismo, también puede darse el 

supuesto fáctico de que tal separación se produce para dar por superadas etapas de pueblos 

coloniales sometidos a ocupación extranjera. 

El problema reviste en que la falta de interpretación y regulación político-jurídica de la 

secesión en el ámbito del derecho internacional provoca la concepción de que dichas 

acciones secesiones están supuestamente cubiertas bajo el umbral o paraguas del derecho 

a la autodeterminación de grupos o colectivos minoritarios.  

 Esta aproximación errónea de la secesión desplaza de un plumazo la consideración 

indiscutible de lo que autores como Aguayo Armijo (2016) denominan como «el argumento 

relativo al derecho de autodeterminación de los pueblos» (p. 224) al sostener que «el alcance 

jurídico como derecho a la independencia ha sido exclusivamente establecido en el marco de 

la descolonización» (ibid. p. 224). 

Sin embargo, este argumento ha sido extrapolado a contextos postcoloniales e incluso 

a acciones secesionistas impulsadas supuestamente mediante la inclusión de mecanismos 

democráticos como referéndums o reformas legislativas dentro de los ordenamientos 

jurídicos internos de los Estados.  
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Ante esa realidad, cabe preguntarse si el sujeto de esa relación jurídica de 

fraccionamiento territorial total o parcial de un Estado para su anexión en otro o para la 

creación de uno nuevo, es el grupo o colectivo minoritario que promueve la secesión o son 

los Estados que intervienen en esa relación político-jurídica. 

Desde la mirada de la política exterior rusa, «la aplicación de la teoría de la ‘secesión 

remedio’ al caso de Crimea se justifica al relacionar la validez de la independencia de Crimea 

con la necesidad de proteger la población local de la represión del gobierno ucraniano» 

(Aguayo Armijo, 2016. p. 227), lo cual haría prevalecer a la autodeterminación externa como 

un derecho de grupos o colectivos que conforman una población para adoptar un nuevo 

estatuto de funcionamiento y gozar de mayor libertad e independencia.  

Así, el sujeto de esa autodeterminación sería el grupo o colectivo de individuos 

prorrusos que se sentían amenazados por el Estado Ucraniano al cual supuestamente le 

demandan falta de atención hacia ellos e incluso una serie de represiones y vulneraciones de 

derechos que hasta ahora no han podido ser comprobados.  

Esa utilización del remedialismo por parte de Rusia provocaría que el derecho de 

autodeterminación no se centre en los pueblos coloniales sometidos a ocupación extranjera 

o que no prevalezca sobre el aseguramiento de la estabilidad de los Estados de reciente 

independencia, sino que más bien se enfoque en la razón de ser de una minoría sin que se 

llegue a evaluar si realmente conductas como la abolición del ruso como segunda lengua 

dentro de Ucrania pueden considerarse como violaciones graves o masivas a los derechos 

humanos. 

Del otro lado, Ucrania advertirá que el derecho de autodeterminación externa solo 

puede darse desde un punto de vista de la representación política y social advocada en el 

total de la población que desea desprenderse del Estado matriz para pasar a ser parte de 

otro Estado o formar uno totalmente nuevo.  

Por tanto, el derecho de autodeterminación «no significa que a partir del momento en 

que un gobierno desconoce los derechos de las minorías estas encuentren un fundamento 

en el derecho internacional para independizarse» (Aguayo Armijo, 2016. p. 227) y, que «[…] 

los límites sobre la representatividad significan, en el mejor de los casos, que el derecho 

internacional abandona en cierta medida su neutralidad hacia el derecho nacional para 

garantizar una cierta protección a las minorías en el plano interno» (ibid. p. 227).  

Esa protección por tanto frente a la falta de representatividad o ante supuestos fácticos 

de discriminación o vulneración de derechos encuentra su cauce en los sistemas de 

protección de derechos humanos derivados del derecho internacional de los derechos 

humanos y no pueden suponer que, por la falta de interpretación de la autodeterminación 
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externa para situaciones postcoloniales, se acepte la implementación inmediata de la 

secesión bajo la consideración de que al no estar prohibida por el derecho internacional se la 

puede utilizar sin ninguna restricción. 

La falta de interpretación y regulación de la secesión no solo que complica al derecho 

internacional, sino que prácticamente confiere un derecho no positivado en el derecho 

internacional a grupos o colectivos en situaciones realizadas fuera del contexto de la 

descolonización, provocando un riesgo para la propia supervivencia de los Estados como 

sujetos primigenios y principales del orden mundial y del derecho internacional.        

2.3.3 El referéndum secesionista 

La anexión de Crimea hacia la Federación Rusa tuvo su génesis en el referéndum del 

16 de Marzo de 2014, cuando con algo más del 97%, la población asentada en dicha 

península se pronunció a favor de la adhesión a Rusia, argumento que sirvió a la Federación 

Rusa para justificar su intervención en el proceso aduciendo que la declaratoria de 

independencia de Crimea constituía una acción del derecho interno y que de ninguna forma 

violentaba al derecho internacional. 

Sin embargo, como bien señalan autores como Salmón y Rosales (2014) «Crimea 

pudo declarar su independencia de Ucrania sin que ello implique una vulneración al derecho 

internacional. No obstante, no puede justificar la intervención armada de otro Estado» (p. 

196). 

En esa confrontación entre la no agresión y la defensa de la integridad territorial de 

los Estados, cobra fuerza el realismo con un enfoque defensivo hacia la preservación de la 

seguridad dentro del orden mundial, situación que explicaría porqué Rusia debe defender su 

estabilidad en la gobernanza mundial.  

Empero, la política exterior rusa olvida que una ocupación extranjera en el territorio 

de otro Estado no puede motivar el ejercicio de acciones de derecho interno, y menos aún la 

realización de un referéndum que provoque la desintegración territorial de otro Estado, pues 

tal incursión está prohibida por el derecho internacional (Salmon y Rosales, 2014). 

Incluso autores como Müllerson (2014) no han escatimado esfuerzos en comentar que 

el referéndum de marzo de 2014 en Crimea «es deficiente desde el punto de vista del derecho 

internacional no porque infrinja la Constitución de Ucrania o porque el principio de 

autodeterminación de los pueblos sea menos aplicable en Crimea […] su ilegalidad se deriva 

del hecho de que el referéndum de Crimea se celebró en el contexto de la violación del 

principio de no uso de la fuerza por parte de Moscú [...].» (p. 141). 
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Esto se traduce entonces en el entendimiento de que, si bien pudo haber deseos 

independentistas entre los colectivos prorrusos en Crimea, la acción intervencionista por parte 

de Rusia configuró un escenario de tensión en el que la separación no se dio con el 

consentimiento del total de la población del Estado matriz (Ucrania), sino que dicha acción 

fue marcada por hechos secesionistas producto de la incursión armada del ejército ruso.  

Por ende, ha de entenderse que siendo el referéndum un mecanismo democrático 

que debiera representar la más alta capacidad deliberativa de los individuos que están bajo 

la jurisdicción de Estado, existen ocasiones en que esto no sucede así.  

El caso de Crimea ilustra esta situación, pues como señalan Czaplinski, Debski et. al 

(2017) «frente a este noble telón de fondo, el referéndum de Crimea emerge como una 

repugnante caricatura de esta imagen, en cada elemento de su procedimiento» puesto que 

la anexión de Crimea a Rusia se produjo bajo el uso excesivo de la fuerza y la incursión 

armada producto de la ocupación extranjera en territorio de otro Estado (Ucrania). 

En el siguiente apartado la presente investigación abordará la situación del 

quebrantamiento de los principios democráticos en Crimea y el consecuente estallido del 

conflicto, haciendo mención de que el referéndum no respetó la figura de la separación de 

Estados prevista en el derecho internacional e introdujo la secesión de una manera 

improvisada, incluso en una actuación contraria a otros mecanismos que de modo 

comparativo fueron activados en Quebec, Cataluña, Escocia y Sudán del Sur.    

2.3.4 El quebrantamiento de los principios democráticos 

El referéndum de marzo de 2014 en Crimea no solo que implicó el quebrantamiento 

de principios democráticos como el de la deliberación igualitaria y la participación política y 

social del total de la población del Estado ucraniano, sino que contravino principios de 

derecho internacional como la no agresión, la prohibición de ocupación extranjera y la 

afectación a la integridad territorial de los Estados. 

Además, el uso desproporcionado de la fuerza mediante incursión armada por parte 

del ejército ruso trajo consigo consecuencias para la paz y seguridad internacionales, mismas 

que fueron discutidas en la Resolución 68/262 de la Asamblea General de las Naciones 

Unidas (AGNU) al decir que «el referendo celebrado en la República Autónoma de Crimea y 

la ciudad de Sebastopol el 16 de marzo de 2014, al no tener validez, no puede servir de base 

para modificar el estatuto de la República Autónoma de Crimea» (ONU, 2014. párr. 5). 

En esa misma Resolución, la Asamblea General de las Naciones Unidas (AGNU) 

condenó la incursión armada de Rusia al considerar que la ocupación extranjera sobre 

Ucrania no solamente afectaba su integridad territorial, sino que quebrantaba principios 
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democráticos como la igualdad soberana de los Estados y su derecho a la autodeterminación 

libre de cualquier injerencia extranjera. 

 La estrategia militar de Rusia para tener acceso al Mediterráneo a través del Mar 

Negro irrumpió contra esos principios de derecho internacional en su paso por consolidar 

intereses estratégicos en esa zona y anexarse así Crimea, Sebastopol y continuar con 

Donetsk y Lugansk y la zona Este y Oeste del Dombás. 

Sin embargo, la Asamblea General de las Naciones Unidas (AGNU) en la Resolución 

68/262 fue enfática en mencionar que «[e]xhorta a todos los Estados a que desistan y se 

abstengan de cometer actos encaminados a quebrantar total o parcialmente la unidad 

nacional y la integridad territorial de Ucrania, incluidos los intentos de modificar las fronteras 

de Ucrania mediante la amenaza o el uso de la fuerza» (ONU, 2014. párr. 2). 

El caso particular del referéndum de Crimea puede ser comparado con situaciones 

parecidas en las que también se intentó posicionar la idea de la secesión remedio frente a 

colectivos que se sentían poco representados.  

El caso de Quebec en Canadá, por ejemplo, marca un hito para considerar que las 

acciones secesionistas deben tener limitaciones en su interpretación. De hecho, en 1995 se 

promovió un referéndum para consultar a la población quebequense si quería independizarse 

de Canadá y el resultado en cuestión, en palabras de Rodríguez Prieto (2018) fue que «un 

49,42% de votos válidamente emitidos para el ‘Sí’, frente al 50,58% para el ‘No’» (p. 19).  

A pesar de que el referéndum en Quebec fue un fracaso y la mayoría de la población 

se pronunció en contra de la separación, el gobierno federal de Quebec elevó una consulta 

ante la Corte Suprema de Canadá con la intención de consultar «si cabía la posibilidad de 

una secesión unilateral del pueblo quebequés de acuerdo con la Constitución de Canadá y 

de conformidad con las leyes de derecho internacional y si, en caso de contradicción entre el 

derecho interno y el internacional, cuál prevalecía» (Herrero Sanz, 2021. p. 26). 

La respuesta que dicha consulta recibió por parte de la Corte Suprema de Canadá en 

1998 fue que «que la Constitución no amparaba la secesión sin una reforma previa de la 

misma y que dicha secesión no encontraba respaldo alguno en el derecho internacional, por 

la imposibilidad de clasificar a Quebec como un territorio colonial o sometido a subyugación, 

dominación o explotación extranjera» (ibid. p. 26). 

En efecto, la respuesta dada en el dictamen de la Corte Suprema de Canadá es clave 

para entender que el único supuesto que ha interpretado el derecho internacional para el 

ejercicio del derecho a la autodeterminación externa es el que éste se desarrolle como 

antesala de la independencia de pueblos coloniales sometidos a ocupación extranjera o ante 
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el aparecimiento de Estados de reciente independencia, en los que la separación de 

producirse debe darse con consentimiento del Estado matriz hacia el Estado sucesor. 

Este supuesto no se dio en Crimea e incluso Rusia, obviando los principios 

democráticos y este precedente jurisprudencial, prefirió adoptar el erróneo precedente de 

Kosovo ya analizado en líneas anteriores. Inclusive, autores como Olguín (1997) citan la 

jurisprudencia española de la sentencia del Tribunal Constitucional español STC 42/2014 en 

la que se afirma que frente a los intentos secesionistas de Cataluña «en el marco de la 

Constitución una Comunidad Autónoma no puede unilateralmente convocar un referéndum 

de autodeterminación para decidir sobre su integración en España. Esta conclusión es del 

mismo tenor que la que formuló el Tribunal Supremo del Canadá» (p. 146). 

Se puede observar entonces que tanto la jurisprudencia canadiense como la española 

son coherentes con el derecho internacional y remarcan la importancia de que los 

mecanismos institucionales y legales como los referéndums no pueden quebrantar principios 

democráticos como la unidad territorial, la igualdad deliberativa, la plena participación política 

y la prohibición de agresión y uso desproporcionado de la fuerza que afectan a la integridad 

territorial de los Estados. 

A los casos de Quebec y Cataluña también le sigue el de Escocia, cuyo punto 

efervescente o de estallido social se dio a raíz de lo ocurrido en Crimea en marzo de 2014.  

La motivación escocesa fue seguir los mismos pasos del referéndum de Crimea pocos 

meses después, y en septiembre de 2014 «el 84.59 % de los escoceses residentes en 

Escocia y mayores de dieciséis años acudieron a las urnas» (Herrero Sanz, 2021. p. 28) para 

pronunciarse respecto a la posibilidad de independencia de Escocia del Reino Unido. 

El resultado de ese proceso plebiscitario fue que «los partidarios de la secesión, con 

el 44,7 % de los votos perdieron frente al 55,3 %, que votó en contra de la independencia 

escocesa» (ibid. p. 28) y a pesar de ser tan ajustado, se respetó la voluntad popular con 

apego a las instituciones. 

Esta situación, en cambio, no ocurrió con Crimea en la que la voluntad popular fue 

trastocada porque la totalidad del pueblo ucraniano no fue consultada respecto de una posible 

separación de Crimea, toda vez que, a diferencia de los ejemplos citados de Quebec en 

Canadá y Cataluña en España, se trataba de territorios bajo un sistema federal y no de un 

territorio unitario como el caso de Crimea en Ucrania. Además, resulta imprescindible anotar 

que el referéndum estuvo condicionado por una ocupación extranjera con incursión armada 

y uso arbitrario y desproporcionado de la fuerza.  
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Por último, el caso del referéndum en Sudán del Sur demuestra que pueden existir 

casos de separación del Estado matriz con consentimiento del Estado predecesor hacia el 

Estado de reciente independencia. Este referéndum fue la culminación del acuerdo de paz 

de Naivasha de enero de 2005 para poner un punto final a casi dos décadas de guerra civil.  

De esa manera, la separación de la parte sur de Sudán que dio paso a la creación de 

un nuevo Estado (Sudán del Sur) se produjo mediante la activación de un mecanismo 

democrático guiado por decisión de la Corte Internacional de Justicia en su dictamen de 2009, 

mismo que en 2011 resultó en un proceso cauto que de manera positiva se llevó a cabo 

cumpliendo con estándares internacionales y sin que la decisión de independencia implique 

ninguna agresión a la integridad territorial de Sudán (Czaplinski, Debski et. al., 2017). 

Como se puede observar, la discusión en torno a la figura de la secesión mediante 

referéndums no es nueva, pero las acciones secesionistas han encontrado limitaciones en 

principios democráticos como el de la unidad territorial, la igualdad deliberativa, la 

participación política y el respeto a la integridad territorial de los Estados. 

En ese último supuesto fáctico, también imperan los principios del derecho 

internacional sobre no agresión, no ocupación extranjera y prohibición del uso de la fuerza. 

Al parecer, éstos fueron quebrantados con lo acaecido en Crimea y no se cumplió la condición 

de que la autodeterminación externa solo puede producirse frente a hechos que conlleven la 

demarcación geográfica de pueblos coloniales sometidos a ocupación extranjera o frente a 

los llamados Estados de reciente independencia.  

2.4 El conflicto entendido desde las teorías realistas de las relaciones 
internacionales 

No cabe duda de que, al tratar el conflicto entre Rusia y Ucrania, la teoría del realismo 

dentro de las relaciones internacionales es la que prevalece. Dicha prevalencia está marcada 

por una interpretación del orden mundial que viene precedida por dos objetivos: primero, 

mantener viva la esencia de la «realpolitik» en la que la imagen del mundo para los realistas 

es aquella en la que se impone el egoísmo estatocéntrico e individual frente a la armonización 

de intereses o a la seguridad colectiva; y, segundo, por el mantenimiento de una lógica de 

seguridad nacional desde la militarización y la anarquía. 

La conjugación de ambos elementos explicaría el porqué de la anexión de Crimea a 

la Federación Rusa en 2014 y las posteriores secuelas de anexión de otros territorios hasta 

2022 como Donetsk y Lugansk y la zona Este y Oeste del Dombás. 

De hecho, «tras anexionarse Crimea en febrero-marzo de 2014, Putin pensó que sería 

igual de fácil invadir el Dombás, donde esperaba contar con el apoyo de las fuerzas prorrusas 
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de la región. Para ello se desplegaron en el Dombás destacamentos militares especiales 

dirigidos por oficiales de carrera del Servicio Federal de Seguridad (FSB) ruso» (Felshtinsky 

y Stanchev, 2022. p. 407). 

La constante militarización en los territorios a ser anexados por parte de la Federación 

Rusa ha recrudecido la idea de un orden mundial que desplaza la seguridad colectiva por la 

seguridad nacional y que amenaza incluso con imponer planes hegemónicos e imperialistas 

dentro del escenario mundial.  

Nuevamente se instala con fuerza la tesis del realismo que en palabras de Barbé 

(2018), «cuya unidad de análisis es el Estado, entendido como racional y unitario. La 

racionalidad se debe a su actuación (maximización del poder) y el carácter unitario lo acerca 

a la visión hegeliana del Estado» (p. 62).  

Consecuentemente, la seguridad nacional para el enfoque realista se desenvuelve 

desde un entramado hostil en que la amenaza a otros Estados por medio de la fuerza se 

vuelve una constante, al igual que la permanente agresión extranjera vista como estrategia 

para generar alianzas militares y conseguir posicionamiento internacional incluso en el 

comercio de armamento (Barbé, 2018). 

De allí que «en el enfrentamiento entre Rusia y Ucrania, la guerra informativa, 

económica y comercial ha sido un elemento importante […] La anexión ilegal de Crimea y el 

estallido de la guerra en el Dombás habían sido diseñadas precisamente con el propósito de 

poner freno a la marcha progresiva de Ucrania hacia Europa» (Felshtinsky y Stanchev, 2022. 

p. 411). 

Esa táctica de represión dentro del realismo se traduce en que después de la anexión 

de Crimea a la Federación Rusa en 2014, la política exterior de Rusia tomó un giro de timón 

hacia la incorporación y participación de elementos militares rusos en regiones de Ucrania, 

incluso con la utilización de servicios de seguridad tanto en el sur, este y oeste de dicho país.  

Entre 2014 a 2016, «los separatistas tomaron varios edificios administrativos en las 

provincias de Donetsk y Lugansk, así como en las ciudades de Slaviansk, Liman, Yenakievo, 

Mariúpol y Horlivka, entre otras» (Felshtinsky y Stanchev, 2022. p. 412). 

Frente a estas constantes agresiones y a la injerencia extranjera rusa en Ucrania, no 

cabe duda de que el realismo se asienta de nuevo con sus premisas de que la supervivencia 

de los Estados y la permanente defensa de sus sistemas de seguridad nacional son las 

constantes para construir un nuevo paradigma o teoría internacional que se desarrolle 

principalmente en la conservación del Estado y de éste en su interacción con el control y la 

hegemonía en la vida social (Koskenniemi, 2020. p. 121). 
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En lenguaje realista, autores como Wight (1966) explicarán que las decisiones en la 

política exterior de los Estados se traducen en comprender que: 

«La teoría política y el derecho son mapas de experiencia o sistemas de acción en el 

reino de las relaciones normales y los resultados previsibles. Son la teoría de la buena 

vida. La teoría internacional es la teoría de la supervivencia. Lo que para la teoría 

política es el caso extremo (como la revolución o la guerra civil) es el caso normal para 

la teoría internacional» (p. 3). 

Esa ‘normalidad’ frente a la activación de acciones secesionistas es lo que llevó a 

Rusia a sostener que la descentralización administrativa en Ucrania y la consecuente 

estrategia del «creeping annexation» se han llevado a cabo por medios legítimos a través de 

referéndums. Dichos mecanismos, han generado que las zonas de Donetsk y Lugansk se 

declaren como republicas populares y declaren así su independencia de Ucrania. 

Esto provocó que Rusia utilice situaciones parecidas como lo ocurrido en Georgia con 

Abjasia y Osetia del Norte en que la permanente incursión armada a través de las fuerzas 

armadas regulares rusas que impulsaron «una invasión a gran escala en Ucrania, lo que les 

permitió apoderarse de varios distritos de la región de Donetsk y acercarse a Mariúpol» 

(Felshtinsky y Stanchev, 2022. p. 414). 

Inclusive, la postura del realismo se manifiesta de forma implícita en los llamados 

Acuerdos de Minsk, en los que delegaciones rusas y ucranianas dialogaron y negociaron un 

arreglo político y legislativo para de alguna manera poner fin al conflicto político.  Sin embargo, 

estos acuerdos implicaban la superposición de una delegación fuerte (Rusia) sobre una 

delegación débil (Ucrania) en donde las condiciones y alternativas de supervivencia se venían 

dando de modo desigual. 

Por una parte, Rusia buscaba «una concesión de un ‘estatus especial’ para 

determinadas zonas de Donetsk y Lugansk […] la cual se refería a la exención de castigo, 

enjuiciamiento y discriminación para quienes participaron en el conflicto» (Felshtinsky y 

Stanchev, 2022. p. 418), mientras que por otra parte, se evidenciaba una desventaja en 

Ucrania, puesto que varios sectores secesionistas desplazaron a gran parte de la población 

Ucraniana (especialmente entre 2015 a 2018) de la participación en el conflicto, lo cual 

supuso su evidente invisibilidad «en el ejercicio a la autodeterminación, a la participación en 

conjunto con las autoridades locales en el nombramiento de jueces y fiscales y al apoyo del 

Estado al desarrollo socioeconómico de las zonas» (ibid. pp. 418-419). 

En ese sentido y como bien explica Koskenniemi (2020), «la distinción entre lo normal 

y lo excepcional ha llegado a formar parte de la explicación realista de por qué el derecho 

internacional mantiene una estructura débil» (pp. 121-122). La crudeza de tal afirmación 
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también se ve reflejada en el contexto del conflicto entre Rusia y Ucrania, puesto que lo que 

debaten los realistas es la existencia y supervivencia nacional de los Estados que debe 

enfrentarse a situaciones en las que cualquier tipo de interferencia podría causar su 

permanente extinción.  

Esto lo han entendido muy bien tanto Rusia como Ucrania que han decidido mantener 

el juego de las relaciones internacionales y la imagen del orden mundial como si se tratase 

de una mesa de bolas de billar en que los Estados están en permanente choque entre sí, 

pues no existen amigos o enemigos en la esfera internacional, sino que prevalecen solamente 

los intereses.   

En esa búsqueda egoísta de supervivencia y de maximización por el mantenimiento 

de la hegemonía y el poder, también empieza a gestarse un nuevo orden mundial con carácter 

imperial, mismo que desde la teoría del realismo ofensivo implica el entendimiento de que 

buscaba «las teorías políticas no podrían aplicarse ni funcionarían las reglas jurídicas porque 

la necesidad de supervivencia superaría con creces la necesidad de conformidad» 

(Koskenniemi, 2020. p. 122). 

La necesidad de supervivencia, por tanto, llevó a las delegaciones rusas y ucranianas 

a sentarse nuevamente en la mesa de negociación y así entre 2019 hasta febrero 2022 se 

esbozó la ruta de los llamados Acuerdos Minsk II, tan criticada por parte de la Comunidad 

Internacional porque suponía conformarse con la supervivencia de Ucrania mediante 

«cambios en su Constitución tendientes a la federalización del país, la concesión de un 

estatus especial al Dombás y la celebración de elecciones en esa zona» (Felshtinsky y 

Stanchev, 2022. p. 419). 

Esta situación dio paso a una constitutiva e incesante expansión geográfica por parte 

de Rusia en Ucrania, dando paso así a la consolidación de un realismo estructural en el cual 

la supervivencia de los Estados está marcada no solamente por su egoísmo individualista en 

el escenario global, sino también por el mantenimiento de sus intereses y de su seguridad 

nacional. 

En esa táctica defensiva de la seguridad nacional por sobre la seguridad colectiva, el 

realismo estructural concibe la idea de mantener la anarquía estatocéntrica como una forma 

de activación de conducir operaciones de política exterior y operaciones defensivas, incluso 

bajo la utilización de operaciones militares especiales.  

Con ello, en febrero de 2022 hubo una nueva incursión armada por parte de Rusia en 

Ucrania y, de esa manera, «Moscú reconoció la independencia de las llamadas repúblicas 

populares de Donetsk y Lugansk […] Esto provocó las protestas de Ucrania, que considera 
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que esos territorios ucranianos están temporalmente ocupados por Rusia, al igual que 

Crimea» (Felshtinsky y Stanchev, 2022. p. 419).  

He allí que el conflicto entre Rusia y Ucrania marca un nuevo orden mundial en el que 

las relaciones internacionales, envueltas por las teorías realistas como se ha explicado 

anteriormente, crean un mundo de estrategas en el que pareciese que se vuelve al entorno 

bipolar de la Guerra Fría (Barbé, 2018), mismo que se explica por la conexión entre la 

maximización del poder y el quid pro quo entre seguridad y libertad.  

Bajo la premisa realista, la seguridad es ofrecida por el Estado que debe mantener 

una táctica ofensiva para defender su supervivencia, mientras que los individuos ceden una 

dosis de libertad para dar paso a dichas acciones ofensivas y estructurales (Herz, 1959).  

Esto ha dado paso al fraccionamiento interno de Ucrania en el que las acciones 

secesionistas han justificado la separación de ciertos territorios sin contar con el 

consentimiento del Estado matriz (Ucrania), situación que incluso va más allá de la anexión 

de Crimea a Rusia, puesto que «el reconocimiento de las autoproclamadas repúblicas 

populares de Donetsk y Lugansk alarmó a toda la comunidad europea y mundial, ya que todos 

vieron en ese acto, el inicio de una nueva escalada de hostilidades en el Dombás […] Así se 

dio comienzo a la Tercera Guerra Mundial» (Felshtinsky y Stanchev, 2022. p. 420). 

En el siguiente apartado se desarrollará un poco más acerca de dicha imagen del 

mundo como una mesa de bolas de billar, misma que se desarrolla entre el marco ofensivo 

de los Estados por mantener su hegemonía y poder, y la consecuente defensa de sus propios 

intereses y de la seguridad nacional. 

2.4.1 Posición realista frente al conflicto: “el mundo como una mesa de bolas de 
billar” 

Ya se ha dicho en líneas anteriores que el paradigma realista sustenta «la imagen del 

mundo gráficamente definida como la imagen de las ‘bolas de billar’, en referencia a los 

Estados unitarios (impenetrables) y en conflicto (choque) constante […] Esta imagen rechaza 

toda idea de comunidad» (Hopkins, 1962. p. 37). 

La anexión de Crimea a la Federación Rusa, por tanto, muestra el choque constante 

entre dos Estados (Rusia y Ucrania) que luchan por su supervivencia constante desde aristas 

distintas.  

Rusia, por un lado, quiere mantener su hegemonía imperial activa y maximizar su 

poder a través de la permanente táctica ofensiva de utilización de operaciones militares 

constantes para consolidarla ocupación de territorios históricamente pertenecientes a la 

extinta URSS. 
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Por otro lado, Ucrania intenta sobrevivir como Estado reconocido por la comunidad 

internacional desde un estructuralismo en el que ha decidido jugar en el tablero político 

internacional marcando una táctica defensiva de su seguridad nacional.  

En ambos casos, el realismo político se manifiesta como la teoría dentro de las 

relaciones internacionales en que ambos Estados actúan de manera anárquica frente a la 

consolidación y defensa de sus propios intereses. No importa los medios utilizados, pues el 

fin de supervivencia justifica que se actúe más allá de la conformidad o no de la comunidad 

internacional. 

Esta anarquía sugiere entonces, la imagen de un orden mundial que se iguala 

gráficamente al de una mesa de bolas de billar donde se sugiere que «[dicha anarquía] se 

encuentra en una mesa en la que el espacio está abierto y en el que las bolas no se ajustan 

en sus movimientos a normas establecidas» (Barbé, 2018. p. 62). 

El siguiente cuadro, ilustra de mejor manera las características del realismo en esa 

imagen del orden mundial como mesa de bolas de billar: 

Tabla 1. Características del realismo 

Características del realismo 

Contexto histórico Guerra Fría 

Unidad de análisis Estado como unidad racional 

Problemática de estudio Seguridad nacional (de base militar) 

Imagen del mundo Mesa de bolas de billar (conflicto) 

Nota: BARBÉ, Esther (2018). Relaciones Internacionales, 3ª ed., Madrid, Tecnos, p. 62. 

Esa concepción del conflicto desde la mirada realista ha permitido que Rusia logre 

permeabilizar algunos objetivos en torno a su política de creeping annexation. En Crimea, el 

ataque comenzó a través de la incursión armada y la utilización de sectores nacionalistas 

prorrusos que invadieron el edificio del Parlamento y del Consejo Supremo de Crimea en 

2014, situación que trasmutó en un permanente bloqueo para que tanto la población como 

ciertas autoridades locales puedan tomar decisiones.  

Ese choque ofensivo por parte de Rusia consiguió la inserción de tropas armadas de 

su ejército que en defensa de la seguridad nacional de rusia ocuparon territorios ucranianos 

que se fueron extendiendo, como ya se ha explicado, hasta la zona de Donetsk. 

El objetivo final estaba claro tanto en Crimea como en la zona del Dombás: desterrar 

el poder central de las regiones atacadas con la finalidad de que, una vez logrado, Rusia 
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establezca rápidamente centros alternativos de poder político. Ese estatocentrismo ruso hizo 

que, en Crimea, los diputados del parlamento ocupado fueran forzados a votar a favor de la 

celebración de un referéndum sobre la independencia, mientras que, en el Dombás, los 

separatistas proclamaron las llamadas Repúblicas Populares de Donetsk y Luhansk bajo la 

puesta en escena de un anarquismo que provoco la agresión a la integridad territorial de 

Ucrania y la ocupación mediante injerencia extranjera (Rácz, 2022). 

2.4.2 Realismo estructural ofensivo 

Autores como Del Arenal y Sanahuja (2017) sostienen que el realismo estructural 

ofensivo «recuerda que la seguridad y la supervivencia de los Estados nunca están totalmente 

garantizadas en un entorno de anarquía […] Los Estados únicamente optimizarán su 

seguridad si emprenden políticas orientadas a la maximización de su poder e influencia» (p. 

87). 

Esta teoría a su vez esboza la idea de que los Estados desafían el orden existente 

con la finalidad de emprender conquistas aun si eso repercutiera en altos costos, puesto que 

es más importante la victoria que la derrota en medio de un conflicto internacional. Aquel 

Estado que logra salir airoso de cualquier situación no benigna y que sabe resolver las 

vicisitudes del entorno global, puede no solamente consolidar metas de expansión geopolítica 

y hegemónica, sino además prever la resolución de cualquier desafío a futuro (Schweller, 

1994). 

El dilema de la seguridad como táctica ofensiva dentro del realismo ofensivo contiene 

la fundamentación de que la seguridad debe ser el principal motor para el comportamiento de 

los Estados en la esfera internacional. Esto supone, entonces, entender que los Estados bajo 

esta concepción teórica adoptarán decisiones en la práctica que «hagan que la expansión 

parezca una acción obligada por la supervivencia de la nación […] en última instancia la 

política exterior de un Estado tiene su fundamento en una lectura de las intenciones del otro 

bando, lo cual hace que la noción de amenaza continúe siendo totalmente maleable» 

(Zakaria, 2000. p. 56). 

Esta táctica ofensiva claramente ha sido utilizada por Rusia para generar la anexión 

de Crimea a su territorio y completar las consecutivas anexiones del resto de territorios 

ucranianos que han sido ocupados mediante militarización y uso de la fuerza. 

De esa manera, cuando los rebeldes prorrusos empezaron a crear milicias armadas y 

a proclamar ‘repúblicas populares’ en la zona del Dombás, no había allí ninguna fuerza capaz 

de detenerlos y al estar la frontera rusa bastante cerca, permitió incluso la injerencia armada 

y la agresión territorial de Ucrania como medio ofensivo para garantizar seguridad (Yekelchyk, 

2015).  
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Sin embargo, resulta importante destacar que como señala Yekelchyk (2015) «la 

anexión del Dombás ha sido mucho más difícil y costosa para Rusia que la de Crimea. Al no 

haber una mayoría étnica rusa en esa zona, ni una relación histórica de pertenencia a la 

URSS, lo único que quedaba era la incursión armada» (p. 145). 

El revoloteo anárquico impuesto por Rusia sobre Ucrania y la agresión armada 

consiguieron el debilitamiento de las fuerzas militares ucranianas, incluso en una zona 

considerada por sectores prorrusos de baja influencia por no ser una frontera natural 

comparable a las del Mar Negro alrededor de Crimea (Yekelchyk, 2015). 

Esto generó la estrategia de contención de Europa Oriental para frenar la expansión 

de Rusia en la región. Sin embargo, «[Rusia] ha respondido con negociaciones sobre 

seguridad con países de Europa Occidental, una táctica que fortalecía los nexos de Moscú 

con Europa Occidental (particularmente con Alemania) y hacía que la percepción de los 

países de Europa Oriental pareciera irrazonable» (Gutiérrez del Cid, 2017. p. 364) lo cual no 

solamente ha fortalecido su estrategia de creeping annexation o de expansión de frontearas, 

sino que además ha marcado una táctica realista ofensiva planteando un nuevo juego de 

poderes dentro del nuevo orden mundial. 

Desde un punto de vista sistémico, autores como Mearsheimer (2013) sostienen que 

el realismo ofensivo genera un choque anárquico de poderes por la maximización total del 

control dentro del escenario mundial, lo cual produce que los juegos de poder se deban a 

que: 

«La estructura o arquitectura del sistema internacional obliga a los Estados a buscar 

el poder, ya que en un sistema mundial en el que no hay una autoridad superior que 

se encuentre por encima de los grandes poderes, y donde no hay ninguna garantía 

de que uno no va a atacar a otro, se vuelve lógico para cada Estado ser lo 

suficientemente poderoso como para protegerse en caso de un ataque. En esencia, 

las grandes potencias se encuentran atrapadas en una jaula de hierro donde no tienen 

más remedio que competir entre sí por el poder, si quieren sobrevivir» (p. 92). 

Esa sobrevivencia de los Estados por la maximización del poder también produce la 

capacidad que tienen éstos de promover sus objetivos geoestratégicos. En el caso de Rusia 

en el exterior, incluida la su estrategia de anexarse territorios a través de acciones 

secesionistas está orientada a maximizar su poder a través de la consecución permanente 

por convertirse en una potencia económica (Marples, 2022). 

Esa economía de poder solamente se consigue aplicando un sistema de coerción y 

control sobre otros Estados, lo cual incluye la utilización de recursos militares y la agresión u 
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ocupación armada para lograr abarcar los objetivos planteados en el extranjero (controlar la 

producción de energía y de gas hacia el resto de Europa). 

La secesión al parecer encuentra su justificativo de aplicación más hacia lo político 

que hacia lo jurídico, en aplicación directa a esos juegos realistas de poder sistémico en que 

el nacimiento de nuevos Estados ayuda a mantener la correlación de fuerzas entre países 

que se muestran como potencias en el orden mundial, lo que ha acentuado la activación del 

Neorrealismo en el conflicto entre Rusia y Ucrania.  

2.4.3 Neorrealismo 

Pensar el conflicto entre Rusia y Ucrania desde la teoría del neorrealismo, supone 

comprender que «la distribución del poder continúa siendo una variable causal de primer 

orden para explicar el comportamiento estatal, pero además [esta teoría] toma en 

consideración el papel que juegan en el orden mundial, las características internas del Estado 

y las percepciones o habilidades de aquellos que toman las decisiones en la delimitación de 

la política exterior» (Del Arenal y Sanahuja, 2017. Pp. 90-91). 

En ese sentido, los procesos políticos que tienen lugar al interior de Rusia y Ucrania 

como Estados en permanente confrontación son determinantes a la hora de comprender de 

mejor manera la necesidad de las acciones secesionistas impulsadas por Rusia para 

maximizar su poder frente a Europa Oriental y lograr la fragmentación de ciertos territorios de 

Ucrania. 

Esos procesos, en palabras de Schweller (1994) comprenden «su actuación y 

activación como correas de transmisión que canalizan, median, y redirigen las políticas 

estatales como respuesta a los cambios que se producen en la distribución del poder» (p. 

164), lo cual ayuda a comprender de mejor manera por qué Rusia «nombró como gobierno 

no legítimo a la oposición ucraniana, abriendo la posibilidad a este Estado de imponer sus 

intereses de forma unilateral. Lo anterior, bajo una campaña propagandista en redes sociales 

logró crear un estado de opinión, entre los ucranianos de origen ruso, frente a la intervención 

militar que se avecinaba» (Bautista Safar y Molina Santamaría, 2019. p. 229). 

Esto provocó la instauración del choque de civilizaciones (Huntington, 1993) en el 

nuevo orden mundial, mismo que en clave neorrealista supondrá «la reconfiguración de 

poderes, haciendo que Occidente pierda influencia relativa, pues su supervivencia depende 

de que reconozca su civilización como universal» (Bautista Safar y Molina Santamaría, 2019. 

p. 221), algo que Rusia busca desmantelar a través de la activación de su poder económico, 

social y militar que solamente puede engrandecerse a través de las acciones secesionistas 

con las cuales ha logrado expandir sus fronteras y maximizar su poder. 
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El siguiente cuadro, ilustra de mejor manera las características de ese neorrealismo 

en el nuevo orden mundial que se configura con el conflicto Rusia-Ucrania: 

Tabla 2. Características del neorrealismo 

Características del neorrealismo 

El poder se ve como una red que atraviesa 

todas las relaciones e instituciones 

Discurso hegemónico en el que la 

maximización del poder y el control estatal 

obedecen a las situaciones internas de 

cada Estado y a su habilidad para 

configurar su política exterior. 

Análisis del poder estatal Este se identifica con la capacidad de 

aglutinar recursos materiales, riqueza y 

prestigio siempre desde el estatocentrismo. 

Enfoque de su estudio El poder influencia el curso de la política 

internacional (a través de las percepciones 

que se tienen de las decisiones que se 

toman en nombre del Estado) 

Concepción del orden mundial Una nueva imagen que resalta sobre la 

polaridad y la anarquía (capacidad de los 

Estados para fortalecer sus relaciones 

estato-societales y así consolidar sus 

intereses) 

Nota: ASANZA, Felipe (2023). Elaboración propia. 
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CAPÍTULO III.  MARCO PRÁCTICO Y ANALÍTICO DE LA SITUACIÓN ACTUAL LA 
CONTRARIEDAD DE LA ANEXIÓN DE CRIMEA AL DERECHO INTERNACIONAL 

3.1 El silencio sobre la aplicabilidad de la autodeterminación externa en la secesión 
de Estados 

Se ha dicho con mucha claridad en líneas anteriores que frente a la indeterminación 

del vocablo secesión en el derecho internacional existe una constante contrariedad entre los 

expertos internacionalistas. La falta de interpretación o alcance de los movimientos 

secesionistas dentro del derecho internacional ha supuesto una falta absoluta de esta rama 

jurídica frente a uno de los problemas de mayor envergadura en el siglo XXI. 

Así, entonces, si bien el derecho a la libre autodeterminación de los pueblos ha sido 

configurado bajo el entendimiento de que precede a los procesos de independencia en el 

marco de la colonización, no es menos cierto que su efectividad e incluso legalidad ha tratado 

de extrapolarse a contextos en los cuales «la autodeterminación externa no es, en realidad, 

preferida por el derecho internacional frente a los principios protectores del Estado. Esto no 

significa, sin embargo, que el derecho internacional prohíba la secesión fuera del contexto de 

la descolonización» (Aguayo Armijo, 2016. p. 224). 

3.1.1 La afirmación de la autodeterminación como derecho a la independencia 
exclusivamente en los procesos de descolonización 

Desde 1945 cuando se acuña este nuevo término de autodeterminación para 

territorios no autónomos, se tiene que esos territorios no autónomos tienen una regulación 

jurídica particular que parte de dos premisas. La primera, se refiere a que «los territorios no 

autónomos no forman parte de la Potencia que los administra, puesto que tienen un estatus 

jurídico autónomo diferente» (Combacau y Serge, 2006. p. 137).  

La segunda, en cambio, se refiere a que los territorios no autónomos «tienen derecho 

a la libre determinación de los pueblos en toda su dimensión, misma que abarca la 

autodeterminación interna (el respeto a todos sus derechos fundamentales) y, sobre todo, la 

autodeterminación externa (derecho a la independencia y a elegir su futuro libremente a 

través de la figura más perfecta de la independencia o bien pueden decidir asociarse como 

el caso de Puerto Rico, o bien pueden decidir integrarse al territorio de otro Estado 

(asociarse)» (ibid. p. 139). 

Por tanto, debe entenderse que al hablar de pueblos coloniales o pueblos sometidos 

a dominación por la fuerza no se está hablando de secesión. En contrario sensu, ha de decirse 

que dicho término (el de secesión) no entra en ninguno de los supuestos de sucesión de 
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Estados y, por tanto, no entra en esa forma legal que reconoce el derecho internacional de 

aparición de nuevos Estados.  

Tampoco conlleva este término una equiparación con el de separación, puesto que 

hay una confusión por no entender que en la separación lo que prima es que el territorio que 

se separa debe contar con el consentimiento del Estado predecesor (es decir, del Estado 

matriz). En la secesión, en cambio, esa separación se produce sin consentimiento y por ello 

es por lo que no deben confundirse ambos supuestos. Tampoco la secesión involucra a los 

denominados Estados de reciente independencia porque estos se refieren únicamente a las 

colonias. 

En ese sentido, autores como Anderson (2013. p. 345) sostienen que resulta 

importante retener esa diferencia porque es muy común que se mencione que la secesión 

puede estar vinculada también a pueblos no coloniales e incluso, se hace alusión a que 

eventualmente podrían tener derecho a la autodeterminación externa. Esto resulta en un 

error, puesto que hay que entender que los pueblos no coloniales no tienen 

autodeterminación externa.  

¿Y por qué no la tienen a pesar de que la Resolución 2625 de la Asamblea General 

de Naciones Unidas de 1970 reconoce que todos los pueblos tienen derecho a la libre 

autodeterminación? La respuesta básicamente se centra en que: 

«hay que decir que los pueblos no coloniales como pueden ser, por ejemplo, los 

movimientos secesionistas en el caso de Cataluña no tienen esa autodeterminación 

externa porque la misma Resolución 2625 cuando explica en qué consiste la libre 

autodeterminación de los pueblos incorpora lo que en el derecho internacional se 

denomina cláusula de salvaguardia. Esta cláusula de salvaguardia inserta en dicha 

Resolución intuye una cláusula final en la cual dice que la libre autodeterminación de 

los pueblos no menoscabará la integridad territorial de los Estados donde se 

encuentren los mismos» (ibid. p. 346). 

De allí que ha de entenderse, por el contrario, que un territorio no autónomo o pueblo 

colonial al no formar parte del territorio de un determinado Estado, no menoscaba su 

integridad territorial y tiene derecho a la independencia y a ejercer su autodeterminación 

externa.  

Consecuentemente, cuando una entidad está dentro del territorio de un Estado, la 

libre determinación no puede abarcar la autodeterminación externa porque no puede quebrar 

la integridad territorial del Estado. En este caso, es como si se dijera que existe una 

graduación entre la libre determinación y la integridad territorial del Estado donde ésta estaría 

por encima cuando se habla de entidades territoriales dentro de un Estado. 
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Es por eso por lo que se necesita el consentimiento del Estado matriz para que esa 

separación sea legal. Por ello es por lo que la secesión, como se ha anotado, no sería la que 

daría derecho a la independencia. Se necesita, por tanto, contar con la existencia de ese 

consentimiento o beneplácito porque prima la integridad territorial del Estado al que 

pertenece. 

Empero, ha existido un cambio en lo que se entiende como creación de Estados a 

partir del derecho internacional contemporáneo. Ese es el factor que hay que tener en cuenta 

para entender el manto jurídico que tienen las secesiones. En la década de los noventa del 

siglo XX han existido dos fenómenos que han hecho cambiar radicalmente todo el panorama.  

Uno de ellos es la disolución de la URSS que se centra en declaraciones de 

recobración de la independencia, sobre todo con la independencia de las Repúblicas bálticas 

(Estonia, Letonia y Lituania) que se produce en 1991 y que es el detonante para que se 

disuelva toda la URSS y además de esas tres Repúblicas bálticas, aparezcan doce nuevos 

Estados.   

El otro fenómeno o aquel último coletazo ha sido el caso de Kosovo. Este caso ha 

marcado un fenómeno de desintegración porque ha supuesto un proceso paulatino de 

desintegración de la República Federal de Yugoslavia que se inicia en 1991 con la llamada 

Guerra de los Balcanes y que finaliza con los acuerdos de Dayton que se firman en 1995 y 

que ha dado como consecuencia la aparición de seis nuevos Estados y, Kosovo, que no es 

un Estado. 

A criterio de López Martín (2018. p. 198), el proceso de Kosovo es un proceso 

bastante cruento y complejo que además contrasta con un fenómeno que se inició al mismo 

tiempo y que, de alguna manera, se produjo de manera casi paralela como es el caso de 

Checoslovaquia. Este último se pone como ejemplo de una disolución pacífica con arreglo 

amistoso en el que en 1993 aparecen dos nuevos Estados: Eslovaquia y la República Checa. 

Tras este caso también se ha dado la aparición de nuevos Estados impulsada sobre 

todo por Naciones Unidas, como es el caso de Eritrea que se separó de Etiopía en 1993, o el 

caso de Sudán del Sur que surge en 2011 después de un conflicto bélico y un referéndum. 

Es así como «aparecen estos dos supuestos en los que ha existido un referéndum por el que 

se ha optado mayoritariamente por la independencia, y tras ese referéndum se declaran estos 

nuevos Estados. Sin embargo, también existen otros supuestos de entidades que se han 

proclamado unilateralmente como Estados y que no han seguido (por decirlo de alguna 

manera) esa vía legal que prevé el derecho internacional» (ibid. p. 199). 

Bajo este último supuesto encontramos casos como el de la República Turca del Norte 

de Chipre que sólo reconoce Turquía en clara vulneración no sólo de la integridad de Chipre, 
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sino también mediante el uso de la fuerza armada (el cual está prohibido por el derecho 

internacional).  

También se encuentra el caso de Abjasia y Osetia del Sur que se declaran 

independientes de Georgia, o el caso de Transnistria que se declara independiente de 

Moldavia. Estos tres últimos casos han contado con el apoyo de Rusia. 

Existen otros casos como el de Nagorno Karabaj que se separa y se declara 

independiente de Azerbaiyán con el apoyo de Armenia, el caso de Kosovo que se declara 

independiente en 2008 y el caso de estudio de la presente investigación (Crimea) que se 

incorpora a Rusia en 2014. 

Así, como bien señala Aguayo Armijo (2016) lo acontecido en Crimea no puede 

entenderse como una acción secesionista fundamentada por el derecho a la 

autodeterminación externa como lo ha tratado de sostener Rusia, sino que, por el contrario, 

el derecho internacional contemporáneo solamente ha interpretado la separación de Estados 

bajo la forma de independencia y, solo en los supuestos de procesos de descolonización.  

3.1.2 La ausencia de prohibición de la secesión en el derecho internacional (vacíos 
de interpretación jurídica) 

Pese a los intentos desafortunados por intentar regular la figura de la secesión, y ante 

el intento de Rusia de justificar la agresión armada y ocupación sobre Ucrania bajo el 

supuesto de proteger a sus connacionales de origen ruso, no existe ninguna interpretación al 

respecto que sugiera la aplicación de la secesión bajo la mirada del derecho internacional. 

Incluso el precedente jurisprudencial de Kosovo de la Corte Internacional de Justicia 

(CIJ) que ya ha sido analizado en la presente investigación, demuestra que Rusia se equivoca 

al intentar justificar la anexión de Crimea bajo esa Opinión Consultiva, pues ha quedado más 

que claro que «solo la secesión efectuada en perjuicio del Estado colonial es 

indiscutiblemente apoyada por el derecho internacional» (Aguayo Armijo, 2016. p. 230). 

Sin embargo, esa falta de interpretación jurídica respecto de los movimientos 

secesionistas bajo la mirada del derecho internacional ha generado que pueda entenderse 

que la no prohibición de la secesión per se por el derecho internacional les otorga a los 

supuestos fácticos de separación e independencia, o incluso de autodeterminación externa 

la posibilidad de argumentar que la integridad territorial de los Estados no comporta un 

obstáculo para la activación de la secesión. 

Este escenario es el que se ha ido configurando entre 2014 hasta la actualidad con el 

conflicto entre Rusia y Ucrania, y genera el riesgo como bien explica Ruiz-Fabri (1992) de 

que el principio de no atentar a la integridad territorial de los Estados sea desplazado por no 
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encontrarse que éste sea un obstáculo directo para la secesión mientras persista ese vacío 

jurídico en su alcance e interpretación.  

A su vez, Ruiz-Fabri (1992) sostiene que ese desplazamiento puede darse por dos 

razones fundamentales: «la primera, que constituye prácticamente un criterio, reside en la 

discontinuidad geográfica; la segunda es que la acción no menoscaba realmente una 

organización estatal en un sentido estricto sino más bien una organización imperial» (p. 158). 

En efecto, el problema que persiste con la actual situación de expansión de fronteras 

por parte de Rusia en su intento desenfrenado de seguir ocupando territorios de Ucrania es 

que ya no solamente se mira a la falta de interpretación o alcance de los movimientos 

secesionistas, sino que además como sostiene Aguayo Armijo (2016), «la ausencia de 

solución jurídica respecto de la existencia del Estado proclamado [sigue siendo el principal 

problema dentro de la secesión]. Por lo tanto, la solución será otorgada, no por el derecho 

internacional, sino por la efectividad de la situación, en la cual elementos tanto fácticos como 

políticos juegan un papel crucial» (p. 230). 

3.2 Posibles violaciones de normas internacionales fundamentales en la secesión de 
Crimea y argumentos en contrario 

Las posibles violaciones de normas internacionales fundamentales por parte de Rusia 

al anexar Crimea y territorios del Dombás a su territorio utilizando la agresión extranjera y la 

ocupación armada, ha demarcado el debate del alcance de la secesión dentro del derecho 

internacional. 

De hecho, Rusia ha intentado justificar su incursión armada bajo el argumento de 

legítima defensa y de protección de nacionales en territorio ucraniano, lo cual adolece de toda 

veracidad por cuanto ninguna acción secesionista puede estar motivada por agresiones 

extranjeras y se necesita el consentimiento del Estado matriz para que se produzca la 

separación o la fragmentación total o parcial de algún territorio. 

Cualquier otra acción podría incluso ir en contra de lo que ya estableció la propia Corte 

Internacional de Justicia (CIJ) en el caso Nicaragua vs. Estados Unidos también conocido o 

denominado como ‘actividades militares en y contra el gobierno de Nicaragua’24. El fallo 

contiene importantes interpretaciones acerca del derecho de legítima defensa contenido en 

el Art. 51 de la Carta de las Naciones Unidas. 

 
24 Este fue un caso llevado a la Corte Internacional de Justicia (CIJ) en 1984 y cuyo antecedente se 
remontan a que Nicaragua acusó a Estados Unidos por violaciones al derecho internacional, en razón 
del apoyo que el gobierno estadounidense del entonces presidente Ronald Reagan habría 
proporcionado a la oposición armada de Nicaragua en su guerra en contra del gobierno nicaragüense. 



83 

 

 Consecuentemente, dicho fallo resulta interesante en el debate de lo que 

sucede hoy en día con el conflicto entre Rusia y Ucrania, puesto que el mismo se relaciona 

con algunos temas interesantes dentro del derecho internacional.  

En primer lugar, hay que mencionar que el fallo muestra los hechos ilícitos perpetrados 

por Estados Unidos en y contra Nicaragua, lo cual constituyó la responsabilidad internacional 

de éste vista como «el conjunto de consecuencias jurídicas que el derecho internacional 

asocia a la aparición de un hecho internacionalmente ilícito» (Sánchez, 2012. p. 302). 

De allí se desprende que de conformidad con el Art. 2 del Proyecto de artículos sobre 

responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos25, para que se configure el 

hecho ilícito, deberán concurrir un elemento subjetivo y otro objetivo. El elemento subjetivo 

se refiere a la atribución de la conducta a un Estado, ya sea por acción u omisión, mientras 

que el elemento objetivo, se refiere a la violación de una obligación internacional como en 

efecto ocurrió en el caso que nos ocupa. 

Valga decir, además que los elementos que configuran la responsabilidad 

internacional (elemento subjetivo y objetivo) fueron especificados por la Corte Permanente 

de Justicia Internacional (CPJI) en el caso de los fosfatos en Marruecos26, en el cual relacionó 

expresamente la responsabilidad internacional con un acto atribuible a un Estado y lo calificó 

como contrario a los derechos convencionales de otro Estado. 

Al tenor del hecho generador del presente caso de estudio (anexión de Crimea a la 

Federación Rusa) se puede evidenciar que han existido actos violatorios al derecho 

humanitario y a las obligaciones de no agresión, no intervención en asuntos internos de otro 

Estado y no utilización del uso desproporcionado y abusivo de la fuerza por parte de Rusia, 

y se puede deducir que en el caso que nos ocupa el elemento subjetivo o la conducta 

atribuible a éste tiene que ver con el comportamiento de un grupo de personas (grupos 

minoritarios prorrusos y secesionistas) que actúan de hecho por instrucciones o bajo la 

dirección o el control de Rusia. 

Por regla general, se puede argumentar que los actos de los particulares no se 

atribuyen a los Estados y, por tanto, no genera responsabilidad internacional. Sin embargo, 

existen ciertas circunstancias como en el caso que nos ocupa, en que dado que existe una 

 
25 Véase. Proyecto de artículos sobre responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente 
ilícitos, adoptado por la Comisión de Derecho Internacional (CDI) de Naciones Unidas en su 53 periodo 
de sesiones (A/56/10) y anexado por la AG en su resolución 56/83, del 12 de diciembre de 2001. 
26 Véase. CPJI. Phosphates in Morocco, 14 de junio 1938, p. 28. 
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relación fáctica entre el grupo de personas que realiza la conducta secesionista y el Estado 

que lo promueve (en este caso Rusia) esto sí que genera responsabilidad internacional.  

Autores como Sánchez (2012) señalan que «con esta disposición se busca extender 

la atribución en los casos en los que el Estado opera de una manera encubierta, actuando a 

través de un privado sin que exista una atribución legal de funciones» (p. 286). 

Esto genera dos tipos de situaciones o escenarios: uno en el que el privado actúa 

siguiendo instrucciones del Estado; y, otro, en que hay una relación más general en la que 

los privados actúan bajo la dirección o control del Estado. Este segundo escenario es el que 

ocurrió en el caso que nos ocupa.  

Ya la CIJ señaló que para determinar si un grupo de personas o entidad puede ser 

equiparada a un órgano del Estado se requería probar que los individuos actuaron de 

conformidad con las instrucciones del Estado o bajo su control efectivo. En ese contexto, ya 

la CIJ ha manifestado que: 

«No es necesario demostrar que las personas que realizaron el acto supuestamente 

contrario al derecho internacional se encontraban en una relación de dependencia 

absoluta con el Estado demandado. Debía demostrarse, sin embargo, que ese control 

efectivo se ejerció o que las instrucciones fueron dadas, respecto de cada situación 

en la que supuestamente ocurrieron las presuntas violaciones y no en general, 

respecto de todas las acciones llevadas a cabo por las personas o grupo de personas 

que cometieron las violaciones27» (CIJ, 2007). 

Por otra parte, y en cuanto al elemento objetivo, éste debe encontrarse presente para 

que la conducta atribuida al Estado configure un hecho ilícito y genere responsabilidad 

internacional. En otras palabras, el hecho del Estado debe ser contrario a las obligaciones 

internacionales derivadas de una regla de derecho internacional, independientemente de su 

naturaleza, como en efecto ocurrió en el caso que nos ocupa. 

Este último razonamiento se fundamenta en el hecho de que la norma general de 

derecho consuetudinario que prohíbe el uso de la fuerza permite ciertas excepciones. La 

excepción del derecho a la legítima defensa individual o colectiva también está establecida 

en el derecho consuetudinario, como lo evidencian, por ejemplo, los términos del artículo 51 

de la Carta de Naciones Unidas que se refiere a un ‘derecho inmanente’, y la declaración 

contenida en la Resolución 2625 de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 

 
27 Véase. CIJ. Aplicación de la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio 
(Bosnia y Herzegovina contra Serbia y Montenegro), 26 de febrero de 2007, párr. 400. 
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Ya fuera individual o colectiva, la legítima defensa sólo podía ejercerse como una 

reacción a un ‘ataque armado’. En ese sentido, la CIJ citó en el fallo del caso Estados Unidos 

vs. Nicaragua, la definición de agresión que figuraba como anexo a la Resolución 3314 (XXIX) 

de la Asamblea General de las Naciones Unidas como una expresión del derecho 

consuetudinario a este respecto.  

Sin embargo, la CIJ concluyó que no existía una norma que permitiera el ejercicio de 

la legítima defensa colectiva sin la petición previa del Estado que fuera víctima del presunto 

ataque. 

Así también, el caso que nos ocupa también se refiere al principio de no intervención 

que implica el derecho de todo Estado soberano a resolver sus asuntos sin injerencia 

extranjera. En el caso específico, la intervención extranjera en materia de elección de un 

sistema político, económico, social o cultural, y la formulación de su política exterior, 

constituyen ejemplos de intervención. 

3.2.1 El argumento del derecho de legítima defensa respecto de las tropas rusas y de 
la población rusa en Ucrania. 

Los argumentos esbozados por Rusia para justificar la aplicación de una incursión 

armada en atención a la legítima defensa y protección de los connacionales rusos en Ucrania, 

han sido criticados por gran parte de Estados dentro de la comunidad internacional.  

La gran mayoría de eses Estados considera que tal como señala Ruys (2008) «las 

tesis doctrinales que apoyan la existencia de dicha norma [de legítima defensa] se refieren 

principalmente a operaciones de rescate de rehenes e incluyen operaciones en las cuales el 

Estado cuyo territorio fue el objeto de la intervención había consentido» (p. 261).  

Esto evidentemente no sucedió en la anexión de Crimea y en la posterior ocupación 

de los territorios del Dombás, puesto que Rusia no contó nunca con el consentimiento de 

Ucrania para efectuar dichas operaciones y, en ningún caso, se dieron los supuestos fácticos 

que podrían haber motivado una incursión armada para protección de rehenes o para 

protección de connacionales rusos objeto de violaciones sistemáticas a los derechos 

humanos. 

Dado entonces que los supuestos de legítima defensa y de protección a 

connacionales no acaecieron en el caso que nos ocupa, ha de entenderse que como bien 

señala Aguayo Armijo (2016): 

«la intervención rusa en Ucrania no puede ser justificada sobre la base de la legítima 

defensa. El carácter altamente cuestionable del argumento explica precisamente que 

el gobierno ruso haya cambiado el enfoque principal de su justificación intentando 
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demostrar la existencia de une invitación oficial de la parte de Ucrania para intervenir 

en su territorio» (p. 235). 

Inclusive, si bien es cierto que la aplicación de la legitima defensa no ha encontrado 

en la práctica un consentimiento mayoritario o consuetudinario por parte de los Estados para 

adoptar esta figura únicamente al contar con el consentimiento del Estado en cuyo territorio 

se realiza la incursión u ocupación armada, se debe notar también que esta figura debe estar 

condicionada a ciertos límites puesto que como sostiene Waldock (1962) «se debe 

condicionar su ejercicio a circunstancias particulares, como el límite de la respuesta a la 

adopción de medidas estrictamente necesarias para realizar dicha protección» (p. 467). 

Es así como ya la Resolución 3314 (XXIX) adoptada por la Asamblea General de las 

Naciones Unidas en 1974 dispone que «el ataque por parte de las fuerzas armadas de un 

Estado contra las fuerzas armadas terrestres, navales o aéreas de otro Estado, o contra su 

flota mercante o aérea, constituye un acto de agresión» (ONU, 1974. art. 3d). 

Claramente Rusia hizo caso omiso de lo dispuesto en dicha Resolución y, además, 

como bien señala Aguayo Armijo (2016) «si bien la aplicación del derecho de legítima defensa 

a la protección de la población rusa o de los militares rusos en Ucrania es extremadamente 

dudosa, aun cuando tal derecho hubiese existido, la intervención rusa en Ucrania debiera 

haber sido necesaria y proporcional al daño incurrido» (p. 235). 

Por tanto, no existe el umbral de intensidad que logre demostrar que tales 

intervenciones estaban justificadas, añadiéndose a ello el hecho de que «la aprobación del 

recurso a la fuerza no fue solicitada solamente respecto de Crimea ni de los territorios que 

albergan a nacionales o militares rusos, sino respecto de todo el territorio ucraniano, lo que 

se opone directamente a las condiciones consuetudinarias de necesidad y proporcionalidad 

de la respuesta» (Aguayo Armijo, 2016. p. 235). 

En efecto, la agresión armada por parte de Rusia en Crimea y en los territorios del 

Dombás compromete la integridad territorial de Ucrania y no ha demostrado ser proporcional 

al umbral de intensidad de daño que debía ser probado por parte de Rusia para activar la 

legítima defensa. 

 No hay que olvidar que equivocadamente Rusia planteaba supuestas 

violaciones de derechos humanos por parte de Ucrania hacia sus connacionales rusos que 

estaban en Crimea, sin tomar en cuenta que no le correspondía a Ucrania probar si dichas 

aseveraciones eran ciertas o no, pues bajo la mirada del derecho internacional, la carga de 

la prueba recae sobre el Estado que invoca la activación del derecho a la legitima defensa. 
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3.2.2 El argumento de la invitación oficial de Ucrania para que Rusia lleve adelante su 
intervención frente a acciones secesionistas 

Debido a la debilidad del argumento ruso respecto a la activación del derecho a la 

legitima defensa y a la protección de nacionales, el debate en la actualidad respecto a la 

estrategia de expansión de fronteras mediante acciones secesionistas se ha volcado hacia la 

verificación de si hubo o no consentimiento por parte de Ucrania para que la Federación Rusa 

pueda intervenir en su territorio.  

Desde el punto de vista ruso, su intervención en Ucrania «estaría jurídicamente 

justificada en una supuesta invitación formulada tanto por Viktor Yanukovych en su calidad 

de Presidente de Ucrania, como por las autoridades de Crimea» (Aguayo Armijo, 2016. p. 

236).  

Tal invitación debió sostenerse sobre la base de que cualquier Estado puede solicitar 

la ayuda de otro Estado, incluso si de ayuda militar se tratase.  

Sin embargo, Rusia olvidó que dicho pedido de ayuda por parte de las autoridades 

ucranianas en Crimea y por parte del propio presidente Yanukovych en ese entonces no podía 

constituir de ninguna manera una agresión, puesto que eso socaba la integridad territorial de 

Ucrania y afecta a su soberanía, acción que está totalmente prohibida bajo el derecho 

internacional como ya se lo ha venido señalando en apartados anteriores.  

Esta prohibición de no agresión y de no socavamiento a la integridad territorial de otro 

Estado ya se encuentra sostenida en el fallo de la Corte Internacional de Justicia (CIJ) 

respecto del caso Estados Unidos vs. Nicaragua.  

En dicho caso, la CIJ manifestó que: 

«la solicitud debe provenir de las autoridades oficiales del Estado, pues el principio de 

no intervención, de valor consuetudinario, perdería toda su significación como 

principio de derecho si la intervención pudiese estar justificada en una simple petición 

de ayuda formulada por un grupo de oposición en otro Estado» (CIJ, 1986. párr. 286). 

Si aplicásemos entonces ese precedente a lo ocurrido en Crimea, se puede sostener 

a todas luces que tal y como señala Aguayo Armijo (2016), que:  

«se debe descartar inmediatamente la petición realizada por las autoridades 

separatistas de Crimea como fundamento jurídico de la intervención rusa en Ucrania, 

pues estas autoridades representan solamente a una parte del territorio dentro del 

orden jurídico interno ucraniano, reduciéndose, para efectos del derecho internacional, 

a un grupo de oposición» (p. 236). 
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Queda claro entonces que los grupos minoritarios prorrusos no estaban instituidos 

para actuar en representación de todo el Estado ucraniano y se reducen solamente a ser un 

grupo de oposición. Empero, se podría argumentar que la solicitud de Yanukovych sí 

constituyó una invitación formal en representación de Ucrania. 

Lo que sucede, es que dicha invitación aun cuando ésta ocurrió se produjo en medio 

de los actos de la Revolución Naranja del Maidán en 2014, cuando se dio la destitución de 

Yanukovych, por lo que su actuación ya no era en representación del Estado ucraniano al no 

estar investido con las facultades constitucionales y legales para ese efecto.  

Por esos motivos, como bien señala Aguayo Armijo (2016) «la presencia de tropas 

rusas en Ucrania constituye una violación de la prohibición del recurso a la fuerza armada y, 

en conformidad con la definición de la Asamblea General de la ONU, un verdadero acto de 

agresión» (p. 237). 

Es así como el argumento ruso de una invitación oficial también se debilita por rebasar 

los límites jurídicos que ya el derecho internacional ha impuesto a cualquier solicitud de ayuda 

militar que provenga de un Estado a otro, y estos límites son justamente el respeto a la 

integridad territorial del Estado que solicita ayuda, la no agresión, el respeto a la soberanía 

de ese Estado y la no injerencia en asuntos internos.   

3.2.3 ¿Reconocimiento de un nuevo Estado como acto discrecional frente al derecho 
internacional? 

Si bien –como ya se ha sostenido a lo largo de la presente investigación– el 

reconocimiento de Estados tiene un efecto más declarativo que constitutivo en la práctica 

internacional, no es menos cierto que las acciones secesionistas plantean un desafío frente 

al reconocimiento de nuevos Estados o de territorios que se anexan a otros Estados. 

Al sostenerse que la secesión constituye una fragmentación de un Estado por medios 

violentos, podría argumentarse que la misma trae aparejadas situaciones en las que los 

territorios fraccionados o el nuevo Estado naciente son producto de acciones ilícitas, por lo 

que cabe preguntarse: ¿existe una obligación de no reconocer situaciones de creación de 

Estados o expansión de fronteras bajo ocupación de territorios fragmentados de manera 

ilícita? 

Para responder a dicho cuestionamiento, el derecho internacional se ha hecho eco de 

lo dispuesto por el capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas, mismo que dispone que en 

palabras de Aguayo Armijo (2016) «la obligación de no reconocer la situación creada de 

manera ilícita solo nace por medio de una resolución del Consejo de Seguridad» (p. 238). 
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Ya en el caso Kosovo que se ha analizado para comparar el precedente utilizado por 

la CIJ con el caso actual de la anexión de Crimea y otros territorios del Dombás en Ucrania, 

se ha podido constatar que «pese a la existencia de tal obligación fuera del marco de una 

resolución del Consejo, la constatación de la ilicitud por este medio es necesaria para que 

nazca la obligación de no reconocer» (CIJ, 2010. párr. 81). 

En ese marco, esa obligación del no reconocimiento de Estados o territorios 

fraccionados producto de acciones ilícitas ha sido permanentemente bloqueada por parte de 

Rusia, puesto que, al ser miembro permanente del Consejo de Seguridad de las Naciones 

Unidas, ha bloqueado todo intento de adopción de una resolución en su contra, lo cual 

obstaculiza que existan sanciones en el plano internacional (Aguayo Armijo, 2016). 

Así también, autores como Goldsmith (2014) sostienen que «la constatación 

centralizada por medio del Consejo de Seguridad conserva la utilidad de imponer a los 

Estados una posición colectiva sobre la apreciación de la ilicitud de la situación» (p. 83). Pero, 

frente a esa reflexión se tiene que en el caso que nos ocupa «la ausencia de tal resolución 

no impide que la obligación de no reconocer la anexión de Crimea se imponga a todos los 

Estados en conformidad con el derecho internacional» (Aguayo Armijo, 2016. p. 238). 

Vuelve así la noción de la falta de efectividad del derecho internacional por su 

incapacidad coercitiva para imponer sanciones a los Estado que actúan en contra de sus 

principios y normas fundamentales. Esto hace ver que las limitaciones que podrían darse 

frente a las acciones secesionistas serán más de carácter político que jurídico.  

Como bien señala Aguayo Armijo (2016) «distinción esencial entre Kosovo y Crimea 

no se sitúa en el marco político de la legitimidad de la secesión, sino en el marco jurídico de 

la conformidad al derecho internacional de las acciones secesionistas» (p. 239). 

Ese planteamiento permite comprender que lo acontecido en Crimea no cae en 

supuestos fácticos ni de separación ni de independencia de Estados no autónomos o en 

proceso de descolonización, ni mucho menos supuestos de fusión de Estados o se sucesión 

estatal. 

La acción independentista en Crimea mantiene su ilicitud porque a diferencia de 

Kosovo no fue realizada por la totalidad del pueblo que compone Ucrania, sino solamente por 

una porción presionada bajo sectores separatistas por medio del uso desproporcionado de la 

fuerza y la agresión extranjera. 

Sin embargo, tampoco el derecho internacional ha dicho nada respecto al enfoque 

discrecional con que la CIJ ha manejado la cuestión desde el precedente de Kosovo, puesto 

que deja abierta la posibilidad de interpretación de la autodeterminación externa al ámbito 
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interno de los Estados, situación que podría devenir en que ante la falta de limitaciones a las 

acciones secesionistas, se permita cualquier intento independentista o de separación (incluso 

mediante medios violentos) por el mero hecho de justificar su legitimidad. 
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CAPÍTULO IV.  MARCO DE RESULTADOS 

EFECTOS DE POSIBLES LIMITACIONES A LAAUTODETERMINACIÓN EN LA 
SECESIÓN DE ESTADOS 

4.1 Límites jurídicos y políticos de la reacción internacional ante la anexión de Crimea 
a la Federación Rusa. 

En la actualidad la anexión de Crimea, tal como lo explica Aguayo Armijo (2016) «se 

reduce a la obligación de no reconocer y a la eventual adopción de ‘sanciones’» (p. 239) 

situación que puede generar estrategias persuasivas para frenar el conflicto, pero que tendrán 

mínima repercusión en lo jurídico y más impacto en lo político. 

La utilización de recursos como los bloqueos económicos o la retorsión pueden 

implicar medidas de presión, pero ante un juego de poderes entre potencias que están 

moldeando el orden mundial a su antojo, muchas veces los Estados prefieren retroceder ante 

esas presiones y las condenas respecto a la no agresión o ante la irrupción de la integridad 

territorial de los estados se queda en meras afirmaciones declarativas.  

Empero, la primera reacción por parte de la comunidad internacional frente a las 

acciones secesionistas en Crimea y en las zonas del Dombás encuentra su fundamentación 

en lo que ya autores como Salmón y Rosales (2014) describen como la crisis post Guerra 

Fría, puesto que señalan que «todo acto de agresión vulnera el artículo 2, párrafo 4 de la 

Carta de Naciones Unidas» (p. 199). 

Una segunda reacción encuentra asidero en lo estipulado por la Resolución 3314 

(XXIX) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, misma que en su Art. 3, inciso e) 

afirma lo siguiente: 

«[c]on sujeción a las disposiciones del artículo 2 y de conformidad con ellas, cualquier 

de los actos siguientes, independientemente de que haya o no declaración de guerra, 

se caracterizará como acto de agresión: […] [l]a utilización de fuerzas armadas de un 

Estado, que se encuentran en el territorio de otro Estado con el acuerdo del Estado 

receptor, en violación de las condiciones establecidas en el acuerdo o toda 

prolongación de su presencia en dicho territorio después de terminado el acuerdo» 

(ONU, 1974, Art. 3e). 

Estas dos reacciones marcan la ruta de las limitaciones a las acciones secesionistas 

en el plano jurídico y también en el político. Como bien señalan Salmón y Rosales (2014) «la 
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Resolución 3314, pese a su carácter de soft law28, se basa en normas internacionales 

preexistentes y que resultan ser de la mayor importancia. Del presente caso, se deriva que la 

soberanía ucraniana ha sido vulnerada» (p. 201). 

Con ello, existirían motivos para frenar acciones secesionistas ante agresiones 

extranjeras directas o ante la utilización armada y el uso de la fuerza para irrumpir contra la 

integridad territorial de cualquier Estado.  

Sin embargo, la insuficiencia en las reacciones jurídicas y políticas frente a las 

acciones secesionistas y la poca capacidad de acción del Consejo de Seguridad de la ONU 

(por ser Rusia miembro permanente con poder de veto) hacen que a pesar de no exonerar a 

las acciones secesionistas de cualquier posicionamiento que implique su ilicitud, ésta no 

quede del todo prohibida y su alcance se haga mucho más complejo por esa falta de 

indeterminación en los resultados que provoca para la supervivencia de los Estados y del 

propio orden mundial.  

Tal situación, por tanto, compromete incluso los avances hacia la consolidación de un 

sistema de seguridad colectiva dentro de la comunidad internacional.  

4.1.1 El bloqueo del sistema de seguridad colectiva de Naciones Unidas 

Pese a que el Art. 103 de la Carta de las Naciones Unidas prevé que «[e]n caso de 

conflicto entre las obligaciones contraídas por los Miembros de las Naciones Unidas en virtud 

de la presente Carta y sus obligaciones contraídas en virtud de cualquier otro convenio 

internacional, prevalecerán las obligaciones impuestas por la presente Carta» (ONU, 1945. 

Art. 103), el Consejo de Seguridad ha sido incapaz de poder frenar los intentos de Rusia por 

expandir sus fronteras y de condenar los ataques contra civiles e incluso contra edificios y 

contra miembros de asistencia humanitaria. 

Esto explica el por qué las limitaciones a las acciones secesionistas no devienen de 

los propios Estados que podrían condenar la incursión armada y la agresión de Rusia frente 

a Ucrania, sino que la reacción internacional de los mismos se hace de manera 

descentralizada e incluso mediante el apoyo de organizaciones internacionales que han sido 

vistas como terceros interesados en el conflicto (Aguayo Armijos, 2016). 

Si bien ese bloqueo frente a la seguridad colectiva no genera un desplazamiento en 

la obligación de no reconocer acciones violentas o el no reconocimiento de fragmentación de 

 
28 Soft law o derecho blando en derecho internacional se refiere a un conjunto de normas, principios, 
códigos de conducta, recomendaciones y otros instrumentos similares que, a diferencia del hard law o 
derecho duro, no tienen un carácter obligatorio y vinculante en sentido estricto. Es decir, no generan 
obligaciones legales directamente exigibles ante un tribunal internacional. 
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Estados por medios ilícitos, sí implica un conflicto intenso entre la efectividad con la que el 

derecho internacional puede frenar la ilicitud desembocada por las acciones secesionistas. 

Autores como Christakis (2014) mencionan que «en el caso de Crimea, como también, 

sin duda, en otras situaciones problemáticas que envenenan las relaciones internacionales 

(casos como el de Palestina, Chipre y el Sahara Occidental), solo una solución negociada y 

libremente aceptada por todos los protagonistas permitirá resolver este conflicto intenso entre 

efectividades ilícitas y derecho» (p. 764). 

Sin embargo, habrá que notar que el bloqueo del sistema de seguridad colectiva 

ideado por la ONU tiene su peculiaridad tanto en lo político como en lo jurídico y de eso 

dependen las decisiones y reacciones que los demás Estados tienen o pueden llegar a tener 

frente a este conflicto internacional. 

De esa manera, desde el plano político, la dependencia que Rusia ha generado en 

Europa respecto del gas que es suministrado a través de la península de Crimea hace que 

las medidas de retorsión impuestas por la Unión Europea se debiliten cada vez mas o que 

incluso haya un cambio en las negociaciones que se hagan con Rusia, mismas que empiezan 

a tener un rumbo más político que jurídico (Beaucillon, 2014. p. 805).  

Dicho de otra manera, autores como Aguayo Armijo (2016) añaden a la reflexión que, 

efectivamente, «las sanciones adoptadas contra Rusia por la anexión de Crimea han sido 

limitadas no solo desde el punto de vista jurídico –por la prohibición del recurso a las 

contramedidas, salvo en el caso de Ucrania–, sino también por consideraciones políticas 

relativas a la posición de Rusia en la escena internacional» (p. 244), por lo que ha de 

comprenderse que tal posición es evidente cuando Rusia trata de bloquear el sistema de 

seguridad colectiva de la ONU, bloqueo que en palabras de Christakis (2014) «se reproduce 

en las relaciones bilaterales y multilaterales, donde influyen los factores políticos y 

económicos» (p. 765). 

Ante esa complejidad, si bien una mayoría de Estados dentro de la comunidad 

internacional han optado por aplicar la obligación de no reconocer la anexión de Crimea y de 

territorios del Dombás a favor de Rusia, no es menos cierto que «la rigidez de la obligación 

de no reconocer, que permite por el momento resistir ante la ilicitud de la situación y ejercer 

presión sobre Rusia, deberá también, en algún momento, ceder frente a la negociación 

política si se quiere encontrar una salida al conflicto» (Aguayo Armijo, 2016. p. 244). 

Nuevamente observamos que las limitaciones a las acciones secesionistas quedan 

bloqueadas por la falta de interpretación jurídica y hacen que en el plano de lo político y de 

las negociaciones bilaterales y multilaterales se vuelva a imponer el realismo como fuente 

decisoria del nuevo orden mundial que sigue moviéndose entre la defensa de la seguridad 
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nacional y la anarquía, imponiendo en ese juego de poderes la maximización del control por 

no perder la hegemonía dentro de la esfera internacional.   

4.2 ¿Obligación de no reconocer secesiones por medios violentos? ¿Sanciones 
Internacionales? 

El Art. 41.2 del ‘Proyecto de artículos sobre responsabilidad del Estado por hechos 

internacionalmente ilícitos’29 es clave para entender que frente a la violación de una norma 

fundamental o imperativa de derecho internacional (también denomina jus cogens), los 

Estados están obligados internacionalmente a reconocer dicha situación como ilícita. 

Así, en el caso que nos ocupa, la vulneración a la prohibición del uso de la fuerza y 

de la prohibición de amenaza o agresión contra la integridad territorial de Ucrania por parte 

de Rusia, genera que se aplique este principio del no reconocimiento de una acción ilícita 

como lo fue la secesión provocada en Crimea y en los territorios del Dombás. 

Ya la Corte Internacional de Justicia (CIJ) reafirmó este principio en el fallo del caso 

de Sudáfrica vs. Namibia30. En dicho fallo, la CIJ manifestó que la obligación de no reconocer 

una situación ilícita es una condición necesaria y lógica frente a la vulneración de la 

prohibición de no atentar contra la integridad territorial de otro Estado (CIJ, 1971).  

En efecto, Rusia no solamente que vulneró lo dispuesto en el precedente de la CIJ 

que tiene efecto erga omnes, sino que quebrantó además lo estipulado en el Art. 2, párrafo 4 

de la Carta de las Naciones Unidas.  

Esa obligación de no reconocer dicha ilicitud se origina en opinión de Salmón y 

Rosales (2014) porque ésta constituye «una obligación consuetudinaria que se inscribe desde 

antiguo en el derecho internacional y que se expresa en el mencionado artículo 41 del 

Proyecto de artículos de 2001» (p. 202).  

Además, «al ser la obligación de no vulneración de la integridad territorial de carácter 

imperativo, es lógico que la obligación de no reconocimiento posea carácter erga omnes» 

(Salmón y Rosales, 2014. p. 202). Sin embargo, como ya se analizó previamente, no han 

existido mayores sanciones frente a la ilicitud provocada por Rusia, puesto que ha existido 

un permanente bloqueo en el sistema de seguridad colectiva de la ONU e incluso en los 

intentos de condena de los actos de agresión por parte del Consejo de Seguridad. 

 
29 Véase. Asamblea General de Naciones Unidas. Resolución 56/83: «Proyecto de artículos sobre 
responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos», 28 de enero de 2002. 
30 Véase. Corte Internacional de Justicia. «Consecuencias jurídicas que tiene para los Estados la 
continuación de la presencia de Sudáfrica en Namibia (África Sudoccidental), no obstante, lo dispuesto 
en la resolución 276 (1970) del Consejo de Seguridad», 21 de junio de 1971, p. 56. 
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Salmón y Rosales (2014) expresan que «Rusia se ha opuesto a toda iniciativa que 

condene la anexión a través del ejercicio del derecho de veto» (p. 202). Incluso, el último 

bloqueo se produjo a la iniciativa impulsada por Estados Unidos en la resolución de marzo de 

2014 que intentaba condenar la anexión de Crimea, situación que pone de relieve que el veto 

de los miembros permanentes del Consejo de Seguridad de la ONU genera una respuesta 

ofensiva en el plano de la imposición de la teoría realista en el juego de poderes de las 

potencias mundiales. 

Habida de cuenta de cómo va el conflicto hoy en día, sigue existiendo ese choque 

anárquico y esa defensa de intereses individuales en la polarización de un nuevo orden 

mundial en el que la maximización del poder parece ser una constante y donde no queda 

claro cuáles deben ser los límites a la ilicitud de las acciones secesionistas, pues parece que 

el fin justifica los medios en esa intensificación por expandir fronteras para mantener activo 

un posicionamiento fuerte en la esfera internacional.  
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CAPÍTULO V.  CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

Al culminar la presente investigación, se ha podido determinar las siguientes 

conclusiones: 

1. La figura de la secesión no existe en el derecho internacional positivo. Lo que sí existe es 

la figura de la separación de Estados, situación en la cual el fraccionamiento o 

fragmentación total o parcial de un territorio perteneciente a un Estado puede pasar a otro 

siempre que haya consentimiento del Estado matriz. 

2. La separación de Estados puede incluso conllevar a situaciones de independencia y de 

autodeterminación externa, sin embargo, la autodeterminación externa solamente puede 

producirse al amparo del derecho internacional en situaciones de Estados de reciente 

independencia o frente a procesos de descolonización.  

3. Existe una indeterminación jurídica frente a la interpretación y alcance de la figura de la 

secesión en el derecho internacional. Esta indeterminación permite que haya conflictos 

permanentes entre los planos político y jurídico, puesto que no queda claro cuáles deben 

ser los limites frente a la legalidad o ilegalidad de las acciones secesionistas. 

4. La presente investigación confirma que la hipótesis planteada es verdadera, puesto que 

las limitaciones a las acciones secesionistas y a la autodeterminación externa sí favorecen 

la permanencia de los Estados frente al derecho internacional y atenúan la fragmentación 

estatal que deviene en casos de intervenciones extranjeras o agresiones armadas. 

5. Tales limitaciones, sin embargo, juegan más un papel político que jurídico puesto que se 

impone el realismo ofensivo como táctica de negociación y de maximización de poder y 

de control a través del choque anárquico de intereses por mantener la defensa de la 

seguridad nacional y de la hegemonía. 

6. Aunque la secesión de Crimea en el plano político puede verse como un remedio frente 

a supuestos fácticos de vulneración de derechos a población rusa en Ucrania, Rusia no 

ha logrado probar que tales supuestos se hayan provocado en Crimea lo que debilita el 

argumento de que la incursión armada estaba justificada por cuestiones de legítima 

defensa o de protección a sus connacionales.  

7. La legítima defensa y la obligación de proteger solamente se activan dentro del derecho 

internacional a situaciones que impliquen graves violaciones a los derechos humanos o a 

situaciones de cometimiento de crímenes de lesa humanidad, que impliquen la 

planificación sistemática y generalizada de provocar daño contra población civil en casos 

como etnocidio, genocidio o incluso crímenes de guerra contrarios al derecho 

internacional humanitario. Tales supuestos no fueron provocados por Ucrania en contra 

de Rusia. 
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8. Las acciones secesionistas en Ucrania han estado marcadas por la primacía de 

nacionalismos prorrusos, mismos que han permeabilizado la idea de que Rusia debe 

combinar dentro de su poder nacional y su hegemonía internacional, ciertos elementos 

que incluyen la apropiación del territorio de otros Estados para fortalecer su capacidad 

militar, y así obtener una mayor dotación de recursos a través de rutas que impidan que 

esos recursos pasen a manos de las potencias europeas y occidentales. 

9. El juego de poder en el que el estatocentrismo se impone para asegurar la defensa de la 

seguridad nacional de los Estados está presente en el conflicto entre Rusia y Ucrania en 

el que se pone de manifiesto el realismo político como respuesta a la configuración de un 

nuevo orden mundial. 

10. Existe un permanente bloqueo frente a la seguridad colectiva que no implica 

necesariamente el desplazamiento en la obligación de no reconocer acciones violentas o 

el no reconocimiento de fragmentación de Estados por medios ilícitos. Lo que sí implica 

frente a las limitaciones de las acciones secesionistas, es que este conflicto refleje su 

intensidad entre la efectividad con la que el derecho internacional puede frenar la ilicitud 

desembocada por las acciones secesionistas cuando existe agresión extranjera, uso de 

la fuerza o se atenta a la integridad territorial de otro Estado. 

11. Rusia no puede justificar legítima defensa ni necesidad de protección de nacionales 

utilizando la fuerza armada o la agresión, pues estos son principios imperativos de 

derecho internacional que tienen carácter erga omnes y deben ser respetados por 

constituir no solo normas jus cogens, sino también por tener un carácter de hard law.  

12. La vulneración a la prohibición del uso de la fuerza y de la prohibición de amenaza o 

agresión contra la integridad territorial de Ucrania por parte de Rusia, genera que se 

aplique el principio del no reconocimiento de una acción ilícita como lo fue la secesión 

provocada en Crimea y en los territorios del Dombás. 

13. Lo acontecido en Crimea no cae en supuestos fácticos ni de separación ni de 

independencia de Estados no autónomos o en proceso de descolonización, ni mucho 

menos supuestos de fusión de Estados o se sucesión estatal. 

14. El posicionamiento de la ilicitud de las acciones secesionistas va a depender del grado de 

contrariedad que impliquen frente a principios y normas fundamentales de derecho 

internacional. Sin embargo, al no estar reguladas por el propio derecho internacional, su 

activación no queda del todo prohibida y su alcance se torna mucho más complejo por 

esa falta de indeterminación en los resultados que provoca para la supervivencia de los 

Estados y del propio orden mundial. 

15. Partiendo del hecho de que la presente investigación ha concluido que el derecho de 

autodeterminación externa solo se aplica en casos de descolonización o frente a Estados 

de reciente independencia, y, además, bajo el hecho de que la secesión no está definida 



98 

 

en el derecho internacional, se ha elaborado el TEST ASANZA que comprende la 

evaluación de criterios para la viabilidad de un proceso de secesión en el derecho 

internacional. El TEST ASANZA se basa en los siguientes principios fundamentales: i) 

una sucesión de Estados solamente es posible con el consentimiento del Estado matriz y 

la secesión debe respetar los principios de no agresión territorial, prohibición del uso de 

la fuerza y no injerencia en los asuntos internos de otros Estados. 

Criterios del TEST ASANZA: 

Para evaluar la viabilidad de un proceso de secesión, el Test Asanza considera los 

siguientes criterios: 

1. Existencia de un grupo con derecho a la autodeterminación: 

¿El grupo secesionista está compuesto por una población con características étnicas, 

lingüísticas, religiosas o culturales distintivas? 

¿El grupo secesionista ha sido históricamente oprimido o marginado por el Estado 

matriz? 

¿El grupo secesionista tiene un territorio claramente definido? 

2. Legitimidad del proceso de secesión: 

¿El proceso de secesión se ha llevado a cabo de manera pacífica y democrática? 

¿Se ha consultado a la totalidad de la población y no solamente a la población del 

grupo secesionista sobre su deseo de independizarse, al presentarse un caso de Estado 

unitario y no federal? 

¿Se han respetado los derechos de las minorías dentro del territorio secesionista? 

3. Viabilidad del Estado secesionista: 

¿El Estado secesionista tiene una economía viable? 

¿El Estado secesionista tiene una estructura política estable? 

¿El Estado secesionista tiene la capacidad de defenderse de amenazas externas? 

4. Conformidad con el derecho internacional: 

¿La secesión no viola los principios de no agresión territorial, prohibición del uso de 

la fuerza y no injerencia en asuntos internos de otros Estados? 

¿El Estado matriz ha consentido la secesión? 

¿La comunidad internacional ha reconocido al Estado secesionista? 
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Aplicación del TEST ASANZA al caso de Crimea: 

Al aplicar el TEST ASANZA al caso de la anexión de Crimea a la Federación Rusa, 

se observa que la secesión no cumple con los criterios establecidos para ser considerada 

legítima y conforme al derecho internacional. Las principales razones son las siguientes: 

La anexión de Crimea se llevó a cabo mediante el uso de la fuerza militar, lo que 

constituye una violación del principio de no agresión territorial. 

No se consultó a la totalidad de la población ucraniana frente a la posibilidad de que 

Crimea sea anexada a Rusia, lo que viola el derecho a la autodeterminación. 

La anexión de Crimea no ha sido reconocida por la comunidad internacional, lo que la 

convierte en un acto ilegal. 

Consideraciones adicionales: 

Es importante destacar que el TEST ASANZA es una herramienta flexible que puede 

adaptarse a las circunstancias específicas de cada caso. Además, es importante tener en 

cuenta que el derecho a la secesión es un tema complejo y controvertido, y que no existe una 

respuesta única y definitiva a la pregunta de cuándo y cómo una secesión puede considerarse 

legítima 

Incorporación de las perspectivas de la Corte Internacional de Justicia (CIJ) y las 

teorías de la secesión: 

El TEST ASANZA puede enriquecerse incorporando las perspectivas de la Corte 

Internacional de Justicia (CIJ) y las teorías de la secesión. En particular, se pueden considerar 

los siguientes aspectos: 

Perspectivas de la CIJ: El caso de Kosovo, en el que la CIJ reconoció la independencia 

de Kosovo a pesar de no contar con el consentimiento del Estado matriz, Serbia, puede 

proporcionar valiosas lecciones sobre el derecho a la autodeterminación y la secesión, sobre 

todo a modo comparativo al caso de estudio de la presente investigación (anexión de Crimea 

a la Federación Rusa).  

Del caso Kosovo se desprende que la CIJ reconoció que el derecho a la libre 

determinación de los pueblos es un principio fundamental del derecho internacional. Sin 

embargo, señaló que este derecho no es absoluto y debe equilibrarse con otros principios, 

como la integridad territorial de los Estados existentes. A su vez, si bien la CIJ señaló que el 

derecho internacional no prohíbe explícitamente la secesión en todos los casos, estableció 

que uno de los requisitos para que se pueda dar la secesión es que las declaraciones de 
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independencia no hayan tenido consecuencias negativas significativas para la paz y la 

seguridad internacional.  

En el caso Kosovo, la CIJ determinó –como ya se ha mencionado en la investigación– 

que la declaración de independencia fue un asunto democrático interno, producto de un 

referéndum y en aplicación al principio de autodeterminación. Sin embargo, tal consideración 

sin tener en cuenta otros elementos como los que propone el TEST ASANZA podrían sentar 

un precedente peligroso que podría debilitar el principio de la integridad territorial de los 

Estados.  

Evidentemente, la Opinión Consultiva de la CIJ no tiene carácter vinculante y se trata 

de un caso en específico (el de Kosovo y no otro), lo que significa que no obliga a ningún 

Estado a reconocer la independencia de Kosovo y tampoco debe interpretarse como un 

precedente general para otras situaciones de secesión, pero sí deja abierta la discusión sobre 

cuáles deberían ser los parámetros o criterios para dar viabilidad a un proceso de secesión 

frente al derecho internacional. 

En ese sentido, las teorías plebiscitaristas, adscriptivistas y remedialistas de la 

secesión ofrecen diferentes perspectivas sobre las condiciones bajo las cuales una secesión 

puede considerarse legítima. 

Al incorporar estos elementos, el TEST ASANZA puede convertirse en una 

herramienta más completa y matizada para evaluar la viabilidad de los procesos de secesión 

en el contexto del derecho internacional. 

Conclusión: 

El TEST ASANZA es un instrumento útil para evaluar la viabilidad de un proceso de 

secesión en el marco del derecho internacional. Sin embargo, es importante tener en cuenta 

que este test es solo una herramienta de análisis y que no puede proporcionar una respuesta 

definitiva a la pregunta de cuándo y cómo una secesión puede considerarse legítima. La 

evaluación final de la viabilidad de un proceso de secesión debe realizarse caso por caso. 

En ese sentido, frente a las conclusiones esbozadas, se exponen las siguientes 

recomendaciones: 

1. Naciones Unidas debe pedir la revisión y asesoramiento de la Comisión de 

Derecho Internacional (CDI) a fin de que elabore un texto de interpretación de la 

figura de la secesión en el derecho internacional. 

2. Se deben configurar acciones dentro del Sistema de Naciones Unidas que 

impliquen reformas al sistema de seguridad colectiva para que no haya 

permanentes bloqueos que impidan que las limitaciones a las acciones 
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secesionistas se queden más en el plano moral que en la aplicabilidad política y 

jurídica. Esto implica la necesidad del establecimiento de un proceso de reforma 

al Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. 

3. La Comunidad Internacional podría prever que, así como la Asamblea General de 

la ONU se pronunció respecto de la ilicitud de la anexión de Crimea a Rusia, ésta 

eleve una consulta a la Corte Internacional de Justicia (CIJ) respecto de ampliar 

el alcance del precedente de Kosovo o corregirlo y fundamentarlo con respecto a 

la situación en Ucrania. 
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